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Resumen 

 
La Ley Nº 20.886, de tramitación electrónica de los procedimientos 

judiciales, constituyó un gran desafío para el Poder Judicial, transfor- 

mándose en un ambicioso proyecto abordado mediante un enfoque 

multidisciplinar. Dicha norma legal no solo cambió sustancialmente 

la forma de interacción entre los tribunales y sus usuarios o usuarias, 

sino que significó un gran paso en la adopción de tecnologías para 

facilitar el proceso de administración de justicia y acercar la justicia 

a las personas. 

 
El curso profundiza  en los objetivos de la ley y su propósito  normativo,  

así como en el impacto que las herramientas tecnológicas establecidas 

por la Ley Nº 20.886 deben tener en la labor de los funcionarios y de 

los tribunales. Asimismo, se reflexiona acerca de cómo las tec- 

nologías emergentes incidirán en la labor de los tribunales en un 

futuro próximo, así como cuál es el potencial de la innovación en el 

desarrollo futuro  de la tramitación  electrónica. 

 

 
Palabras clave 

 
Tramitación  electrónica ñ Modernización  de la justicia ñ 

Innovación  ñ Transformación digital  ñ Políticas públicas. 
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La Ley Nº 20.886, que modifica el Código de Procedimiento Civil 

òpara establecer la tramitaci·n digital de los procedimientos judicia - 

lesó, nace a partir de una moci·n parlamentaria asignada al boletín 

N° 9.514-07 durante su tramitación, y constituyó un gran desafío  

para el Poder Judicial, transformándose en un ambicioso proyecto 

abordado mediante un enfoque multidisciplinario.  

 
Esta norma no solo cambió sustancialmente la forma de interacción 

entre los tribunales y los usuarios, sino que significó un gran paso en 

la modernización del proceso de administración de justicia, alineando 

esfuerzos con los vertiginosos avances tecnológicos que permiten 

acercar cada vez más los servicios a las personas. 

 
La Ley de tramitación electrónica constituye la culminación de una  

secuencia de acciones que, de manera paulatina, han ido contribu- 

yendo a la modernización de la institución, con el fin de optimizar los  

recursos humanos y tecnológicos disponibles, disminuir los tiempos  

de respuesta producto de una tramitación más expedita y segura, 

además de brindar mayor acceso y transparencia a la información 

relativa  a la tramitación  de las causas. 

 
La Tramitaci·n Electr·nica òes aquella en la cual se realizan todas o 

la mayor²a de las actuaciones de un proceso judicial (é) mediante 

medios electrónicos, que permiten su posterior respaldo y repro- 

ducción, en la mayoría de los casos, en un expediente o carpeta 

electrónica. Estos medios electrónicos son las llamadas Tecnologías 

de la Información y la  Comunicación, TICó.1
 

 
Este primer capítulo propone una revisión de los procesos de re- 

forma a la justicia que han traído consigo un esfuerzo de adopción 

tecnológica. De esta manera, la trayectoria de las modernizaciones 

tecnológicas en el Poder Judicial se aborda comenzando desde el 

proceso legislativo que derivó en la Reforma Procesal Penal, pasando 

por todos los hitos que incorporaron nuevas herramientas digitales  

en los tribunales  ordinari os, hasta hacer referencia a la historia  de 
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la Ley Nº 20.886 y los objetivos que se persiguieron en su dictación. 

Estos propósitos, comprendidos como òel espíritu  de la leyó, permiten  

facilitar la comprensión de los objetivos de este proceso legislativo, en 

cuanto a los cambios aplicables a la labor de los tribunales ordinarios  

de justicia y al impacto esperado de esta adecuación normativa, que 

hoy podríamos comprender con una reforma. 

 
Conocida la historia del cambio tecnológico en el PJUD, se abordarán 

nociones generales de transformación digital, con el propósito de  

que los alumnos comprendan que las innovaciones implementadas 

durante las últimas  dos décadas en los tribunales del país tienen 

un propósito mayor que la mera incorporación de tecnologías. Este 

enfoque permitirá,  además, comprender que los esfuerzos de adop- 

ción tecnológica están lejos de terminar, toda vez que la constante 

evolución de las herramientas digitales abre, de manera constante y 

acorde al propio desarrollo tecnológico, oportunidades de innovación  

únicas para la judicatura.  

 
Finalmente, el capítulo termina con una revisión del estado actual 

de las tecnologías, valorando la manera en que los avances de las re- 

formas permitieron posicionar al Poder Judicial chileno en la región, 

asegurando la continuidad  de las labores en tiempos de pandemia. 

 
El enfoque previamente establecido permite, a su vez, abordar la 

construcción metodológica de este capítulo y del curso completo: los 

ámbitos de innovación discutidos por el legislador definen exacta - 

mente los objetivos perseguidos con la tramitación electrónica de los 

procedimientos judiciales. Dado que estas declaraciones constituyen 

el propósito de la ley, el presente curso se basará en tales dimensio- 

nes para no solo abordar la comprensión de la trayectoria del Poder 

Judicial en materia de adopción tecnológica y transformación digital,  

sino también proporcionar al alumno las herram ientas para discernir  

de manera práctica el real enfoque de los procedimientos sujetos a 

la tramitación electrónica, de manera de proveer las competencias 

suficientes para abordar el trabajo de forma adecuada a los requeri- 

mientos establecidos en la norma. 
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En tal sentido, este primer capítulo comienza con una retrospec- tiva 

general de la trayectoria del Poder Judicial en el ámbito de la 

adopción de tecnologías para la tramitación electrónica, para luego, 

teniendo a la vista tal contenido, hacer una revisión de los principios  

fundamentales de la Ley Nº 20.886 y los hitos de su implementación,  

antes de cerrar con algunos conceptos de transformación digital cuyo 

propósito es valorar los avances institucionales y establecer las bases 

para la reflexión contenida en las siguientes unidades del curso. De 

esta manera, este primer capítulo contempla los siguientes apartados 

principales: 

ɭ Breve historia  de la adopción tecnológica en la justicia chilena 

ɭ Tramitación  electrónica de los procedimientos  judiciales 

ɭ Tramitación  judicial  electrónica desde la perspectiva de la trans- 

formación  digital.  

 
Una vez revisados, los alumnos conocerán los objetivos de la ley y 

serán capaces de comprender tanto su propósito  normativo  como 

el impacto que las herramientas tecnológicas dispuestas a partir de 

la Ley Nº 20.886 deben tener en la labor de los funcionarios  y de 

los tribunales, siendo capaces de reflexionar  desde una perspectiva 

crítica sobre el valor de las modernizaciones tecnológicas aplicadas 

a la administración  de justicia. 

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 



10  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

1. Introducción  a  la tramitación  

electrónica  

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

Breve historia de la adopción 
tecnológica en la justicia chilena 

 
 

La historia previa a la Reforma Procesal Penal es, básicamente, la de 

una extensa tramitación  de la propia  ley, ocurrida  en los años 

90. Los detalles de este largo empeño legislativo no son objeto del 

presente curso, pero sí es relevante señalar que a partir de aquel el  

Poder Judicial comenzó a formalizar los lineamientos técnicos y 

procedimentales para el correcto funcionamiento de la justicia penal 

como la conocemos hoy. No es impreciso señalar que este primer 

esfuerzo de modernización constituyó, quizás, el primer espacio de 

reflexión  en el que se abordaron cuestiones de adopción tecnológica 

vinculada  al quehacer de tribunales. 

 
Si bien las consideraciones sobre el uso tecnológico no fueron direc- 

tamente explícitas, la revisión de los aspectos jurídicos y prácticos 

implicó  poner énfasis en la incorporación  de una serie de innovaciones 

vinculadas a los procedimientos, a la forma de tramitar las causas, la 

estructura y orgánica de los tribunales y los dispositivos tecnológicos de 

apoyo. En este capítulo se aborda la trayectoria del Poder Judicial en 

cuanto a los procesos de reforma, y a cómo estos cimentaron la base 

para llegar a la tramitación  electrónica. 

 
1.1.1 El registro  de  los actos  procesales  

La primera innovación tecnológica que derivó de la Reforma Procesal 

Penal puso énfasis en el registro de la labor de tribunales vinculado 

a las causas de su conocimiento. Esta nueva concepción del registro 

constituye la base de los esfuerzos que confluyeron, 15 años después, 

en la tramitación  electrónica. 

 
La Ley Nº 19.6962 dispone, en sus artículos 39 a 44, una serie de 

modificaciones de amplia interpretación, que suponen el primer hito  

de la historia  de la tramitación  electrónica. 
 
 
 

 
 

2 Código Procesal Penal Ley N° 19.696. Diario Oficial de la República de Chile, Santiago, 29 de septiembre de 

2000. Disponible online. 
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El artículo 39, en su inciso final,  establece que òel registro se efectuará 

por cualquier medio apto para producir fe, que permita garantizar la  

conservación y la reproducción de su contenidoó. Esta disposici·n, 

si bien no es taxativa en cuando a lo que define, abre el espacio de 

oportunidad  para la incorporación  de medios tecnológicos de registro. 

 
Por su parte, el artículo 41 de la misma ley plantea una obligación 

sobre el registro de los juicios orales, los que deberán ser registrados 

òen forma íntegra, por cualquier  medio que asegure fidelidadó. 

 
Ante la amplia gama de efectos que derivan de la interpretación de la 

norma, la Corte Suprema resuelve establecer el Sistema de Registro 

por Audio como método oficial de registro, lo que aplicaría para los  

juzgados y tribunales del nuevo sistema procesal penal. 

 
Estas disposiciones permitieron, al cabo de cinco años, disponer de 

una práctica que derivó en cambio legal. Es así como se introdujeron 

modificaciones a la primera redacción, que resultaron en la Ley Nº 

20.074.3 

 
1.1.2 Cambio  tecnológico  vinculado  

a la  Reforma  Procesal  Penal  

Desde la perspectiva orgánica, el principal hito de la Reforma Proce- 

sal Penal consistió en la separación de la labor administrativa de la 

jurisdiccional. De esta manera, la reforma dispuso un cambio radical 

en la composici·n del organigrama, donde la òprofesionalización de la 

administraci·nó trajo aparejada una serie de cambios de orden prác- 

tico, que trazaban la nueva forma de operar de estos tribunales. Fue 

necesario hacer operativa la norma mediante el diseño de procesos 

de gestión, lo cual instaló la discusión respecto a los estándares de 

trabajo, la distribución de la carga, la separación de labores admi- 

nistrativas en unidades específicas y, sobre todo, la incorporación de 

herramientas informáticas  para asistir en este desafío. 
 
 
 
 
 

 
3 Ley N° 20.074, que ñmodifica los Códigos Procesal Penal y Penalò. Diario Oficial de la República de Chile. 

Santiago, 9 de noviembre de 2005. 
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Las adecuaciones 
necesarias para 
la correcta 
implementación  de 
la reforma  fueron  
diseñadas con el 
objeto  de cumplir  
a cabalidad  con 
la materialización  
de los principios  
fundantes  de 
los nuevos 
procedimientos,  
considerando a la  
tecnología como 
uno de los pilares  
fundamentales  de 
la nueva estructura. 

En estas discusiones, se consideró la incorporación del expediente 

electrónico como mecanismo de registro de las actuaciones y la 

implementación de un sistema de tramitación de causas en materia 

penal, el Sistema Informático  de Apoyo  a la Gestión Judicial, o SIAGJ. 

 

Según Carreño et al. (2021)4, las adecuaciones necesarias para la 

correcta implementación de la reforma fueron diseñadas con el ob- 

jeto de cumplir a cabalidad con la materialización de los principios  

fundantes de los nuevos procedimientos, considerando a la tecno- 

logía como uno de los pilares fundamentales de la nueva estructura. 

En tal sentido, la incorporación de herramientas tecnológicas, 

principalmente informáticas, buscaba asegurar el resultado de las 

adecuaciones orgánicas y procedimentales que surgieron producto 

de la propia  reforma. 

 
Como se señaló previamente, a propósito  de las disposiciones de 

la ley se implementó  el SIAGJ o Sistema Informático  de Apoyo  a 

la Gestión Judicial. Esta herramienta no fue el primer intento del 

Poder Judicial por incorporar tecnología en la tramitación judicial,  

sin embargo sí fue la primera que logró consolidar una visión integral  

de la tramitación,  dado que contempló una arquitectura modular,  

abrió el espacio a la interconexión y facilitó la comunicación entre los 

nuevos actores del sistema de justicia penal que instauró la reforma. 

El SIAGJ sigue vigente hasta el día de hoy. Ha sido objeto de una 

serie de adecuaciones y mejoras tanto en su funcionalidad como en 

sus interfaces, siempre en colaboración con sus usuarios, es decir, 

a través de mejoras propuestas por los jueces y funcionarios que lo 

han utilizado  para cumplir  con el registro digital  de la tramitación.  

 
Otro de los aspectos que suele considerarse un hito de la Reforma 

Procesal Penal es la habilitación de los registros de audiencias me- 

diante su grabación íntegra en dispositivos digitales. Por aquellos 

años de inicio de la reforma, la Corte Suprema estableció que al no 

existir  expediente físico, el audio sería el medio que ofrecería la mayor 
 
 
 
 

 
 

 

4 Poder Judicial en la Era Digital (2019). 
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garantía de eficiencia, asegurando una mayor fidelidad del registro de  

lo obrado por las partes. Las memorias del Poder Judicial5 establecen 

que el formato  a utilizar  sería el mp3. 

 
Esta disposición consideró, claramente, la asignación de recursos que 

permitieran materializar el espíritu de la norma y las disposiciones  

reglamentarias internas. Es así como los juzgados de garantía y los 

tribunales de juicio oral en lo penal recibieron equipamiento consis - 

tente en amplificadores, parlantes, mesas mezcladoras, micrófonos, 

audífonos, computadores y software de grabación. 

 
Finalmente, durante el último año de implementación de la reforma,  

en 2005, la Corte Suprema estableció una serie de procedimientos 

mediante auto acordado, con el propósito de instruir la práctica sobre 

el envío electrónico de recursos de apelación y escritos de plazo en 

materia penal, siguiendo en la línea de los procesos de interconexión 

que cada vez se encontraban más consolidados. 

 
1.1.3 La Ley N° 19.968 y la  reforma  a la  justicia  de  familia  

La reforma a la justicia de familia vino inmediatamente después del  

término  de la implementación  de la Reforma Procesal Penal y se 

vio reflejada con la promulgación de la Ley Nº 19.968. La principal 

promesa de este cambio legislativo radicó en que los justiciables 

podrían enfrentar procesos y procedimientos más simples, transpa- 

rentes e integrales, tarea que tendría que ser llevada adelante por 

los nuevos juzgados de familia, cuya orgánica se diseñó bajo com- 

ponentes similares a los de la RPP, separando la labor jurisdiccional 

de la administrativa.  

 
El mensaje de la dictación de la ley describe una serie de objetivos 

bastante ambiciosos: 

a. Replicar la experiencia en materia procesal penal aplicándola a 

procedimientos que favorecieran la inmediación entre los justi - 

ciables y los jueces. 
 
 
 

 
 

5 Memoria del Poder Judicial (2004).  
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b. Con ello se habilitaría, en consonancia con el derecho compa- 

rado, un procedimiento que enfatizara la oralidad por sobre la  

escrituración. 

c. Acrecentar el acceso a la justicia de sectores tradicionalmente 

excluidos. 

d. Instituir un órgano jurisdiccional que, en el futuro inmediato, y  

como lo reclaman múltiples instrumentos internacionales, pudiera  

hacerse cargo del conocimiento de las infracciones juveniles a la 

ley penal, en conformidad a un procedimiento que satisfaga las 

garantías del debido proceso. 

e. Instituir un procedimiento que confiriera primacía a las soluciones 

no adversariales del conflicto  familiar. 6
 

 
Sin embargo, el proceso de implementación de la reforma fue parti - 

cularmente difícil. Surgieron dificultades operativas y se identificaron  

nudos críticos que dificultaban el proceso, tanto a los propios usuarios 

como a los propios  juzgados de familia  y, por ende, al Poder Judicial. 

 
Quizá la mayor dificultad surgida, como un hecho completamente  

inesperado, radicó en la alta congestión resultante del ingreso de 

causas y de los estándares de atención de usuarios. Otros aspectos que 

promovía la ley forzaron a que los mayores esfuerzos se concentraran 

en la aplicación de medidas correctivas para un problema que tuvo 

alcance nacional, dado que en esta ocasión no se contempló una im- 

plementación gradual como sí fue el caso de la Reforma Procesal Penal. 

 

Carreño et al. (2021)7 establece que el proceso de mejora de la reforma 

de familia consideró la participación de todos los Poderes del Estado, 

generándose comisiones de expertos con múltiples enfoques, que 

materializaron su trabajo en propuestas que serían consideradas en 

la Ley N° 20.286, publicada en el mes de agosto del año 2008. Este 

nuevo cuerpo normativo introdujo una serie de cambios orgánicos  

y procedimentales a la Ley N° 19.968 estableciendo, por ejemplo, el 
 
 

 
 

6 Historia de la Ley N° 19.968, Mensaje del Poder Ejecutivo, Biblioteca del Congreso Nacional. Disponible online. 

7 Poder Judicial en la Era Digital (2019). 
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Al  consagrar la 
equivalencia  del  
soporte digital  
con el expediente 
en papel, además 
de estipular  la 
obligatoriedad  en el 
uso de los sistemas 
de tramitación  
por  parte de los 
tribunales, el  
auto acordado 
pretendía  optimizar  
su gestión, 
disminuyendo  
los tiempos  de 
tramitación  y 
mejorando  la 
experiencia de 
los usuarios. 

principio de concentración, el control de admisibilidad de demandas, 

denuncias y requerimientos, la asistencia letrada obligatoria, la es- 

crituración  del periodo  de discusión, mediación previa y obligatoria  en 

determinadas materias, entre otras medidas. 

 
1.1.4 Acta  N° 91-2007 

Entre ambos procesos legislativos, es decir entre la promulgación 

de las leyes Nº 19.968 y Nº 20.286, con fecha 7 de junio de 2007 

el pleno de la Corte Suprema aprobó el Auto Acordado N° 91, que  

consolidó la obligatoriedad del uso de la carpeta electrónica como 

herramienta exclusiva para la tramitación  de causas. 

 
Al consagrar la equivalencia del soporte digital con el expediente en 

papel, además de estipular la obligatoriedad en el uso de los sistemas de 

tramitación por parte de los tribunales, el auto acordado pretendía 

optimizar su gestión, disminuyendo los tiempos de tramitación y  

mejorando la experiencia de los usuarios. 

 
Las disposiciones de la norma no solo hicieron exigible una atención 

mayor a sus obligaciones, sino que además impulsaron una serie de 

esfuerzos institucionales por mejorar la infraestructura tecnológica.  

En ese contexto, la Corporación Administrativa desarrolló en 2007 

un plan informático que extendió la implementación de tecnologías 

de información  para todos los tribunales del país. 

 
Es así como se concretaron diversas iniciativas: la modernización 

del data center institucional, mediante la adquisición de  un equipo  

de almacenamiento de información masiva y fortalecimiento de la  

infraestructura de los servidores principales; la instalación y habilita - 

ción de enlaces de banda ancha en 146 tribunales no reformados a lo 

largo del país; la implementación del proyecto de seguridad para la red  

corporativa del Poder Judicial; el proyecto de videoconferencia para 

el Poder Judicial; los servicios de provisión, instalación, mantención 

y soporte de hardware para servidor, sistema de almacenamiento de 

información  (storage), servidores òproxyó y servidores de correo, entre 

varias otras acciones de modernización.  
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1.1.5 Acta  N° 98-2009 

Luego del aprendizaje que significó  la reforma a la justicia de familia,  

el Poder Judicial tomó un rol más activo y participativo en la cons - 

trucción de soluciones. Además de realizar considerables esfuerzos 

para enfrentar los desafíos propios de la accidentada reforma inicial,  

puso énfasis en la adaptación de los procedimientos internos de los 

tribunales, de acuerdo con las nuevas exigencias de la reforma. 

 
Desde una perspectiva más bien estratégica, para enfrentar de la 

mejor manera posible los procesos de reforma la Corte Suprema 

resolvió la creación de unidades de apoyo a las reformas procesales 

en materia penal, de familia, laboral y de cobranza, las que tendrían 

como principales  funciones: 

a. el seguimiento permanente del proceso de reforma legal en cada 

área; 

b. las consultas periódicas a los estamentos de alzada y de base; 

c. mantenerse al corriente de los proyectos de modificaciones 

legales; y 

d. la propuesta a los órganos judiciales decisorios de lo necesario 

para que cada reforma contribuya  al servicio de la comunidad  y 

a la realización de las vocaciones de los jueces.8 

 
Por otra parte, el pleno de la Corte Suprema acordó la dictación de 

una norma relativa a la gestión y administración en los tribunales de  

familia. Es así como, el año 2009, se dicta el Acta N° 98-2009, que 

establece una serie de reglas que apuntaban a fortalecer los meca- 

nismos de control, mejorando la gestión al interior de los tribunales  

de familia  y optimizando  los procesos de tramitación.  

 
El Acta Nº 98-2009 tendía a incrementar la operatividad del Acta Nº 

91-2007 y, entre sus principales  hitos, establecía: 
 
 
 
 
 
 

 

8 Auto Acordado N° 175-2006, Creación y pauta de trabajo de las unidades de apoyo a las reformas procesales 

en materia penal, de familia y laboral. 
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a. la obligación de los tribunales reformados de diseñar un Plan 

Anual de Trabajo, el que debía contener todas las medidas necesa- 

rias para optimizar la gestión, teniendo como objetivo primordial,  

según el texto expreso de la norma, la correcta tramitación de las 

causas y la reducción de los niveles de causas vigentes; 

b. la generación de un procedimiento claro y uniforme destinado  

a optimizar  la agenda del tribunal;  y 

c. el establecimiento de un sistema de estandarización de los pro- 

cesos de trabajo, con el fin de aumentar el número de audiencias 

mediante una distribución  equitativa de la carga laboral.9 

 
Durante todo el proceso de adaptación a la nueva justicia de familia, 

la Corporación Administrativa continuó mejorando su infraestructura  

tecnológica, con el objeto de avanzar y preparar a los tribunales para 

enfrentar los nuevos requerimientos: 

a. Se implementó el sistema de tramitación de causas para Cortes 

de Apelaciones (SITCORTE), incorporando el concepto de car- 

peta virtual para la tramitación de causas que conocen las Cortes 

y permitiendo interconectar a los tribunales de alzada con los 

tribunales reformados. 

b. Fue incorporada la firma digital avanzada en materia penal (juz- 

gados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal), permi- 

tiendo disponer de un sistema con alto grado de seguridad en la 

dictación de órdenes y contraórdenes de detención. 

 
1.1.6 Reforma  a la  justicia  laboral  

Luego de las reformas a la justicia penal y a la de familia, ocurrió lo  

propio en materia laboral. Las exigencias de una nueva economía, 

traducidas en relaciones laborales más modernas y dinámicas, relevó 

la necesidad de establecer procesos más simples, con menor forma- 

lidad  y por sobre todo, con mayor celeridad. 
 
 
 
 
 

 
 

9 Auto Acordado N° 98-2009, sobre gestión y administración en juzgados de familia. 
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Las promesas centrales de la reforma laboral, declaradas por el Eje- 

cutivo,  expresaban los siguientes objetivos: 

a. brindar  un mejor acceso a la justicia; 

b. posibilitar  la efectividad  del derecho sustantivo; 

c. asegurar el efectivo y oportuno  cobro de los créditos laborales; 

d. agilizar  la justicia del trabajo; 

e. modernizar  el sistema procesal laboral; 

f. configurar  el proceso laboral como un instrumento  de pacifica- 

ción social; 

g. potenciar el carácter diferenciado del procedimiento  laboral; y 

h. diseñar un modelo concreto de tutela de los derechos fundamen- 

tales en el seno de las relaciones laborales. 

 
Dichos objetivos, acompañados de importantes innovaciones como la 

litigación electrónica y la simplificación de las notificaciones, permi - 

tieron establecer una reforma integral, considerando modificaciones  

sustantivas y orgánicas a la justicia laboral. 

 
Durante el proceso de la reforma en comento, la utilización de 

herramientas digitales de apoyo fue fundamental. Es así como la 

habilitación del sistema de tramitación de causas laborales (SITLA) 

y de cobranza previsional laboral (SITCO) en los nuevos tribunales 

permitió facilitar y agilizar la etapa de adaptación de los funcionarios,  

logrando materializar el espíritu de la norma en relación a su eficacia 

en el resguardo efectivo de los derechos de los actores participantes 

en una relación laboral. 

 
1.1.7 Tramitación  digital  en  materia  civil  

La implementación del Acta N° 54 -2014, que regula la tramitación  

electrónica en los tribunales con competencia civil, concreta el úl- 

timo  de los pasos hacia la obligatoriedad  del registro electrónico de 

las causas. Si bien los juzgados con competencia en materia civil ya 

disponían de un sistema informático,  mantenían vigentes a su respecto 

las normas sobre formación  del expediente, por lo que la forma de 
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registrar los procesos seguía siendo la consagrada en el Código de 

Procedimiento Civil, no aplicándose a su respecto la obligatoriedad  

del registro de toda actuación judicial  en el sistema informático.  

 
A partir del Acta Nº 54 -2014, el sistema informático fue reformulado 

para dar soporte a lo normado en ella y pasó a constituir  un sistema 

de tramitación, reglamentándose desde este momento la obligato- 

riedad en el registro de todo trámite, no obstante la mantención de 

la obligatoriedad  del expediente físico. 

 
Es necesario también recordar que, en esta etapa, el Poder Judicial 

ya contaba con medios técnicos que tenían sanción legal y que re- 

forzaban el concepto de tramitación electrónica. Es así como la Ley 

Nº 19.799, sobre documento electrónico y firma electrónica, ya 

permitía  la utilización  de este tipo  de instrumentos  en el ámbito 

de un proceso judicial.  A partir  del Acta Nº 25-2009 se autorizaba 

la utilización de la firma  electrónica avanzada en las órdenes y con- 

traórdenes de detención y para la resolución de las causas masivas 

ingresadas en los tribunales con competencia civil.  

 
Como fruto de estos cambios, se evidenció que el desempeño de los 

tribunales reformados comenzó a ser más eficiente en la medida que 

incorporaron  los sistemas de tramitación  como un elemento central 

del trabajo, los que pasaron de ser en su origen sistemas de mero 

registro a convertirse en plataformas de tramitación de causas. Efectos 

deseados durante ese tiempo fueron la reducción del atraso en las 

resoluciones, una mayor transparencia y, en definitiva,  un acceso más 

expedito a la justicia. Esta situación contrastaba con la realidad que 

acontecía en los tribunales con competencia en materia civil, la cual 

no se encontraba reformada y requería profundas  modificaciones. 

 
1.1.7.1 Expediente electrónico 

Junto al proceso de consolidación en la implementación de sistemas 

informáticos en los distintos territorios jurisdiccionales del país, y de  

la mano de unidades de apoyo administrativo,  se comenzó a apoyar 

la digitalización de piezas ingresadas por las partes y el etiquetado 

de los expedientes, permitiendo además la difusión de las nuevas 

mejoras, promoviendo la utilización del sistema y la herramienta  de 

consulta en el portal  del Poder Judicial sobre el estado procesal 
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de las causas, evitándose paulatinamente  el traslado de los usuarios 

a dependencias de los tribunales. De esta forma, desde esta imple- 

mentación los usuarios pueden consultar no solo las resoluciones en 

las causas en tramitación, dejándose además constancia de cada 

pieza del expediente en el sistema. 

 
1.1.7.2 Firma electrónica 

Entre los principales  beneficios que comenzaron a experimentar los 

tribunales con competencia civil a partir de la digitalización de los  

expedientes, está la baja en la afluencia de público en los tribunales, 

la disminución en el extravío de los expedientes y documentos y la 

posibilidad de reorientar las tareas internas del tribunal. Estos avances 

constituyeron un impulso importante en materia de calidad y trans- 

parencia. Tal es el caso de la incorporación de la firma electrónica en 

los procedimientos civiles, particularmente a partir de lo dispuesto  

en el Acta N° 34-2011, ampliándose su alcance con la entrada en 

vigencia del Acta N°  54-2014. 

 
En una primera etapa se comenzó con la utilización de la firma elec- 

trónica simple, es decir, y tal como lo define la ley, sin que exista un 

tercero validador de carácter externo. Sin embargo, considerando los 

estándares de seguridad de la institución, el Poder Judicial definió la 

implementación del uso de la firma electrónica avanzada a través del òe-

Tokenó, dispositivo que utiliza la tecnolog²a de encriptamiento para 

guardar  contraseñas y se administra  centralizadamente, de for- ma que 

no se pierda el control sobre el uso de la información para jueces y 

secretarios, generando una dinámica de trabajo más rápida, segura y 

eficiente en la firma  de documentos. 
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Tramitación 
electrónica de los 
procedimientos 
judiciales 

 
 

La Ley N° 20.886 
no solo cambió  
sustancialmente  la 
forma  de interacción  
entre los tribunales  
y los usuarios, 
sino que significó  
un gran paso en 
la modernización  
del  proceso de 
administración  de 
justicia, alineando  
esfuerzos con los 
vertiginosos  avances 
tecnológicos que  
permiten acercar 
cada vez más 
los servicios a 
las personas. 

La Ley NÁ 20.886, que òmodifica el C·digo de Procedimiento Civil, 

para establecer la tramitación digital de los procedimientos judicia - 

lesó, fue publicada el 18 de diciembre del a¶o 2015, estableciendo 

una entrada en vigencia diferida. Esta comenzó seis meses después 

de su publicación, para los tribunales que ejercen jurisdicción en los 

territorios  de las Cortes de Apelaciones de Arica, Iquique,  Antofagas- 

ta, Copiapó, La Serena, Rancagua, Talca, Chillán,  Temuco, Valdivia,  

Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas; y un  año después de su 

publicación, para los territorios jurisdiccionales de las restantes Cortes 

de Apelaciones del país. 

 
La Ley N° 20.886 constituyó un gran desafío para el Poder Judicial, 

transformándose en un ambicioso proyecto abordado mediante un 

enfoque multidisciplinario. Dicha norma no solo cambió sustancial- 

mente la forma de interacción entre los tribunales y los usuarios, 

sino que significó un gran paso en la modernización del proceso de 

administración de justicia, alineando esfuerzos con los vertiginosos 

avances tecnológicos que permiten acercar cada vez más los servicios 

a las personas. 

 
1.2.1 Fundamentos  del  proyecto  

La Ley Nº 20.886 introduce modificaciones en el Código de Proce- 

dimiento  Civil que permiten la implementación de la tramitación  

digital en todos los procedimientos. Dichas modificaciones se realizan 

principalmente sobre el Título V (De la formación del proceso, de su 

custodia y de su comunicación a las partes) del Libro I (Dispo- 

siciones comunes a todo procedimiento), además de una serie de 

modificaciones adecuatorias. 

 
Adicionalmente, se establece una serie de principios generales que 

inspiran  las normas sobre tramitación  digital,  a saber: 

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 

1.2 



22  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

1. Introducción  a  la tramitación  

electrónica  

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

ɭ Principio de equivalencia funcional del soporte electrónico . 

Los actos jurisdiccionales y demás actos procesales suscritos por 

medio de firma electrónica serán válidos y producirán los mismos  

efectos que si se hubieren llevado a cabo en soporte papel. 

ɭ Principio de fidelidad. Todas las actuaciones del proceso se 

registrarán y conservarán íntegramente y en orden sucesivo en la 

carpeta electrónica, la que garantizará su fidelidad, preservación 

y la reproducción  de su contenido. 

ɭ Principio  de publicidad . Los actos de los tribunales son públicos 

y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para 

el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el 

pleno acceso de todas las personas a la carpeta electrónica en con- 

diciones de igualdad,  salvo las excepciones establecidas por la ley. 

ɭ Principio  de buena fe. Las partes, sus apoderados y todos quienes 

intervengan en el proceso conforme al sistema informático de 

tramitación  deberán actuar de buena fe. 

ɭ Principio de actualización de los sistemas informáticos. Los 

sistemas informáticos de tramitación del Poder Judicial deberán 

ser actualizados a través de la Corporación Administrativa del Po - 

der Judicial, con el objeto de permitir  su correcto funcionamiento  

y la más fluida y expedita interconexión e interoperabilidad entre  

sí y con otras instituciones públicas. 

ɭ Principio de cooperación. Los auxiliares de la administración 

de justicia, las instituciones públicas y el Poder Judicial deberán 

cooperar entre sí en la utilización de medios electrónicos, con el 

objeto de garantizar la interconexión e interoperabilidad de los  

sistemas informáticos y, en particular, el reconocimiento mutuo  

de los documentos electrónicos y de los medios de identificación 

y autentificación respectivos.10
 

 
Las herramientas tecnológicas permiten un desarrollo sostenible, más 

amigable con el medioambiente y que permite la disminución de los 

costos de los procedimientos judiciales enmarcados en la estructura 
 
 

 
 

10 Artículo 2º  de la Ley Nº 20.886. 
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constituida  por el aparato estatal. En ese entendido, tanto en nuestro 

país como internacionalmente se ha producido una tendencia a la 

digitalización de los sistemas judiciales, de modo que el soporte de 

la tramitación  se realiza mediante el registro computacional. 

 
Países como el Reino Unido, Holanda, Finlandia o Singapur, por  

nombrar  algunos, establecieron procedimientos  que engloban en 

la actualidad bases de datos, manejo de expedientes electrónicos, 

acceso remoto y presentación en línea, entre otros. 

 
De igual forma, países de mayor volumen demográfico y densidad 

poblacional, como Estados Unidos y Australia,  han logrado demostrar 

que la tramitación electrónica no se condice necesariamente con la 

demografía, organización administrativa u condiciones del territorio.  

Latinoamérica también se ha hecho parte de este cambio modernizador,  

por ejemplo Brasil, donde se ha comenzado a implementar sistemas 

de tramitación electrónica para juicios, lo que a su vez se ha traducido 

en la incorporación de otras tecnologías como medios de apoyo para 

la labor jurisdiccional,  principalmente  en la toma de decisiones. 

 
La Organización de las Naciones Unidas (ONU), en su Agenda 2030 

para el Desarrollo Sostenible, contempla 17 objetivos entre los cuales 

destaca el n¼mero 16: òpromover sociedades pac²ficas e inclusivas 

para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para 

todos y construir a todos los niveles institucion es eficaces e inclusivas 

que rindan cuentasó, que propende a la incorporaci·n de una 

justicia moderna. 

 
La modernización del Estado no solamente se ha materializado en el 

ámbito judicial. Recientemente se ha promulgado la Ley Nº 21.180, 

sobre transformación digital del Estado, que promueve la digitaliza - 

ción de los trámites en el ámbito de la administración pública. Sin 

perjuicio de lo anterior, existen varios servicios estatales que desde 

hace años han optado por la digitalización de sus servicios como una 

forma de mejorar su cobertura y facilitar la realización de trámites  

no presenciales. Es así como, por ejemplo, el Servicio de Impuestos 

Internos permite  que las declaraciones de renta sean hechas por 

vía digital;  el Servicio de Registro Civil  e Identificación  permite  la 
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La Ley 
Nº 20.886 consagra 
el concepto de 
ɁÌß×ÌËÐÌÕÛÌ 
ËÐÎÐÛÈÓɂȮɯØÜÌ 
asegura fidelidad,  
preservación y 
reproducción,  
dejando  a salvo la 
posibilidad  de, en 
casos excepcionales, 
ingresar escritos 
de forma  material.  

emisión de algunos certificados desde cualquier computador con 

acceso a internet, y el Poder Legislativo permite hacer seguimientos 

simultáneos del estado de tramitación  de los proyectos de ley. 

 
1.2.2 Objetivos y beneficios perseguidos por el proyecto  

Como ya ha sido expresado, para comprender la relevancia normativa  

y práctica de la Ley de Tramitación Electrónica, es necesario conocer 

los objetivos que el aparato público  se fijó  al momento de gatillar  la 

discusión legislativa. Esta sección describe tanto los objetivos explí- 

citos del proyecto de ley, como también los beneficios e implicancias 

resultantes del trabajo de diseño de la norma. 

 
1.2.2.1 Expediente digital 

La Ley NÜ 20.886 consagra el concepto de òexpediente digitaló, que 

asegura fidelidad, preservación y reproducción, dejando a salvo la 

posibilidad de, en casos excepcionales, ingresar escritos de forma 

material, como veremos más adelante. 

 
El dispositivo conocido como expediente digital representa una serie 

de beneficios, que cobran aún más sentido en el contexto de justicia. 

Por una parte, permite niveles de transparencia y acceso impensados 

en el mundo real o físico. Los expedientes digitales más robustos, 

incluso, permiten llevar un registro automatizado de quienes los  

consultan e intervienen, lo cual a su vez representa un beneficio en 

cuanto a su seguridad, sin duda un aspecto fundamental cuando se 

trata del registro de causas judiciales. 

 
El expediente físico estaba expuesto a la posibilidad de pérdida, 

deterioro o destrucción, riesgo que se ve incrementado dada la gran 

cantidad de personas que está o puede estar en contacto con el 

mismo. En este sentido, disminuye el riesgo de extravío y deterioro 

al no utilizarse  papel, aumentan las dificultades  para su adulteración  

o vulneración,  y se puede respaldar de manera constante. 

 
Por otra parte, aumentan los niveles de eficiencia en el proceso, toda 

vez que el expediente digital  es òtransferibleó de manera instantánea, 

sin necesidad de que una parte deba prescindir de él para que otro 

usuario pueda utilizarlo.  La habilitación  del expediente electrónico 
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El espíritu  
normativo  de la 
Ley Nº 20.886 
fue claro en este 
aspecto, permitir  
la tramitación a 
distancia  desde 
cualquier  lugar  
nacional  o desde 
el extranjero,  
requiriendo  solo una 
conexión a internet  
y el cumplimiento  
de requerimientos  
técnicos mínimos,  
de modo que 
toda persona 
con acceso a un 
computador dotado 
de un navegador de 
internet  actualizado  
y gratuito  pueda, 
sin  realizar  ninguna  
otra instalación  
o especificar una 
configuración  
determinada,  
utilizar  la plataforma  
de tramitación.  

representa una oportunidad única para la revisión y adecuación de 

procesos y trámites en beneficio de quienes realizan la labor en torno 

a él, incluyendo  a los usuarios y usuarias. 

 
1.2.2.2 Acceso virtual a los tribunales de justicia 

La idea de que la administración  de justicia deje de relacionarse con 

la estructura física del tribunal o con un inmueble, y estos pasen a 

ser una funcionalidad adonde las personas acudan únicamente a 

efectuar actuaciones presenciales o a obtener información que no se 

encuentre disponible en medios electrónicos, se asocia a una mayor  

comodidad  para el usuario y una descongestión de los tribunales. 

 
Esta idea no era nueva fuera del contexto judicial. Con el surgimiento  

y expansión de la red informática mundial ( world wide web) a me- 

diados de los 90, muchas organizaciones públicas y privadas habían 

avanzado notablemente en este propósito a través de soluciones y 

procesos disponibles en internet, lo que situaba al usuario en el cen- 

tro del espacio digital, reduciendo casi inmediatamente la necesidad 

de actos que exigieran su presencia en determinadas dependencias. 

 
El espíritu normativo de la Ley Nº 20.886 fue claro en este aspecto, 

tal como se menciona en la historia  fidedigna  de su tramitación:  

permitir  la tramitación  a distancia desde cualquier  lugar  nacional 

o desde el extranjero, requiriendo solo una conexión a internet y el 

cumplimiento de requerimientos técnicos mínimos, de modo que  

toda persona con acceso a un computador dotado de un navegador 

de internet actualizado y gratuito pueda, sin realizar  ninguna otra  

instalación o especificar una configuración determinada, utilizar la  

plataforma  de tramitación.  

 
Durante la pandemia que afecta al mundo  desde principios  del año 

2020, esta posibilidad ha constituido una herramienta esencial para 

la protección de la vida y la salud, tanto de funcionarios judiciales  

como de los usuarios y usuarias del sistema. De esta forma, los 

tribunales ðaun en circunstancias extremas como las que vivimos 

actualmenteð pueden mantener el servicio a la ciudadanía, tanto 

en la dimensión de recepción de escritos o peticiones, absorción de 

consultas en su dimensión de atención de usuarios, como en la de 

realización de audiencias por vía remota. 

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 



26  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

1. Introducción  a  la tramitación  

electrónica  

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

Es important e 
relevar que la  
oportunidad de  
acceder al tribunal  
las 24 horas del 
día, los siete días 
de la semana, 
es una facilidad  
ofrecida  al usuario  
bajo  el entendido  
de que la labor  
judicial se  realizará 
en momentos 
de efectivo  
funcionamiento  
del  tribunal.  

1.2.2.3 Disponibilidad 24/7 

Otro aspecto, estrechamente relacionado con el cambio del paradigma 

presencial, es el del horario de funcionamiento y disponibilidad del  

soporte digital. En el contexto análogo, o presencial, resulta impo- 

sible mantener en operación las dependencias judiciales en horario 

continuo. No obstante, el contexto virtual ofrece alternativas que 

propenden a la plena disponibilidad de los trámites,  aun cuando, 

desde la perspectiva del usuario, es comprendida la noción de que 

en el tribunal no habrá nadie para abordar el requerimiento en lo  

inmediato,  al menos hasta la siguiente jornada hábil. 

 
Esta cuestión no ha estado exenta de controversias dentro del Po- 

der Judicial. Existe una interpretación que recurre al horario hábil  

establecido para las actuaciones judiciales, lo que pondría en cues- 

tionamiento el objetivo de la ley en la materia. Sin perjuicio de ello, 

es importante relevar que la oportun idad de acceder al tribunal las 

24 horas del día, los siete días de la semana, es una facilidad  ofrecida 

al usuario bajo el entendido de que la labor judicial se realizará en 

momentos de efectivo funcionamiento  del tribunal.  

 
El cambio de paradigma, en combinación con la migración  del estándar 

presencial al virtual, ha resultado ser uno de los mayores beneficios 

perceptibles por los usuarios en relación con la Ley Nº 20.886 

 
1.2.2.4 Interconexiones 

Interoperabilidad es la capacidad de dos sistemas independientes 

de intercambiar sus datos e, incluso, de intervenir coordinadamen- 

te en una transacción. Probablemente, uno de los mayores anhelos 

del Estado en materia de transformación  digital  sea la necesidad de 

avanzar en la interoperabilidad  entre servicios públicos. 

 
A efectos de comprender la relación entre interconexión e inte- 

roperabilidad, se puede establecer que, en el contexto digital, la 

interconexión relaciona dos sistemas específicos en un proceso de 

intercambio de información. La visión de interoperabilidad es más  

amplia que este solo concepto y apuesta a articular un ecosistema de 

interconexiones, donde dos o más servicios públicos intercambian 

información de manera constante con el propósito de simplificar los 

procesos informáticos.  

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 



27  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

1. Introducción  a  la tramitación  

electrónica  

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

En la medida que los servicios públicos se encuentran conectados y 

pueden intercambiar  datos, se promueve al menos11: 

ɭ Mejores servicios a las personas, ya que en muchas de las inte- 

racciones se requiere de datos que residen en diferentes áreas 

del Estado. 

ɭ Mejor gestión, porque en la medida que el Estado puede inter- 

cambiar datos mejora su gestión, así como el diseño e implemen- 

tación de políticas públicas. 

 
El Poder Judicial ya ha suscrito una serie de convenios de interco- 

nexión e intercambio  de información  con distintas instituciones, 

para lograr mayor eficiencia. Entre estas se encuentran el Minis- 

terio Público, la Defensoría Penal Pública, Gendarmería de Chile, 

el Servicio Nacional de Menores, Carabineros de Chile, Policía de 

Investigaciones, el Instituto de Normalización Previsional, la Tesorería 

General de la República, la Superintendencia de Administradoras  

de Fondos de Pensiones y de Instituciones de Salud Previsional, el 

Servicio de Registro Civil,  entre otras. 

 
Este avance ha permitido que, al menos en el ámbito de los procedi- 

mientos judiciales, los tribu nales de justicia cuenten con información 

oportuna que les permita dar curso a la tramitación. Como veremos 

más adelante, existen distintos grados de avance con las distintas 

instituciones, lográndose con algunas de ellas procesos de interco- 

nexión con cierto grado de automatización en el envío y recepción 

de la información.  

 
1.2.2.5 Transparencia y acceso al expediente 

Como ya fue planteado, si bien los conceptos de transparencia y 

acceso tienen estrecho vínculo con la idea del expediente electró- 

nico, es importante destacar la posibilidad de que los intervinientes, 

tanto respecto de los abogados litigantes como de las partes, tienen 

la posibilidad de acceder a los expedientes de los casos en que se 

encuentren involucrados.  
 
 
 
 

 

11 Alejandro Barros (2017). Disponible online. 
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Para ello, el Poder Judicial ha puesto a disposición de la ciudadanía 

la Oficina Judicial Virtual (OJV), herramienta tecnológica que per - 

mite a los usuarios de la justicia relacionarse con un tribunal en la 

tramitación de una causa, ya sea ingresando escritos o peticiones, o 

consultando información de la misma en la medida que  esta no sea 

reservada. Asimismo, la OJV agiliza todas aquellas gestiones entre 

tribunales en que actualmente se debe remitir físicamente el expe- 

diente, permitiendo a los demás tribunales tener inmediato acceso 

al mismo. Como veremos más adelante, es la propia Ley Nº 20.886 

la que mandata a la Corte Suprema para regular esta y otras materias 

asociadas, a través de autos acordados. 

 
1.2.2.6 Notificaciones electrónicas 

Si bien la Ley Nº 20.886 estableció importantes modificaciones a la 

labor de los receptores judiciales, entre ellas el establecimiento de la 

obligatoriedad del uso de la firma digital avanzada en sus actuaciones, 

como también la georreferenciación de las mismas, no se incluyeron 

modificaciones importantes en el ámbito de notificaciones judicia - 

les. Solo cambia la forma en que se debe realizar la notificación por 

el estado diario y cómo se deben adjuntar los antecedentes por el 

receptor en la carpeta electrónica, además de las normas antes seña- 

ladas que pretenden controlar  de mejor forma la función  receptorial. 

 
Las notificaciones que se deben practicar al inicio de un proceso, aun 

cuando se registran electrónicamente, siempre implican la realiza- 

ción de una actuación personal y en terreno por parte del ministro  

de fe, lo que se traduce en un contacto directo con el notificado 

para verificar su identidad, o bien con otra persona adulta, según el caso. 

Sobre esta materia es necesario además considerar que en las 

distintas competencias reformadas como también en materia civil,  

a partir  de la modificación  introducida  por la Ley Nº 20.886 hoy 

existe la posibilidad  de que las partes soliciten que las notificaciones 

que se les deban practicar se realicen en forma electrónica, lo que en 

la práctica hoy se hace por correo electrónico. Sin embargo, ello no 

tiene aplicación respecto de la primera notificación que se debe 

realizar en la causa, la que sigue siendo personal o de forma sustitutiva 

cuando ello se ha autorizado  por el tribunal.  

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 



29  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

1. Introducción  a  la tramitación  

electrónica  

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

1.2.2.7 Disminución de los costos asociados 

al proceso para las partes 

Una consecuencia necesaria y directa de la tramitación  electrónica 

es la eliminación la necesidad de sacar fotocopias o compulsas de los 

expedientes, con lo cual se eliminan las cargas procesales de consignar 

los gastos necesarios para las compulsas, así como el franqueo de los 

gastos de envío de los expedientes hacia los tribunales superiores, 

cuando se tramitan  algunos recursos. 

 
1.2.2.8 Disminución de costos y 

compromiso con el medioambiente 

La implementación  de la ley ha resultado en una reducción de los 

costos de papel para el Poder Judicial, ya que el soporte primario de  

los procesos pasó a ser el digital, con la consecuencial contribución 

al medioambiente que implica este menor uso de papel, no obstante 

la necesidad de ejecutarse gastos presupuestarios transitorios y otros  

con carácter permanente, para la implementación  de la ley. 

 
Esto también va de la mano con una mayor disponibilidad de espacio  

físico, tanto en los tribunales como en otros organismos relacionados. 

Esto ha sido bastante notorio en el flujo de público a los tribunales, 

sobre todo en materias de competencia civil, como también a partir  

de la incorporación de la atención remota de usuarios, en particular 

luego de la declaración de estado de excepción constitucional de 

marzo de 2020. 

 
1.2.3 Implementación  de  la  ley  

La implementación de la Ley de Tramitación Electrónica resultó ser 

un esfuerzo multidisciplinario con pocos precedentes. Si bien se ha 

puesto énfasis en los aspectos normativos y tecnológicos, también 

se trabajó en una serie de medidas habilitantes que permitieron en - 

tender este proceso como un esfuerzo de transformación  desafiante. 

 
La posibilidad de concebir la tramitación electrónica bajo los con- 

ceptos antes descritos, es decir centrando la tramitación en un ex- 

pediente digital; permitiendo que los usuarios pudiesen acceder sin 

restricciones geográficas y temporales; adecuando este pleno acceso 

a la limitación horaria del tribunal; propendiendo a la ce lebración de 

convenios de interconexión, y adecuando los sistemas de tramitación 
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Otra adecuación 
relevante fue la 
habilitación  de 
la Clave Única  
del Estado como 
medio de acceso 
a la tramitación.  
Desde el punto  de 
vista  del  usuario,  
esta solución  
resultó  mucho más 
eficiente que el  
proceder previo a  
la ley, donde cada 
litigante debía  
dirigirse al tribunal  
de competencia 
pertinente para  
requerir  acceso 
al sistema de 
tramitación.  

de causas, supuso un esfuerzo sustantivo del Poder Judicial no solo 

en términos de habilitación tecnológica, sino también en cuanto a 

las acciones de preparación de las personas para este propósito,  

 
1.2.3.1 Oficina Judicial Virtual 

La Oficina Judicial Virtual representa, en cierta manera, el corazón 

de la implementación de la Ley de Tramitación Electrónica, que 

abrió el espacio a todas las adecuaciones mandatadas por la norma. 

 
La Ley Nº 20.886 imponía la habilitación de una plataforma obligato - 

ria de tramitación, que se materializó en la OJV. Con su implementa- 

ción, fue establecido un canal de acceso único de tramitación digital 

para todos los tribunales de justicia pertenecientes al Poder Judicial. 

Carreño et al. (2021) lo describe de la siguiente manera: òDonde 

antiguamente el justiciable debía acceder al portal de familia, portal  

civil, portal laboral, portal de cobranza, portal penal, portal de Corte 

de Apelaciones y portal de Corte Suprema, a partir de la entrada en 

vigencia de esta ley solamente se debe acceder a la Oficina Judicial 

Virtual para tramitar causas en cualquiera de los sistemas judiciales 

de tramitaci·nó. 

 
Otra adecuación relevante fue la habilitación de la Clave Única del 

Estado como medio de acceso a la tramitación. Desde el punto de 

vista del usuario, esta solución resultó mucho más eficiente que el 

proceder previo a la ley, donde cada litigante debía dirigirse al tri - 

bunal de competencia pertinente para requerir acceso al sistema de 

tramitación. En otras palabras, aquel litigante que se vinculara con 

diferentes tribunales tendría que requerir tantas claves de acceso 

como competencias abordara. 

 
De este modo se erigió, mediante convenios de colaboración inte- 

rinstitucionales, a la Clave Única del Estado como estándar de acceso 

a la Oficina Judicial Virtual, simplificando la cantidad de contraseñas 

que debe administrar el usuario o usuaria y con ello, en definitiva, se 

facilitó  en este aspecto el acceso a la justicia. 
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De esta manera, salvo aquellos casos justificados en la carencia de 

medios o en la falta de alfabetización digital, el acceso a la justicia 

sería posible literalmente a un clic (o varios) de distancia, facilitando  

el acceso a la tramitación  integral  y a la consulta de causas. 

 
Por otra parte, la Oficina Judicial Virtual  permitió  materializar  diversos 

trámites establecidos en la mencionada ley y sus correspondientes 

autos acordados, referidos a obtener copias autorizadas, permitir la 

búsqueda de causas de manera unificada, posibilitar  la tramitación  de 

los receptores judiciales para el retiro y devolución de causas, 

presentar demandas y escritos judiciales, entre otros. 

 
1.2.3.2 Ajustes a los sistemas de tramitación 

El cambio de paradigma en el acceso, aquel que permitió que los 

usuarios migraran  de la interacción física y presencial en tribunales  

hacia el uso de una plataforma única de tramitación judicial, tuvo  

efectos relevantes en la forma de operar de los sistemas de tramitación  

como eran conocidos hasta antes de la Ley Nº 20.886. 

 
Una de las primeras adecuaciones que derivaron de la ley tenía rela- 

ción con este efecto: dado que todos los ingresos de presentaciones, 

tanto de demandas como de escritos, se realizarían a través de un 

medio único y en línea, todos los sistemas de tramitación debieron 

ser adecuados para este nuevo estándar incorporando mecanismos de 

distribución de causas automatizados; alertas de sistema ante nuevos 

procesos iniciados vía Oficina Judicial Virtual; la simplificación de los  

mecanismos de verificación de la calidad de abogado de una perso- 

na, para evitar la tramitación por part e de abogados suspendidos; el 

fortalecimiento de las interconexiones internas para la remisión de 

diligencias entre tribunales; la creación de bandejas de firma elec- 

trónica avanzada para los sistemas que carecían de ella; sincronizar 

y sistematizar el procedimiento de firma por parte de los tribunales 

colegiados; permitir la visualización del testimonio georreferenciado  

de los receptores; ajustar la operación sin interrupción de la platafor - 

ma, y la consulta en línea de los sistemas de tramitación, entre otras. 
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Como es posible evidenciar, esta ley modificó la esencia de los sis- 

temas de tramitación del Poder Judicial, elevando los estándares de 

seguridad, tiempos de actualización y la integración entre los sistemas 

sin que exista precedente alguno de una transformación  similar.  

 
1.2.3.3 Reglamentación interna 

Uno de los aspectos clave contenidos en la Ley Nº 20.886 es que esta 

delegó parte de su potestad normativa  en la Corte Suprema, la que 

a través de autos acordados debió establecer directrices para hacer 

aplicable y operativas las disposiciones contenidas en su articulado. Es 

así como se dicta el Acta Nº 37-2016 el día 15 de abril  del mismo año, 

a un par de meses de la entrada en vigencia de la ley en las primeras 

13 jurisdicciones del país. Este mismo auto acordado tuvo una actua- 

lización durante el año 2019, que se tradujo  en el Acta Nº 85-2019. 

 
Los principales aspectos cubiertos por este auto acordado son los 

siguientes: 

ɭ Se regula la búsqueda de causas: el acta de la Corte Suprema 

señala que se utilizarán los criterios de competencia o materia, 

tribunal, rol, RIT o RUC de la causa, fecha de ingreso hasta por 

un periodo de un mes, RUT, nombre o razón social de personas 

jurídicas y nombre de personas naturales, con un claro enfoque de 

respeto a las consideraciones sobre la publicidad  del expediente 

judicial, pero limitando eventuales malos usos de la información 

para propósitos ajenos al propio  conocimiento de la causa. 

ɭ Se regula el registro de abogados y habilitados  de derecho en 

el sistema de tramitación del Poder Judicial: en este punto, se 

establece que los usuarios del sistema de tramitación del Poder 

Judicial, denominado Oficina Judicial Virtual, deberán ingresar  

ut ilizando  la Clave Única del Estado. Al  acceder por  primera  vez, 

el usuario deberá aceptar las condiciones de uso de la plataforma  

y podrá configurar  una nueva clave de acceso. 

ɭ Se regula la forma de dejar constancia de la georreferenciación 

del registro de actuaciones de receptores, lo que supuso un cam- 

bio radical en la forma de registro de las actuaciones de estos 

auxiliares de la justicia. 
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ɭ Se regula el uso de medios que garanticen la fidelidad, preserva - 

ción y reproducción de los registros electrónicos, determinando 

que será la Corporación Administrativa del Poder Judicial el  

órgano encargado de fijar las especificaciones técnicas de formato 

y tamaño de las demandas, escritos y documentos que se ingresen 

a la carpeta electrónica. 

 
De esta manera, la Corte Suprema complementó las disposiciones 

de la ley, según esta misma instruía.  

 
1.2.3.4 Capacitación 

Con el fin de facilitar la comprensión de la ley en atención al breve 

periodo existente entre la publicación y su entrada en vigencia, el 

Poder Judicial desarrolló una serie de actividades tendientes a ma- 

terializar  dicho objetivo. 

 
En tal sentido, se realizaron capacitaciones a diversas instituciones, 

considerando entre ellas al Registro Civil, Servicio de Impuestos In- 

ternos, Tesorería General de la República, Servicio Electoral de Chile, 

Corporaciones de Asistencia Judicial, etcétera, las que consistieron 

en una presentación completa de la ley seguida de una explicación 

práctica sobre cómo resolver aspectos de detalle que los interesados, 

personas naturales o jurídicas, planteaban en esas instancias. Estas 

actividades se realizaron tanto en el nivel central como a nivel de 

territorio  jurisdiccional  de cada Corte de Apelaciones. 

 
En esta misma línea se desarrollaron más de 21 seminarios a lo largo 

del país, en conjunto con universidades y otras organizaciones civiles, 

como por ejemplo el Colegio de Abogados, agrupaciones gremiales 

y público  en general. 

 
Respecto de la capacitación interna, antes de la entrada en vigencia 

de la ley, los departamentos de la Corporación Administrativa reali - 

zaron jornadas en un taller denominado òGesti·n del cambioó, con 

el fin de conocer en detalle las observaciones que formulaban los 

tribunales por intermedio de sus representantes. En esta instancia se 

difundieron las principales modificaciones normativas y se entregaron 

herramientas para romper  la inercia de la rutina  diaria.  
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La ley establece 
que la regla general 
será que los oficios  
y comunicaciones 
judiciales  han 
de realizarse por  
medios electrónicos,  
desmaterializando  
la tramitación  
de oficios  con 
esta medida  y 
estableciendo 
la excepción 
de aquellas 
instituciones  
públicas  nacionales 
que carezcan de los 
recursos técnicos 
necesarios, las que 
podrán remitirlos  
por  el medio  
más idóneo.  

1.2.3.5 Convenios y protocolos 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 2º letra f, que establece el 

principio de cooperación, el artículo 11, que regula las comunica- 

ciones y oficios judiciales y las disposiciones transitorias de la ley, 

generó la necesidad de coordinar la implementación operativa de esta 

con las instituciones que se relacionan con el Poder Judicial. La ley 

establece que la regla general será que los oficios y comunicaciones 

judiciales han de realizarse por medios electrónicos, desmateriali- 

zando la tramitación de oficios con esta medida y estableciendo la 

excepción de aquellas instituciones públicas nacionales que carezcan 

de los recursos técnicos necesarios, las que podrán remitirlos por el 

medio más idóneo. Esta exigencia derivó en la necesidad de firmar 

convenios, protocolos o acuerdos de colaboración con el objeto de 

materializar el envío electrónico de oficios y la respuesta por parte 

de las instituciones relacionadas. 

 
Como se ha mencionado en acápites anteriores, a la fecha de entrada 

en vigencia de la ley ya existían diversos convenios de interconexión  

o protocolos de comunicación electrónica con distintas instituciones, 

por lo que muchos de los acuerdos existentes fueron fortalecidos a 

fin  de permitir  la entrada en régimen de esta ley. 

 
Con el objeto de facilitar el acceso a los distintos convenios y proto- 

colos suscritos por el Poder Judicial, la Corporación Administrativa  

dispuso la creación de un sitio web interno que permite consultar el  

estado y el detalle de los distintos convenios y protocolos suscritos a 

nivel nacional, sin perjuic io de los acuerdos que a nivel local se gene- 

ren entre los tribunales y las distintas instituciones correspondientes. 

 
1.2.3.6 Nuevas aplicaciones 

La Ley Nº 20.886 estableció que los receptores debían dejar un 

registro georreferenciado cuando realizaran diligencias de notifica - 

ción, embargo y retiro de especies. En este último caso, además, se 

contempló la necesidad de acompañar un registro de imagen o video 

que diera cuenta de las especies a retirar.  

 
Para materializar lo anterior, la Corporación Administrativa del Poder  

Judicial desarrolló una aplicación móvil considerando el cumplimiento  

de los siguientes requisitos: seguridad de los datos; integración de la 
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aplicación móvil  con la Oficina Judicial Virtual  y los sistemas de trami - 

tación; neutralidad tecnológica; registro de geolocalización; registro 

de imagen y video, y mecanismo para evitar  vulneración  del registro. 

a. Seguridad de los datos: la información  consultada a través de la 

aplicación móvil se encuentra cautiva en un entorno de seguridad 

que permite acceder a datos fidedignos extraídos directamente 

de los sistemas de tramitación. Por otro lado, esta aplicación, que 

puede ser descargada por cualquier persona, tendrá activa su fun- 

cionalidad  solamente respecto de quienes detentan la calidad de 

Receptor Judicial y se encuentran habilitados para hacer retiros 

de causas en los tribunales de justicia. 

b. Integración de la aplicación móvil con la OJV y los sistemas de 

tramitación: para facilitar la experiencia de usuario del Receptor 

Judicial, además de permitir una rápida adecuación a la nueva 

forma de operar, la aplicación móvil contempló en su diseño una 

interfaz visual similar a la Oficina Judicial Virtual, incluyendo a la  

Clave Única del Estado como estándar de acceso. En el mismo 

sentido, la aplicación móvil y la OJV no solo se integran visual- 

mente sino que se encuentran entrelazadas, es decir, los retiros y 

devoluciones de causas ðdesde y hacia los tribunalesð se realizan a 

través de la Oficina Judicial Virtual de un modo 100% electrónico 

y sincronizado con la aplicación móvil, simplifica ndo la cantidad  de 

pasos para materializar el acompañamiento del testimonio 

georreferenciado, de las fotografías o registros de video cargados 

junto al estampado y la devolución de la causa al tribunal. En 

síntesis, desde el momento del retiro de la causa a través de la 

OJV, esta se sincroniza con la aplicación móvil de modo auto- 

mático; los registros de georreferenciación y, eventualmente, de 

imagen o video, se asocian también automáticamente a la causa 

específica, por lo que no se deben realizar procesos manuales 

para sincronizar los registros obtenidos por el dispositivo portátil  

con los datos de la causa.12
 

 
 
 
 
 
 

 

12 Sin perjuicio de la labor de control y revisión que realiza el Receptor Judicial cuando realiza el estampado 

respectivo al devolver la causa. 
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c. Neutralidad tecnológica: con el objeto de asegurar cobertura y 

acceso, la aplicación móvil se puso a disposición en distintas tien- 

das de aplicaciones móviles, siendo el usuario quien define el tipo  

de dispositivo portátil que utilizará para este efecto y debiendo  

solamente alcanzar ciertos estándares técnicos esenciales, como 

contar con sensor de geolocalización y cámara, ambas caracte- 

rísticas presentes en la mayoría de los dispositivos  móviles en la 

actualidad. De este modo, la aplicación fue liberada para descarga 

gratuita en las tiendas de aplicaciones móviles para Android, iOS 

y Windows  Phone. 

d. Registro de geolocalización: la ley estableció que ciertas diligencias 

deben dejar un registro georreferenciado, estableciendo además 

un plazo máximo para acompañar este testimonio desde el mo- 

mento en que se practicó la diligencia. Para ello, la aplicación 

móvil permite utilizar la tecnología disponible en el dispositivo  

portátil  y las redes de geolocalización (GPS, GLONASS, Galileo, 

BDS) para dejar un registro de las coordenadas terrestres donde 

se practica la diligencia, incorporando una marca de tiempo que 

indica además en qué momento se realizó dicha gestión, lo que 

permite materializar el cómputo del plazo para determinar el  

cumplimiento  de lo establecido en la norma. 

e. Registro de imagen y video: en el caso de retiro  de especies, o tam- 

bién cuando el receptor judicial lo estime necesario, la aplicación 

permite utilizar la cámara del equipo para obtener un registro de 

imagen o video y acompañarlo al estampado electrónico. 

f. Mecanismo para evitar vulneración del registro: la tecnología ac- 

tualmente disponible permite modificar los datos obtenidos por 

los dispositivos electrónicos, lo que se traduce en que es posible 

vulnerar  tanto los datos de la georreferencia como el registro de 

imagen o video. Ante ello, se determinó que para mantener un 

entorno seguro que mitigue la posibilidad anteriormente descrita, 

el registro válido  que se acompaña solo puede ser extraído desde 

la aplicación móvil, por lo que el registro de georreferencia y la 

imagen o video asociados no pueden ser cargados desde aplica- 

ciones móviles distintas o mediante la utilización de los recur - 

sos locales almacenados en el dispositivo  portátil.  El sensor de 
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geolocalización y de la cámara se activan solamente al momento 

de realizar la diligencia, manteniendo  los datos de oportunidad  y 

tiempo. 

 
En relación a los elementos técnicos anteriormente descritos, re- 

sulta necesario realizar dos observaciones. Por una parte, permiten 

dar cumplimiento a las exigencias establecidas por el ordenamiento  

jurídico, lo que no quiere decir que se trata de herramientas termi- 

nadas y estáticas13; y por otra, a pesar de las consideraciones realiza- das, 

existen algunas limitantes actuales que provienen de la propia 

tecnología, siendo posible señalar como ejemplo de ello que existen 

localidades donde la georreferenciación presenta un menor grado 

de exactitud o nula aplicación, además de la ineficacia del sistema 

cuando se realiza una diligencia  en altura, ya que el sensor ubicará 

la localización espacial siempre en el plano horizontal.  

 
1.2.3.7 Estado diario 

La Ley Nº 20.886 introdujo  la confección centralizada del estado 

diario  a cargo de la Corporación Administrativa  del Poder Judicial. 

 
Si bien este aspecto podría tratarse de un elemento secundario, im- 

plicó una reestructuración del modelo para la confección electrónica 

centralizada del estado diario, vinculándola con el uso de la firma  

electrónica avanzada, estandarizando la información a nivel nacional  

y poniéndola  en línea a través del portal  web del Poder Judicial. 

 
1.2.3.8 Firma electrónica 

La Ley Nº 20.886 introdujo modificaciones relacionadas con la utili - 

zación de la firma electrónica. Si bien su uso en el territorio nacional 

ya se encontraba reconocido y regulado por la Ley Nº 19.799, su 

implementación en procedimientos judiciales no se había asentado 

masivamente. La ley en comento, además de entregar una serie de 

definiciones, distingue la firma electrónica simple de la avanzada,  

establece requisitos que debe cumplir  un documento electrónico 
 
 
 

 
 

13 En atención a la naturaleza evolutiva de la tecnología, las aplicaciones experimentan constantes procesos 

de evaluación y mejora. 
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para ser considerado instrumento público o documento oficial, e  

indica cuáles son las exigencias que deben cumplir los órganos del 

Estado cuando utilizan  firma  electrónica avanzada. 

 
En el Poder Judicial, tal como se mencionó en el acápite respectivo, 

durante el año 2009 se habilitó la firma electrónica avanzada en la 

tramitación de causas penales para órdenes y contraórdenes de deten- 

ción; en 2012, en tanto, se implementó para recursos de protección 

en Cortes de Apelaciones, como también para la tramitación de 

causas civiles masivas; en 2013 se habilitó como experiencia piloto  

para oficios que decretan medidas cautelares y órdenes de arraigo 

en los juzgados de familia; y, finalmente, en el Acta Nº 54-2014 se 

reconoció su uso ampliado para causas tramitadas electrónicamente. 

 
Sin perjuicio de los esfuerzos de la institución por incorporar la fir - 

ma electrónica a los procesos judiciales, no fue sino hasta la entrada 

en vigencia de la Ley Nº 20.886 que se introdujo una modificación 

sustantiva al respecto, señalando que las resoluciones serán suscritas 

mediante firma electrónica avanzada, estableciendo su uso obliga- 

torio, eliminando el soporte papel y la participación del secretario  

como ministro de fe autorizando la firma del juez. En consecuencia, 

todos los tribunales considerados en el ámbito de aplicación de la 

Ley Nº 20.886 deben utilizar firma electrónica avanzada a partir de 

su entrada en vigencia. 

 
El uso de esta clase de firma electrónica, en atención a lo dispuesto 

en la Ley Nº 19.799 y con el fin de asegurar su validez en el tráfico  

jurídico, requiere de un repositorio asociado al uso de la firma elec- 

trónica avanzada, al que se accede a través del portal creado para tal 

efecto14, donde se debe ingresar el código único de verificación del 

documento que aparece en cada resolución judicial.  

 
Este mecanismo permite que los destinatarios o receptores del 

documento puedan verificar su autenticidad, ya que como se men- 

cionó anteriormente, el uso de firma  electrónica reemplaza la firma  
 
 
 
 

 

14 Disponible online. 

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 

https://verificadoc.pjud.cl/ConsultaUniCodWeb/


39  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

1. Introducción  a  la tramitación  

electrónica  

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

manuscrita en el documento, no existiendo el òdibujoó de la firma. 

Producto de lo anterior, las copias de las resoluciones deben obte- 

nerse directamente del sistema de tramitación, ya que el documento 

válido es la resolución que consta en la carpeta electrónica a la cual 

se accede mediante este código único de verificación.  

 
Respecto del usuario, desde el punto de vista del uso de firma elec- 

trónica, la Ley Nº 20.886 reconoció su uso expreso en materia de 

patrocinio y mandato  judicial. A su vez, en línea con lo señalado en la 

referida norma, el Acta Nº 37-2016 y lo dispuesto en la Ley Nº 19.799 

permitieron que los envíos realizados a través de la Oficina Judicial 

Virtual se entendieran suscritos para todos los efectos legales con firma 

electrónica simple, equival ente al uso de firma manuscrita, existiendo 

actualmente la posibilidad de que un documento sea fir - mado 

electrónicamente por más de una persona, avance práctico que sin 

duda contribuye a materializar uno de los principales objetivos  de 

la norma, cual es la tramitación  a distancia. 

 
1.2.3.9 Notificación electrónica 

La Ley Nº 20.886 reconoció de modo transversal las notificaciones 

electrónicas, lo que si bien ya era practicado en los tribunales refor- 

mados, ahora se reconoce para todos los procedimientos y tribunales  

a los que les resulta aplicable la ley. Adicionalmente, se señala que el 

tribunal podrá aceptar este medio electrónico de notificación y  

utilizarlo  aun cuando la ley disponga que la notificació n deba reali- 

zarse por cédula, y será válido  para todo el proceso. 

 
A este respecto, cabe resaltar la amplitud  de la fórmula  utilizada  en 

el tenor literal de la norma, al mencionar un medio electrónico no  

circunscrito a ni agotado en el correo electrónico, permitiendo la  

utilización de diversos medios para realizar una notificación eficaz  

conforme sean los usos tecnológicos de la época. 

 
1.2.3.10 Fortalecimiento    de    la     plataforma     tecnológica 

Como se ha sostenido, la implementación de la Ley N° 20.886 o Ley 

de Tramitación  Electrónica es uno de los proyectos de moderniza- 

ción más desafiantes que haya abordado el Estado de Chile durante 

las últimas  décadas. El trabajo promovido  por  el Poder Judicial, y 

encomendado a la Corporación Administrativa  del Poder Judicial, 
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Debe existir una  
infraestructura  
tecnológica que  
por una parte  
soporte el conjunto  
de desarrollos  
informáticos,  
plataformas  
y sistemas de 
tramitación, y  por  
otra, que garantice 
fluidez  en todo el 
proceso material  
e inmaterial  
que conlleva  el 
conocimiento  
y resolución  de 
un conflicto  de 
relevancia jurídica.  

ha sido el impulsor de trascendentes mejoras al sistema de justicia, 

considerando tanto los procedimientos de tramitación interna como 

el vínculo del Poder Judicial con otras instituciones del Estado y con 

sus usuarios y usuarias. 

 
Luego de la entrada en vigor de la ley, las Cortes de Apelaciones 

constataron que su implementación  permitió  optimizar  los recursos 

humanos y tecnológicos disponibles, disminuyendo los tiempos de  

respuesta producto de una tramitación más expedita y segura, además 

de brindar mayor  acceso y transparencia a la información  relativa  a 

la tramitación  de causas. 

 
Para consolidar la consecución de los resultados mencionados, ade- 

más de dar cumplimiento a los mandatos legales enunciados, debe 

existir  una infraestructura  tecnológica que por una parte soporte 

el conjunto de desarrollos informáticos, plataformas y sistemas de 

tramitación, y por otra, que garantice fluidez en todo el proceso  

material e inmaterial que conlleva el conocimiento y resolución de  

un conflicto de relevancia jurídica; es decir, que permita concretar 

de modo eficaz, fiel y seguro, todo el proceso desde el ingreso de una 

solicitud por parte del usuario hasta la notificación de la resolución  

que la resuelve.15
 

 
El proceso de implementación  de la Ley de Tramitación  Electrónica, 

en términos operativos, significó una serie de mejoras y transforma- 

ciones a la plataforma tecnológica disponible, entre las cuales cabe 

destacar las siguientes: 

ɭ Adquisición y habilitación de nuevo hardware para las bases 

de datos. 
 
 
 

 
 

 

15 Considerando una serie de pasos intermedios invisibles para el usuario, entre los cuales se puede encontrar 

que la plataforma permita adjuntar y recibir documentos en términos que no admitan posterior modificación; 

entrega de una constancia al usuario y al tribunal respecto de la hora en que se realizó una presentación; 

individualización de la persona que efectúa el envío al tribunal;  que dicha solicitud se asocie y almacene en 

una carpeta electrónica y tribunal determinado; que el mismo documento se pueda visualizar para consulta 

pública, pero que pueda ser resuelto por el tribunal que corresponda conforme al ordenamiento jurídico; que 

se vincule la firma electrónica con el dispositivo correspondiente (token) , integrándolo con los sistemas de 

tramitación en los flujos definidos y que de todo ello quede constancia en el estado diario electrónico y luego 

sea almacenado además en un sistema de respaldo. 
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ɭ Adquisición, habilitación y puesta  en marcha de dos servidores 

para bases de datos de alto rendimiento.  

ɭ Adquisición, habilitación y puesta en marcha de un servidor de  

aplicaciones para gestionar el flujo de información de las nuevas 

herramientas creadas por esta ley, como la aplicación móvil de 

receptores, que permite administrar el retiro de causas, la sincro- 

nización de la georreferencia y datos de imagen o video asociados. 

 
Adicionalmente, se fortaleció la infraestructura de seguridad tec - 

nológica del Poder Judicial, ajustando el diseño de la estructura 

computacional mediante la habilitación de firewalls y mecanismos 

de protección de distintos niveles para las puertas de entrada hacia 

los servidores de los sistemas de tramitación, promoviendo el uso 

de rutas únicas que permitieran  focalizar los esfuerzos de seguridad. 

 
Por otra parte, con el objeto de facilitar el manejo de la carpeta 

electrónica, se adquirieron e instalaron pantallas dobles para los 

magistrados de tribunales del país. 

 
Sobre los mecanismos de almacenamiento, servidores y gestores de 

flujo de información, se realizaron ajustes a los sistemas de tra- 

mitación de causas para lograr su compatibilidad e integración con 

ellos, alcanzando un estándar superior  en la prestación de servicios. 

 
Se contrató al Departamento de Ciencias de la Computación de la  

Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile  

para la revisión del sistema SITCI, su infraestructura tecnológica, y 

para evaluar la Oficina Judicial Virtual, especialmente en relación a 

pruebas de estrés operacional destinadas a cuantificar la capacidad de 

servicio de la plataforma  de tramitación  en relación a las conexiones 

concurrentes por parte de los usuarios. 

 
A contar del 18 de junio de 2018, la Corporación Administrativa  

habilitó una mesa de ayuda especializada en temas relativos a la Ley 

N° 20.886, especialmente orientada a las consultas del usuario 

externo y sin perjuicio de que prestar igualmente soporte al usua- 

rio interno. Dicha unidad se encuentra compuesta por abogados y 

técnicos jurídicos  capacitados en el contenido de la ley, en el uso 
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de la Oficina Judicial Virtual y en l a aplicación móvil de receptores, 

además de otorgar información sobre caídas de servicio, entre otras 

soluciones asociadas a la tramitación  electrónica desde un punto  de 

vista operativo. Los canales de servicio de la nueva mesa de ayuda 

consideran la atención telefónica y mediante formulario web, cuyos 

datos específicos se encuentran informados en el portal de la Oficina 

Judicial Virtual.  

 
Cabe hacer presente que este servicio no reemplaza a la mesa de 

ayuda de los sistemas de tramitación interna de los tribunales, por lo  

que actualmente se cuenta con una mesa destinada a solucionar las 

problemáticas internas y otra con un foco eminentemente externo. 

 
1.2.4 Fundamentos para innovar en la  

tramitación  electrónica  de  justicia  en  Chile  

Para contextualizar los desafíos presentes y futuros de la tramitación 

electrónica, es necesario considerar qué factores motivan la nece- 

sidad de innovar, transformando digitalmente el ámbito de justicia.  

A continuación se describen los principales motores de innovación 

en el Poder Judicial chileno, los que pueden también extrapolarse a 

las instituciones del sistema de justicia en su conjunto. 

 
1.2.4.1 Incremento sostenido del ingreso de causas 

El Poder Judicial ha enfrentado un aumento sostenido del ingreso 

de causas durante los últimos años (35 % entre 2014 y 2019), lo que 

tiene un impacto directo en la carga de trabajo de los tribunales y, por 

consiguiente, en la necesidad de mayor dotación para hacer frente 

de manera óptima  a la labor jurisdiccional.  

 
Este antecedente es uno de los principales motores de adopción de 

tecnologías para abordar la carga de trabajo, toda vez que se busca 

apoyar a jueces y funcionarios en sus labores mediante la incorpo- 

ración de herramientas que les permitan optimizar sus funciones, 

minimizando  los requerimientos  de dotación adicional. 
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Ilustración 1: Proyección del ingreso de causas al Poder Judicial, 

entre 2014 y 2019 

 

 

1.2.4.2 Aumento del presupuesto PJUD 

Durante los últimos años, el presupuesto PJUD ha crecido de ma- 

nera relevante, particularmente  en los ítems de recursos humanos 

e iniciativas de inversión. Esta situación se ha dado principalmente 

debido al incremento de la carga de trabajo en tribunales del país y 

a la necesidad de modernizar la infraestructura institucional, pero es 

importante considerar que este crecimiento no puede ser sostenible 

en el tiempo. 

 
Ilustración 2: Distribución de la ejecución presupuestaria por 

subtítulo, entre 2014 y 2019 

 

 
 

1.2.4.3 Cobertura tecnológica en Chile 

De acuerdo con el reporte Broadband Statistics, de la OCDE, los 

accesos de internet móvil en el país crecieron en 69,8 % desde 2015 

a junio  2019. Por su parte, en términos de penetración, estos pasaron 

de registrar 55,7 conexiones móviles por cada 100 habitantes en 

junio  de 2015, a 94,6 conexiones móviles por cada 100 habitantes 

a junio de 2019, fecha en la cual se superaron los 17 millones de 

suscripciones en Chile. 
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Este crecimiento sostenido en cobertura tecnológica y de acceso a 

internet, supone una oportunidad para abordar los nuevos desafíos del 

Poder Judicial en materia de acceso. La vigencia de la Ley de Trami- 

tación Electrónica ha mostrado que el uso tecnológico es una forma 

de disminuir  los costos ajenos a la propia  actividad  jurisdiccional.  

 
1.2.4.4 Prospección y experiencia internacional 

La experiencia de otros países en materia de modernización de la 

justicia da cuenta de nuevas oportunidades  de innovación,  adecuadas 

a un contexto donde las restricciones de presupuesto, la sustentabili- 

dad y la innovación pública son los principales componentes de una 

nueva aproximación hacia el desarrollo de servicios que mejoren la 

calidad de vida  de las personas. 

 
Toda experiencia observable en el mundo, en cuanto a transforma- 

ción digital de la justicia, puede ser útil para su reinterpretación y  

adecuación al contexto chileno, en la medida que su implementación 

permita crear valor público. Esto se revisa con mayor detalle en el 

capítulo tercero de este trabajo. 

 
1.2.4.5 Mayor disponibilidad tecnológica 

La actual disponibilidad de herramientas en el mercado ofrece una 

clara oportunidad  para la apertura de la institución  a las nuevas po- 

sibilidades tecnológicas. En este sentido, en línea con la orientación 

de eficiencia en costos, resulta necesario complementar el estándar 

tecnológico institucional para diversificar su uso, lo que trae consigo  

los siguientes beneficios: 

ɭ Flexibilidad  para evaluar diferentes posibilidades,  optimizando  el 

uso de recursos técnicos disponibles. 

ɭ Ampliación  de las posibilidades  en torno al Principio  de Actua- 

lización de los Sistemas Informáticos,  de la Ley Nº 20.886. 

ɭ Multiplicidad  de medios de acceso, lo que favorece el vínculo  de 

las personas con el Poder Judicial. 

ɭ Agilización del tiempo de prototipado, lo que reduce los riesgos, al 

probar soluciones viables mínimas y ajustarlas en procesos iterativos.  

ɭ Flexibilidad  para explorar  soluciones que aún no hayan sido 

relevadas ante los tomadores de decisiones. 
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ɭ Administración  de una cartera de prototipos  que funcione en 

línea con las prioridades  institucionales. 

 
Cuando se plantea la idea de mayor disponibilidad tecnológica, se 

debe tener en consideración que tal disponibilidad no necesariamente 

exige recursos públicos. Hoy existe una serie de herramientas open 

source (òde c·digo abiertoó) que cumplen con todos los est§ndares 

de eficiencia y seguridad necesarios para una adecuada implemen - 

tación de soluciones, incluso a nivel de prototipos. Así, instituciones  

públicas relevantes, como el propio Departamento de Defensa de los 

Estados Unidos, han adoptado la decisión de trabajar con tecnologías 

de código abierto. 

 

Ejercicio 1: Oportunidades para 
la transformación digital de la 
justicia en Chile 

 
A partir de los fundamentos para avanzar en la transformación  

digital de la justicia, proponga ideas de modernización que  

propendan a tomar ventaja de tales oportunidades. Consi- 

dere este como un ejercicio de pensamiento divergente, es 

decir, un proceso de pensamiento que genera ideas creativas 

mediante la exploración de muchas posibles soluciones. El 

pensamiento divergente es aquel que permite relacionar ideas 

y procesos de forma creativa, para encontrar alternativas a 

la resolución de un problema. Esto, sin anteponer ninguna 

clase de limitación.  

 

Oportunidad/Fundamento Ideas de modernización 

 

Incremento sostenido de 

causas 

 
 

Aumento del gasto PJUD 

 
 

Alta cobertura tecnológica en 

Chile 
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En este capítulo se abordará la regulación normativa de la tramitación  

electrónica, tanto legal como reglamentaria, como también el estatuto 

jurídico de aspectos relacionados a la misma. Se dará un enfoque que 

destaque las aplicaciones prácticas de las distintas normas, con foco 

en cómo la variabilidad de su interpretación afecta la certeza de los 

usuarios del sistema judicial.  

 
Al final de esta unidad, los alumnos conocerán las distintas inter - 

pretaciones normativas aplicables a su labor diaria, de manera que 

puedan discernir la mejor forma de realizar sus funciones dentro del 

marco de la Ley de Tramitación  Electrónica. 
 
 
 
 

 

Alcances prácticos de la 
Ley Nº 20.886 

 
 

La Ley de Tramitación Electrónica modifica la forma como se regis- 

tran los procesos judiciales, pasando desde el expediente físico en 

papel a un expediente digital.  Adicionalmente,  modifica  la forma como 

los abogados y usuarios en general se relacionan con los tribunales 

que forman parte del Poder Judicial, para el ingreso de peticiones o 

requerimientos. 

 
Sin embargo las normas sustantivas y procesales no han tenido 

grandes modificaciones, por lo que la forma de hacer valer en juicio 

determinados derechos no ha cambiado. Esto se manifiesta de for- 

ma clara en materia civil, donde el procedimiento, a diferencia de 

las reformas, sigue siendo escrito. Esta situación ha producido, en 

la práctica, varios inconvenientes en la interpretación y aplicación 

de las normas de la Ley Nº 20.886, así como las modificaciones de 

otros cuerpos normativos  incluidas  en ella. 

 
Entre los principales aspectos que se analizarán durante este capítu- 

lo están: 
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ɭ El ámbito de aplicación de la Ley Nº 20.886 y cómo esta ha afec- 

tado a los tribunales que no forman parte del Poder Judicial. En 

este ámbito, también se analizarán las disposiciones transitorias  

de la ley y cómo la Corte Suprema reguló la aplicación de las 

normas en las distintas competencias. 

ɭ La materialización práctica de los distintos principios incluidos  

en la Ley de Tramitación Electrónica y el alcance que se les ha 

dado en su aplicación práctica. 

ɭ La obligatoriedad  en el uso de los sistemas informáticos,  el alcance 

de dicha obligación y como esta se materializa. 

ɭ El ingreso de escritos y demandas a través de la Oficina Judicial 

Virtual y las excepciones al ingreso electrónico, reglas estable- 

cidas por el artículo 4º de la ley y el Acta Nº 85-2019 (ex Acta Nº 

37-2016). 

ɭ La presentación de documentos electrónicos, documentos físicos 

y la forma como deben acompañarse, así como el proyecto de ley 

que establece modificaciones en este ámbito. 

ɭ El patrocinio y poder electrónico, con los problemas que ha 

ocasionado la interpretación de estas normas, particularmente 

relacionadas con la comparecencia física en el tribunal; también, 

las modificaciones propuestas en el boletín Nº 13.752. 

ɭ Las notificaciones y sus principales modificaciones introducidas  

por la ley, los inconvenientes existentes para su aplicación, fun- 

damentalmente aquellos ocasionados a partir de la pandemia y 

la declaración de estado de catástrofe constitucional.  

ɭ El registro de actuaciones receptoriales, las exigencias establecidas 

por el legislador y su regulación por parte de la Corte Suprema, 

así como las principales dificultades producidas a partir de la  

georreferenciación. 

ɭ El teletrabajo, las normas aplicables y su funcionamiento, la rea- 

lización de audiencias por videoconferencia y el debido proceso. 

¿Hasta dónde se puede llegar? 
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2.1.1 Ámbito  de  aplicación  de  la  Ley Nº 20.886 

Si bien es cierto que la Ley Nº 20.886 define claramente el ámbito 

de su aplicación en el primero de sus artículos, existe una serie de 

aspectos relacionados que no fueron reglamentados suficientemente 

por el legislador, generando inconvenientes prácticos que fueron re- 

sueltos de forma paulatina por la aplicación concreta de las normas, 

o bien a través de reglamentaciones dictadas por la Corte Suprema. 

 
El artículo 1º de la ley señala que se aplicará a todas las causas que 

conozcan los tribunales indicados en los incisos segundo y tercero 

del artículo  5º del Código Orgánico de Tribunales, con excepción 

de aquellas que conozcan los tribunales militares  en tiempo de paz. 

Por su parte, los incisos segundo y tercero del artículo 5º del Código 

Orgánico de Tribunales señalan, respectivamente: 

 
òIntegran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justi - 

cia, la Corte Suprema, las cortes de apelaciones, los presidentes 

y ministros de corte, los tribunales de juicio oral en lo penal, los 

juzgados de letras y los juzgados de garantía. 

 
Forman parte del Poder Judicial, como tribunales especiales, los 

juzgados de familia, los juzgados de letras del trabajo, los juzgados 

de cobranza laboral y previsional y los tribunales militares en  

tiempo de paz, los cuales se regirán en su organización y atribu- 

ciones por las disposiciones orgánicas constitucionales contenidas 

en la ley Nº 19.968, en el Código del Trabajo, y en el Código de 

Justicia Militar y sus leyes complementarias respectivamente, 

rigiendo  para ellos las disposiciones de este Código sólo cuando 

los cuerpos legales citados se remitan  en forma expresa a ®ló. 

 
Como se ha señalado, el Poder Judicial tomó la decisión de registrar 

informáticamente los procesos judiciales en forma paulatina, desde 

la implementación de las reformas procesales. En las competencias 

reformadas, prácticamente no se utilizaron los expedientes físicos 

salvo en determinadas excepciones, tales como aquellas causas que 

por definición del legislador fueron traspasadas a los nuevos tribu - 

nales para que estos continuaran  con su tramitación.  
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Sin embargo, tratándose de los tribunales que no integran el Poder 

Judicial, la vinculación con la tramitación electrónica está determinada 

solo por decisiones internas, que de todas maneras siguen vinculadas 

a la necesidad de mantener un expediente físico en forma paralela al 

registro informático. A estos tribunales, por  quedar fuera del ámbito  

de aplicación de la Ley Nº 20.886, les siguen siendo aplicables las 

normas del Código de Procedimiento Civil antiguo,  específicamente 

aquellas que tienen que ver con las disposiciones comunes a todo 

procedimiento, de acuerdo a lo señalado en el artículo 3º transitorio 

de la citada ley. 

 
Esta situación sin duda que tiene implicancias para el quehacer del 

Poder Judicial, ya que por la vía del conocimiento de los recursos 

procesales, las causas de los tribunales òexternosó de todas maneras 

deben ser conocidas y falladas por las Cortes de Apelaciones y la 

Corte Suprema, o por tribunales de primera  instancia. 

 
La digitalización de estos antecedentes, en muchas ocasiones muy 

voluminosos, representa una carga de trabajo que los tribunales no 

pueden asumir sin la determinación de horas hombre para esa tarea. 

Frente a esta situación, es necesario hacer presente que la propia Ley 

de Tramitación Electrónica consagra la posibilidad de que ciertos  

aspectos sean regulados mediante auto acordado de la Corte Suprema. 

 
Es así como el artículo 2º, que establece los principios a los que debe 

sujetarse la tramitación electrónica, tratándose específicamente del 

principio de public idad señala que la Corte deberá regular la búsqueda 

de causas en el portal  del Poder Judicial mediante un auto acordado. 

Por otro lado, el artículo 5º señala que debe regularse la forma en 

que se realizará el ingreso de causas al sistema de tramitación del  

Poder Judicial y la forma en que deberán registrarse los usuarios del 

mismo. Adicionalmente, la forma en que se debe registrar la 

georreferenciación de las actuaciones de los receptores judiciales 

y las exigencias técnicas que estos deberán cumplir. Finalmente,  el 

artículo 12, donde se consagran las modificaciones al Código de 

Procedimiento Civil, establece cómo se debe conformar la carpeta 

electrónica, lo que deberá también realizarse en conformidad a lo 

que establezca la Corte Suprema mediante auto acordado. 
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Esta última, cumpliendo el mandato entregado por el legislador,  

dicta el Acta Nº 37-2016, actual Acta Nº 85-2019, donde se regulan 

entre otras materias lo relativo al ingreso de escritos y demandas, 

sancionando la creación de la Oficina Judicial Virtual, regulando la 

actividad  de los receptores en el marco de la tramitación  electrónica 

y la búsqueda de causas. 

 
Con posterioridad,  la Corte Suprema dicta el Acta Nº 71-2016, donde 

se regulan otros elementos importantes en la gestión interna de los 

tribunales, que se relacionan con la tramitación electrónica. En el 

artículo 28 se hace referencia a que los tribunales no señalados en 

los incisos segundo y tercero del artículo 5º del Código Orgánico de 

Tribunales no tienen obligación alguna de tramitar electrónicamen - 

te, por lo que deberán poner a disposición del tribunal respectivo,  

además del expediente físico, la digitalización  de las piezas a través 

de la Oficina Judicial Virtual, o cuando las circunstancias así lo re- 

quieran, a través de un soporte electrónico. El inciso segundo de esta 

disposición se pone en el supuesto de que el tribunal no cuente con 

los medios técnicos necesarios para cumplir con lo descrito, en cuyo 

caso se deberá remitir exclusivamente los antecedentes materiales 

de la causa, sin perjuicio de los acuerdos que se puedan adoptar para 

hacer más eficiente este proceso en cada jurisdicción.  

 
A pesar de esta regulación, existieron en la práctica muchos inconve- 

nientes operativos para la materialización de la remisión de antece- 

dentes. Es necesario tener presente que, entre los tribunales externos 

a los que son aplicables estas disposiciones, se encuentran algunos 

que tienen competencia de carácter nacional como el Tribunal de 

Defensa de la Libre Competencia, el Tribunal  de Propiedad Industrial,  

el Tribunal de Contratación Pública y otros cuya competencia está 

determinada por el territorio, como los tres tribunales ambientales  

con asiento en las comunas de Antofagasta, Santiago y Valdivia, los 

tribunales tributarios  y aduaneros, y los juzgados de policía local. 

 
El grado de tecnología que estos tribunales aplican en sus procesos 

internos es completamente disímil, sobre todo tratándose de los 

juzgados de policía local, que tienen dependencia respecto de cada 

municipalidad por lo que su inversión en desarrollos tecnológicos  

depende de la asignación de recursos que haga el municipio  respec- 
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tivo. Por otra parte, está la problemática asociada a la necesidad de 

conformar  un expediente físico en cumplimiento  de las normas que 

aún los rigen. 

 
Sobre este punto, hubo diferencias en relación a las soluciones im- 

plementadas en las diferentes jurisdicciones. En algunas, se exigió 

la digitalización de todas las piezas de cada expediente, pero lo vo- 

luminoso de los mismos impidió la realización de esta tarea a través 

de la Oficina Judicial Virtual, que tiene un límite en la capacidad y 

tamaño de los datos que se pueden subir a la plataforma. En otras 

jurisdicciones, se permitió la digitalización de ciertas piezas impor- 

tantes como el recurso, la sentencia y los antecedentes probatorios 

que se tuvieron  a la vista al momento de fallar.  

 
Es por todo lo anterior que se adoptó una resolución por el pleno de 

la Corte Suprema, en el marco del AD  35-2019, según lo siguiente: 

 
òInstruir a las Cortes de Apelaciones del país para que, desde el 

momento que reciban una causa proveniente de un tribunal es- 

pecial no sujeto a las disposiciones de la Ley Nº 20.886, procedan 

a darle la tramitación correspondiente de acuerdo a los términos 

de la señalada ley, atento a lo dispuesto en el artículo 1° del Acta 

85- 2019, en relación con el artículo 2° transitorio  de la ley citada. 

 
Sin perjuicio de lo resuelto, se otorga a los tribunales especiales 

cuyas decisiones deban ser revisadas por tribunales ordinarios  

integrantes del Poder Judicial, un plazo de sesenta días para 

disponer las medidas necesarias para remitir los procesos en 

soporte electrónico, para el conocimiento y resolución de los 

correspondientes recursos. 

 
Atendid o lo acordado, las Cortes de Apelaciones omitirán  requerir  

los soportes en papel de tales procesos para disponer el ingreso 

de los recursos a tramitaci·nó. 

 
En este contexto, bajo las directrices de la Comisión de Apoyo a la 

Tramitación Electrónica de la Corte Suprema, se dio cuenta de estos 

inconvenientes tanto al Poder Ejecutivo como al Poder Legislativo,  
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relevando la necesidad de modificar el artículo 1º de la Ley Nº 

20.886, de manera de hacer aplicable sus disposiciones también a los 

tribunales que no forman parte del Poder Judicial. 

 
Por otro lado, se realizaron levantamientos para determinar el grado  

de avance tecnológico que tienen estos tribunales para lograr, con 

los que tengan la posibilidad de hacerlo, procesos de interconexión 

de sistema a sistema que faciliten la remisión y recepción de todos 

los antecedentes que recíprocamente deba comunicarse entre los 

tribunales. 

 
En la actualidad, el Poder Judicial mantiene convenios de colaboración 

que permiten la remisión con los tribunales tributarios y aduaneros.  

Asimismo, ya se han firmado convenios con el Tribunal Ambiental  

de Antofagasta y con el de Valdivia. Finalmente, existe un convenio 

firmado  con el Tribunal  de Contratación Pública. 

 
Tratándose de los juzgados de policía local, del levantamiento reali - 

zado se detectó que existe a nivel nacional un importante número de 

tribunales que disponen de sistemas de registro, los que sin embargo 

dificultan la interconexión con los sistemas de tramitación del Poder 

Judicial. En tanto no se firmen convenios de colaboración entre este 

y los tribunales externos, se mantiene vigente la instrucción conte- 

nida en el AD  35-2019 de la Corte Suprema, aludido  anteriormente. 

 
2.1.1.1 Aplicación de las normas de la Ley Nº 20.886 

En su artículo 2º transitorio, el cuerpo legal señala que sus disposi- 

ciones solo serán aplicables a las causas iniciadas con posterioridad a 

su entrada en vigencia, entendiéndose como iniciadas desde la fecha 

de presentación de la demanda o medida prejudicial, según sea el 

caso. Sobre este particular, el mismo artículo dispone que la Corte 

Suprema dictará un auto acordado que regule la materia. 

 
Adicionalmente,  el artículo 3º transitorio  de la ley limita  la aplicación 

de las modificaciones al Código de Procedimiento Civil y al Código  

Orgánico de Tribunales relativas a la formación del expediente elec- 

trónico, no siendo estas aplicables a los tribunales que no forman 

parte del Poder Judicial, como se señaló. 
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2.1.1.2 Reglamentación del Acta Nº 71-2016, relativa 

a la aplicación de normas de la Ley Nº 20.886 

La ley hace aplicable sus disposiciones a las causas iniciadas con 

posterioridad  a su vigencia, ¿pero qué ocurre con las normas relati - 

vas a firma electrónica, receptores, entre otras, en causas que ya se 

iniciaron? ¿No se aplicarán a causas ya iniciadas a pesar de que en 

todas las competencias el Poder Judicial ya contaba con sistemas 

de tramitación antes de la ley? ¿No serían exigibles, en causas ya 

iniciadas, estándares tecnológicos ya utilizados por los tribunales 

desde mucho antes? 

 
Estas materias se encuentran reglamentadas en las disposiciones tran- 

sitorias del Acta Nº 71-2016. Para abordarlas, es necesario distinguir:  

a. En materias reformadas: en materia penal, de familia, laboral y 

de cobranza laboral y previsional, se aplicarán de forma obligatoria  

las normas contenidas en los artículos 5º y 6º de la ley, relativas al 

ingreso de escritos y demandas como también a la presentación 

de documentos, una vez transcurridos 90 días desde la entrada 

en vigencia en la jurisdicción  respectiva. 

b. En materia civil: en los juzgados con competencia en materia 

civil, se podrá utilizar  la Oficina Judicial Virtual  para el ingreso de 

escritos y documentos en causas iniciadas con anterioridad a la 

vigencia de la ley, siendo aplicable el principio de equivalencia  

funcional. Esto significa que los escritos y documentos ingresados 

por esta vía tienen el mismo valor que los documentos materia- 

les en causas iniciadas con anterioridad a la vigencia de la ley. 

Además, la norma señala que tratándose de juicios ejecutivos o 

gestiones preparatorias, los que de acuerdo con el Acta Nº 54-2014 

se tramitan exclusivamente por sistema informático, no deberá 

conformarse el expediente físico ni siquiera al deducirse oposición 

por parte del ejecutado, al interponerse una tercería o deducirse 

algún recurso en contra de las resoluciones o la sentencia. 

c. Receptores judiciales : a su respecto se hacen aplicables las 

normas contenidas en el artículo 9º de la ley, aun en causas ya 

iniciadas, transcurridos 90 días desde la entrada en vigencia de 

la ley en la jurisdicción  respectiva. 
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d. Firma electrónica: a partir de la entrada en vigencia de la ley, las 

resoluciones y actuaciones que sean suscritas por juez, secretario, 

administrador, receptores, jefe de unidad, relator y consejero 

técnico, deberán realizarse a través de los dispositivos para firma 

electrónica avanzada dispuestos por el Poder Judicial, en todas 

las causas de que conozcan, sea que se hayan iniciado o no con 

anterioridad  a la ley. 

 
Como puede apreciarse, a través de las disposiciones transitorias 

establecidas en el Acta Nº 71-2016, la Corte Suprema fijó  criterios de 

aplicación de la Ley de Tramitación Electrónica, incluso para causas 

iniciadas con anterioridad, reconociendo así la necesidad de utilizar  

las herramientas dispuestas para ello, al contar el Poder Judicial con 

sistemas de tramitac ión con anterioridad  a su entrada en vigencia. 

 
La convivencia de dos medios para el registro de los procesos ju- 

diciales, uno exclusivamente electrónico y otro en el que primaba 

el expediente físico, trajo inconvenientes prácticos sobre todo en 

materia civil, producto de que los tribunales ya contaban con un  

sistema de tramitación. En ocasiones, en causas òantiguasó el sistema 

mantenía una información que no coincidía con la registrada en el 

expediente. Ante ello y frente a peticiones o recursos presentados 

por las partes, los tribunales se pronunciaron respecto a estas dife- 

rencias aplicando las normas contempladas por la ley y en las actas 

señaladas anteriormente. 

 
A continuación se analizarán dos sentencias dictadas por la Corte 

Suprema en que se aplican las normas señaladas precedentemente. 
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Caso 1: Pronunciamiento de la Corte Suprema sobre la  

vigencia  de la Ley Nº 20.886 

 
Sentencia C. S. fallo  de la Tercer Sala de fecha 9 de agosto 

de 2018, Nº 8.919-2018, sobre recurso de queja. El recurso 

de queja incide en causa rol  Nº 3.824-2018 de ingreso ante 

la Corte de Apelaciones de Santiago por las faltas o abuso 

supuestamente cometidas en el pronunciamiento  de la reso- 
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lución de 15 de mayo de 2018, mediante la cual se rechazó el 

recurso de reposición interpuesto en contra de la resolución 

que declaró desierto el recurso de apelación. 

 
En la causa se dedujo demanda de nulidad  de derecho públi - 

co pretendiendo la declaración de ineficacia de Resolución 

Exenta dictada por la Seremi Metropolitana de Vivienda y  

Urbanismo. Tal acción fue rechazada en todas sus partes me- 

diante sentencia dictada por el 20º Juzgado Civil de Santiago, 

el 23 de enero de 2018, siendo objeto de impugnación por vía 

de apelación interpuesta por la demandante. Ingresados los 

antecedentes a la Corte de Apelaciones de Santiago el 2 de 

abril de 2018, el día 13 del mismo mes se certificó que la 

recurrente no compareció dentro del plazo legal, el que se 

encontraba vencido. Luego, por resolución de 24 de abril se 

declaró la deserción del recurso de apelación, solicitándose 

la reposición de la decisión, petición que fue desechada a 

través de la resolución en que se denuncia haberse cometido 

la falta o abuso grave. 

 
El recurso de queja se sustenta òen la transgresión de lo dis- 

puesto en la Ley Nº 20.886, en cuanto ella derogó la carga 

de comparecer en segunda instancia que se encontraba esta- 

tuida  en el artículo 200 del Código de Procedimiento Civil,  

además de vulnerarse el principio pro actione y el derecho al 

recurso, ambas comprendidas dentro de la garantía general 

al debido procesoó. 

 
La Corte Suprema declaró inadmisible el recurso de queja, 

pues la resolución recurrida no se ajusta a las características 

descritas en el artículo 545 del Código Orgánico de Tribunales, 

toda vez que no pone término al juicio o hace imposible su 

continuación. 

 
Sin embargo, de oficio dejó sin efecto la resolución de deser- 

ción y aquella que rechazó la reposición, ordenando a la Corte 

de Apelaciones de Santiago proceder a dictar la resolución 

que corresponda en relación con la apelación deducida por el 

recurrente, òteniendo en consideración que, en el caso de 
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la Ley N° 20.886, su artículo primero transitorio estableció 

una fecha concreta para su entrada en vigencia, a contar de 

la fecha de su publicación. En concreto, para las causas que 

se tramitan  ante los tribunales que ejerzan jurisdicción  en 

los territorios jurisdiccionales de la Corte de Apelaciones de 

Santiago, el plazo era de 1 año desde la publicación, realizada 

el 18 de diciembre de 2015. Así, a la fecha del pronuncia- 

miento de la resolución que declara desierta la apelación de 

la reclamante, se encontraba vigente la Ley de Tramitación 

Electrónica, que eliminó la carga procesal de hacerse parte 

en segunda instancia dentro del plazo de cinco días desde el 

ingreso de los autos a la Secretaría, razón por la que no resul- 

taba procedente que el tribunal  de alzada capitalino  exigiera 

su cumplimiento y aplicara la sanción prevista en el antiguo 

texto del artículo 200 del Código de Procedimiento Civil, no  

cambiando tal conclusión lo dispuesto en el artículo 2º tran- 

sitorio de la ley referida, ya que el sentido y alcance de esta 

disposición transitoria es limitado, toda vez que únicamente  

se refiere al respaldo material constituido por el expediente  

físico que ahora pasó a ser electrónico, constituyendo una 

norma excepcionalísima que debe ser interpretada en forma 

restrictiva y en armonía con la naturaleza de la ley procesal 

y con la expresa disposición de vigencia consagrada en el 

artículo  primero  transitorio  antes referidoó. 

 
Como se puede apreciar, la Corte Suprema deja sin efecto la 

resolución que declaraba desierto el recurso dictado por la 

Corte de Apelaciones de Santiago, haciendo expresa alusión 

a la fecha de inicio de la causa en la segunda instancia, por 

lo que a esa fecha no se encontraba vigente la obligación de 

hacerse parte establecida en el antiguo artículo 200 del CPC. 
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Caso 2: Pronunciamiento de la Corte Suprema sobre la  
vigencia  de la Ley Nº  20.886 

 
En el siguiente caso, se analiza también la pertinencia de la 

aplicación de las normas de tramitación electrónica en causas 

ya iniciadas, particularmente en relación a lo señalado en el artí- 

culo 12 numeral 8 de la Ley Nº 20.886, que descarta la obligación 

de consignar dinero para compulsas o fotocopias suprimién- 

dose la sanción procesal de deserción del recurso de apelación. 

 
El tribunal de alzada desestimó la reposición en contra de su 

resolución en la que se declara desierto el recurso de apelación, 

estimando que la modificación indicada en el numeral 8 del  

artículo 12 de la ley no es aplicable, por haberse iniciado la 

causa con anterioridad  a la vigencia de la ley. 

 
La Corte Suprema, conociendo del recurso de casación en 

el fondo deducido en contra de la resolución de alzada, lo 

rechaza indicando que òatendido el m®rito de los antece- 

dentes se observa que los sentenciadores han efectuado una 

correcta aplicación de la normativa atinente al caso que se 

trata. En efecto, si bien mediante el numeral 8) del artículo 

12 de la Ley Nº 20.886 se sustituyó el artículo 197 del Código 

de Procedimiento Civil, prescindiendo de la obligación de  

consignar dinero  para fotocopias o compul sas y suprimiendo  

la sanción impuesta para el caso de incumplimiento de tal 

carga procesal y, además, en su ordinal 39 se modificó el ar- 

tículo 776 del Código de Procedimiento Civil eliminando la  

mención al inciso segundo del artículo 197, tales enmiendas, 

por expresa disposición legal, solo resultan aplicables a las 

causas iniciadas con posterioridad  a la entrada en vigencia de 

la citada ley, debiendo considerarse como fecha de inicio, de 

acuerdo a lo que prescribe en su artículo segundo transitorio, 

la de presentación de la demanda o medida prejudicial, según 

corresponda. 

 
òDicho lo anterior, cabe concluir  que razonan acertadamente 

los juzgadores al declarar desistido el recurso de casación en 

el fondo interpuesto contra el fallo  de segundo grado, pues 
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2.1.2 Materialización  de  los principios  de  

la  Ley de  Tramitación  Electrónica  

Como se ha señalado precedentemente, el artículo 2º de la Ley Nº 

20.886 establece que la tramitación de causas fijada por esta ley se 

rige por los principios de equivalencia funcional del soporte electró- 

nico, de fidelidad, publicidad, buena fe, actualización de los sistemas 

informáticos  y de cooperación. 

 
De acuerdo con la definición realizada por el legislador, los actos 

jurisdiccionales y demás actos procesales suscritos por medio de 

firma electrónica serán válidos y producirán los mismos efectos 

que si se hubieren llevado a cabo en soporte papel. Este principio  

es análogo al establecido en la Ley Nº 19.799, donde se le asigna al 

documento electrónico mismo valor que el documento material. Este 

principio ya era reconocido al interior del Poder Judicial a partir del  

Acta Nº 91-2007, que instituyó la obligación para todos los jueces y 

funcionarios de utilizar los sistemas de tramitación contenidos en las 

diferentes reformas judiciales. También fue reconocido en el Acta Nº 

54-2014 para los tribunales con competencia en materia civil, siempre  

teniendo presente que, en este caso, por definición legal el registro 

de la información  tenía que mantenerse en un expediente físico. 

 

tal como consta del expediente, la causa en que incide el 

presente arbitrio  se inició  en el mes de julio  del año 2015, 

con anterioridad  a la entrada en vigencia de la Ley Nº 20.886 

para la tramitación ante los tribunales de la jurisdicción de  

la Corte de Apelaciones de Santiago, por lo que conforme 

a lo dispuesto en el referido artículo segundo transitorio el  

recurrente debió cumplir con la carga económica de consignar 

dinero suficiente para compulsar o fotocopiar el expediente  

o las piezas pertinentes, tal como fuera ordenado a fojas 126 

de los autosó. 

 
A diferencia del caso 1 presentado, la resolución de la Corte 

estimó correcta la interpretación de los tribunales de primera 

y segunda instancia, atendiendo a la fecha de inicio de la causa 

que fue anterior  a la vigencia de la ley. 
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La ley dispone  
asimismo que los  
instrumentos que  
sean suscritos 
mediante firma  
electrónica avanzada 
harán plena prueba 
de acuerdo con las 
reglas generales, 
salvo en relación  
con su fecha. 
Para que la firma  
electrónica avanzada 
dé fe respecto a 
la fecha, deberá 
constar a través 
de un sistema de 
fechado electrónico  
otorgado por  
un prestador de  
servicios  acreditado. 

2.1.2.1 Documento y firma electrónica 

Nuestro legislador construyó un concepto bastante amplio de docu- 

mento electrónico, considerando su carácter funcional y apartándose 

de una estructura determinada, aplicando el principio de neutralidad  

tecnológica. Señala, en el artículo 2° letra d de la Ley Nº 19.799, 

que se trata de òtoda representaci·n de un hecho, imagen o idea que 

sea creada, enviada, comunicada o recibida por medios electrónicos 

y almacenada de un modo idóneo para permitir su  uso posterioró. 

 
Por su parte la firma  electrónica es òcualquier sonido, símbolo o proce- 

so electrónico, que permite al receptor de un documento electrónico 

identificar al menos formalmente a su autoró. En cambio, la firma 

electr·nica avanzada es òaquella certificada por un prestador acredi- 

tado, que ha sido creada usando medios que el titular mantiene bajo 

su exclusivo control, de manera que se vincule únicamente al mismo 

y a los datos a los que se refiere, permitiendo la detección posterior 

de cualquier modificación, verificando la identidad del titular e impi - 

diendo  que desconozca la integridad  del documento y su autor²aó.16
 

 
La ley dispone asimismo que los instrumentos que sean suscritos 

mediante firma electrónica avanzada harán plena prueba de acuerdo 

con las reglas generales, salvo en relación con su fecha. Para que la 

firma electrónica avanzada dé fe respecto a la fecha, deberá constar 

a través de un sistema de fechado electrónico otorgado por un pres- 

tador de servicios acreditado. 

 
En particular, hará plena prueba, en relación con dicho suscriptor, 

sobre el hecho de haberse otorgado el documento, que las declaracio- 

nes fueron efectuadas por su autor (mas no respecto de la veracidad 

de tales declaraciones) y de su fecha, en cuanto se haya cumplido 

con el antedicho sistema de fechado. 

 
En nuestro país existe un número limitado de prestadores acreditados 

de firma electrónica avanzada, los que pueden ser encontrados en la 

página web de la entidad  acreditadora dependiente del Ministerio  

 
 
 
 

 

 

16 Artículo 2º  de la Ley Nº 19.799. 
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de Economía, Fomento y Turismo. Sin perjuicio de ello, el artículo 

9Ü de la ley establece que òla certificaci·n de las firmas electr·ni- cas 

avanzadas de las autoridades o funcionarios de los órganos del 

Estado se realizará por  los respectivos ministros  de fe. Si este no 

se encontrare establecido en la ley, el reglamento a que se refiere 

el artículo 10 indicará la forma en que se designará un funcionario 

para estos efectosó. 

 
En la actualidad, el Poder Judicial tiene como prestador del servicio 

de certificación a la agencia acreditadora eSign. 
 

 
 
 
 
 

La Ley Nº 20.886 
establece solamente 
la obligación de  
utilizar  la firma  
electrónica 
avanzada a 
todos los jueces, 
funcionarios y  
auxiliares  de la 
administración  
de justicia,  no 
así respecto de 
abogados y usuarios 
del  sistema judicial.  

De acuerdo con el artículo 4º de la Ley Nº 19.799, los documentos 

electrónicos que tengan el carácter de público deberán suscribirse 

mediante firma electrónica avanzada. En fase de implementación, 

se ha comenzado progresivamente a utilizar el servicio de firma  

electrónica otorgado por la Segpres, para lo cual se ha firmado un 

convenio con dicha repartición.  

 
La Ley Nº 20.886 establece solamente la obligación de utilizar la firma 

electrónica avanzada a todos los jueces, funcionarios y auxiliares  de la 

administración  de justicia, no así respecto de abogados y usuarios del 

sistema judicial. Respecto de ellos, como veremos más adelante, se 

establecieron ciertas exigencias que permiten que su interacción con 

los servicios del Poder Judicial se ajusten a los requisitos defini - dos 

por la Ley Nº 19.799. 

 
La materialización práctica de las normas está consagrada en varias 

regulaciones realizadas por la Corte Suprema. Es así como el artí- 

culo 8º del Acta Nº 85-2019 establece la forma como se visualizará la 

firma electrónica de jueces y funcionarios que deben utilizarla. A  este 

respecto, la norma establece que: òCon arreglo al artículo 169 del 

Código de Procedimiento Civil, la firma electrónica avanzada de 

resoluciones y actuaciones judiciales se visualizará a través de una 

imagen que constate la existencia de dicha firma e individualice a la 

persona que la estampa, omitiéndose cualquier imagen representativa 

de una firma  manuscritaó. 
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La importancia de esta norma radica fundamentalmente en la 

desformalización de los trámites judiciales. En efecto, antes de las 

modificaciones introducidas por la tramitación electrónica, cada  

resolución judicial además de ser firmada por el juez de la causa 

debía ser autorizada por el ministro de fe del tribunal. A partir de las  

modificaciones al Código de Procedimiento Civil y la introducción  

de la firma  digital  avanzada, esto ya no es necesario, lo que implica  

un ahorro importante de tiempo tanto para los jueces como para los 

ministros  de fe. 

 
En la práctica, y a nivel de los sistemas informáticos, fue necesario 

incorporar  nuevos desarrollos para reconocer aquellos trámites que 

requerían ser firmados en causas anteriores a la vigencia de la ley, 

donde se seguía requiriendo de la certificación realizada por el 

ministro  de fe. 

 
Otra regulación importante determinada por la Corte Suprema, en el 

Acta Nº 85-2016, es la que se refiere a la forma para obtener copias 

autorizadas de las actuaciones judiciales. Sobre el particular, la Corte 

Suprema señala que ellas podrán obtenerse directamente desde la 

Oficina Judicial Virtual, tendrán la firma electrónica correspondiente  

y el sello de autenticidad, que consiste en un código único que puede 

ser verificado  en la página web del Poder Judicial.17
 

 
Lo anterior ha facilitado mucho la uti lización de documentos ofi - 

ciales emitidos por un tribunal en otras instituciones, puesto que la  

persona que lo requiera solo debe extraer el documento necesario 

desde la Oficina  Judicial Virtual  o desde la consulta general de cau- 

sas, sin necesidad de concurrir al tribunal ni que el secretario u otro  

ministro de fe deba autorizar la copia de esa resolución. Adicional- 

mente, los funcionarios de otras instituciones que requieran validar  

efectivamente ese documento solo deben ingresar a la dirección 

web de consulta, donde podrán  digitar  el código numérico que se 
 
 
 
 
 

 
 

17 Artículo 9º  de la Ley Nº 20.886. 
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En esta disposición,  
si bien  es cierto 
no se define la  
carpeta electrónica, 
se señalan sus 
principales  
características 
indicando  que 
se forma con 
todos los escritos, 
documentos, 
resoluciones, actas 
de audiencia, y  
actuaciones de 
toda especie que 
se presenten 
o verifiquen  
en el juicio,  
prohibiéndose  la 
posibilidad  de que 
alguna pieza pueda 
ser eliminada  de la 
carpeta electrónica 
sin  la autorización  
del  tribunal  que 
conoce de la causa. 

encuentra exactamente bajo el código QR de la firma, abriéndose en 

ese momento el trámite consultado, con lo que el funcionario podrá  

compararlo con el documento que presenta la persona interesada. 

 
2.1.2.2 Carpeta electrónica 

El principal aspecto determinado por la Ley Nº 20.886 es la creación 

de la carpeta electrónica, que reemplaza al expediente de papel en 

materia civil. Hasta ese momento, para el registro y conservación de 

los actos procesales, en reemplazo de la aguja y el papel, se dispone la 

utilizaci·n de òcualquier medio que garantice la fidelidad, preserva- 

ci·n y reproducci·n de su contenidoó.18 Por exigencia legal, la citada 

carpeta electrónica debe encontrarse disponible al público en el portal 

de internet del Poder Judicial.19 En esta disposición, además, si bien 

es cierto no se define la carpeta electrónica, se señalan sus princi- 

pales características indicando que se forma con todos los escritos, 

documentos, resoluciones, actas de audiencia y actuaciones de toda 

especie que se presenten o verifiquen en el juicio, prohibiéndose la 

posibilidad de que alguna pieza pueda ser eliminada de la carpeta 

electrónica sin la autorización  del tribunal  que conoce de la causa. 

 
Sobre estas normas, nos gustaría referirnos a dos aspectos. El primero  

tiene que ver con la posibilidad de modificación de una resolución,  

y el segundo a las actas de audiencia, que son definidas  como parte 

de la carpeta electrónica. 

 

En relación con la modificación  de una resolución,  es necesario 

distinguir aquellas que se encuentran en proceso de elaboración, de 

aquellas que ya han sido firmadas. Respecto a las primeras, por encon- 

trase aún en una etapa de elaboración que fluye entre el funcionario 

que prepara su propuesta y el juez que debe revisarla, modificarla y 

posteriormente firmarla, no existen inconvenientes para realizar  las 

modificaciones que sean necesarias, y los sistemas informáticos 

cuentan con bandejas de trabajo y funcionalidades que así lo permiten. 

 
 
 
 
 
 

 

 

18 Principio de fidelidad, artículo 2º  letra b Ley Nº 20.886. 

19 Artículo 29 del Código de Procedimiento Civil. 
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Sin embargo, la situación cambia a partir de la firma de la resolución 

por parte del juez, con su dispositivo habilitado para ello. En este 

escenario, a su vez es necesario distinguir si la resolución ha sido 

notificada por el estado diario o por otra form a de notificación, en 

cuyo caso no se podrán realizar modificaciones y la única alternativa 

será la elaboración de una nueva resolución que deje sin efecto la 

anterior. En el caso de que la resolución no haya sido notificada, el 

tribunal aún puede realizar modificaciones y para ello puede utilizar  las 

herramientas que tiene el sistema de tramitación, limitadas por los 

aspectos antes mencionados. 

 

En relación con las actas de audiencia, si bien forman parte inte- 

grante de la carpeta electrónica según la definición del artículo 29 del 

CPC, la Corte Suprema ha definido que ellas son actuaciones mera- 

mente administrativas que no requieren de la firma del juez, puesto 

que solo constituyen un resumen del contenido de la audiencia, la 

que se encuentra íntegramente registrada en el audio respectivo.20
 

 
¿Qué sucede con las resoluciones y las sentencias dictadas en audien- 

cia? La misma acta referida anteriormente ha señalado que, tratándose 

de las sentencias dictadas en audiencia, deberán constar íntegramente 

en el registro de audio debidamente rotulado. En las competencias 

de familia y laboral, si se interpone algún recurso en contra de esas 

sentencias, se deberá incorporar al sistema la transcripción íntegra 

de las mismas determinando  un plazo para ello y asignando al juez 

o jueza la responsabilidad de esta actividad. 21
 

 
A continuación, se presenta un caso fallado por la Corte Suprema 

en el que se manifiesta la aplicación del principio de equivalencia  

funcional  y el de carpeta electrónica definido  en la ley. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

20 Artículo 62 del Acta Nº 71-2016 

21 Artículo 62 inciso cuarto del Acta Nº 71-2016 

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 



66  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

2. Aspectos  jurídicos  y normativos  

de  la Ley Nº 20.886 

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

Caso 3: Pronunciamiento de la Corte Suprema sobre el  principio  
de equivalencia  funcional  y buena fe 

 
La Corte Suprema, fallando un recurso de casación en la 

forma y en el fondo en contra de sentencia de la Corte de 

Apelaciones que confirmó la resolución de primer grado,  

que declaraba abandonado el procedimiento, invalida el fallo  

impugnado  y dicta sentencia de reemplazo.22
 

 
En el caso, una resolución de la causa no fue incorporada al 

expediente electrónico. La causa fue iniciada con anterioridad 

a la entrada en vigencia de la Ley Nº 20.886, por lo que se 

tramitaba conforme a normas existentes antes de su dicta- 

ción. Por lo anterior, existía un expediente impreso en papel 

y paralelamente, en el sistema informático  de tramitación,  

el registro del mismo. 

 
En los considerandos más relevantes, la Corte Suprema se- 

¶ala que òel proceso de autos ha debido tramitarse al tenor 

de las reglas de procedimiento existentes con anterioridad a 

la dictación de la Ley Nº 20.886, puesto que se trata de una 

causa iniciada incluso antes de la publicación de esta norma 

en el Diario Oficial. Empero, es lo cierto que, conforme a lo 

previsto en el artículo 1º del Acta Nº 54 del año 2014 de esta 

Corte, todas las actuaciones de la presente causa han debido 

ser registradas, en forma paralela a su tramitación en papel, 

en el «sistema informático de tramitación, hasta el punto de 

que el señalado archivo constituya un registro exacto de su 

tramitación,  desde el inicio  hasta su t®rminoó. 

 
Y m§s adelante, la Corte se¶ala que òel examen de los ante- 

cedentes demuestra que el tribunal llevó a cabo la indicada 

labor, pues de manera paralela a la confección del tradicional 

expediente impreso en papel de la causa, mantuvo  un cua- 
 
 
 
 

 
 

22 Causa rol Nº 6030-2018 de la Corte Suprema 
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derno electrónico, en el que se debieron reflejar todas las 

resoluciones, actuaciones y presentaciones que se verificaran 

en los autosó. 

 
En otro considerando, se hace expresa referencia a la existen- 

cia de dos formatos diferentes respecto de un mismo proceso 

y lo que deben esperar los litigantes frente a esta dicotomía, 

se¶alando òcualquiera de los litigantes, enfrentado a la exis- 

tencia de dos formatos diversos para un mismo proceso, uno 

impreso en papel y otro en soporte electrónico, había de 

confiar en igual medida en la exactitud y veracidad de ambos, 

pues no aparece motivo, a primera vista, para cuestionar su 

legitimidad como tampoco su corrección, máxime si ambos 

dimanan de la misma autoridad  judicial.  

 
Al  estar el usuario del sistema judicial  enfrentado a dos ver- 

siones de un mismo juicio, y ambas emanadas de la autoridad 

judicial,  es razonable suponer que confiará en uno y otro 

de la misma manera y en la misma medida, pues no resulta 

atendible exigirle que los coteje para establecer si son preci- 

sos, veraces, exactos y, además, congruentes. El mero sentido 

común y la lógica indican que, en ese evento, el justiciable 

empleará aquel soporte que le resulte más asequible y de 

fácil acceso, otorgando el mismo valor y confiabilidad  a uno 

y a otroó. 

 
La Corte Suprema califica la imposibilidad de exigir al de - 

mandante la comparación entre ambos registros aplicando el 

principio de buena fe establecido en la ley, al señalar que, en 

consecuencia, òes posible concluir que en la especie la parte 

demandante ha confiado legítimamente en el contenido del 

expediente electrónico de los presentes autos, pues, enfren- 

tada a un cierto modo de hacer las cosas, que deriva de una 

normativa de general aplicación emanada de esta Corte, ha 

adquirido, razonablemente, la certeza de que las actuaciones 

allí incluidas deben reflejar, con exactitud y veracidad, los  

actos llevados a cabo por el tribunal. En efecto, el modo en 

que procedió la demandante es el mismo que, en un supuesto 

semejante, cualquier  persona realizaría, por lo  que no resulta 
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El legislador  
reconoce que 
dentro de los  
sistemas existen no 
solamente eventos 
procesales, sino que 
también existen  
efectos que son 
determinados  por  la 
correcta utilización  
de nomenclaturas  
y otras 
funcionalidades  
que permiten  
aprovechar todas 
las potencialidades  
de un sistema de 
tramitación,  y que 
lo  diferencian  de un 
sistema de registro.  

 

 

 

 

 
2.1.3 Uso obligatorio  de  los sistemas  informáticos  

Si bien la obligatoriedad en el uso de los sistemas informáticos no 

está consagrada entre los principios definidos por el artículo 2º de 

la Ley Nº 20.886, debe entenderse como uno más. Ya se ha seña- lado 

que esta obligación formaba parte del articulado del Acta Nº  91-2007 

dictada por la Corte Suprema òpara los tribunales que tra- mitan 

digitalmenteó, como tambi®n en forma posterior por el Acta Nº 54-

2014. Ello implica que jueces, funcionarios y auxiliares de la 

administración de justicia están obligados a utilizar y a registrar en 

el sistema de tramitación todas y cada una de las actuaciones que se 

verifiquen  durante un juicio.  

 
Sin embargo, esta obligación no solamente debe tenerse por cum- 

plida cuando ocurra lo an terior, ya que el legislador reconoce que 

dentro de los sistemas existen no solamente eventos procesales, sino 

que también existen efectos que son determinados por la correcta 

utilización de nomenclaturas y otras funcionalidades que permiten  

aprovechar todas las potencialidades de un sistema de tramitación, 

y que lo diferencian de un sistema de registro. 

 

posible, lógico ni razonable requerirle, como lo hacen los 

jueces del mérito, que en la tramitación del proceso recurra 

simultáneamente a todas las vías existentes para acceder a su 

contenido, ejerciendo, a la vez, una pesquisa intensa y crítica 

del contenido de las dos, pues eso supondría someterla a un 

imperativo de actuación incluso más intenso que el empleado 

por el propio tribunal, quien no fue capaz siquiera de reflejar 

en el expediente electrónico las actuaciones expedidas por ®ló. 

 
Como puede apreciarse, la Corte, al interpretar las normas 

de la ley y la regulación determinada a través de sus actas, 

independiente de la fecha de inicio de la causa, ha definido 

como imperativo el registro electrónico y ha excluido de  

responsabilidad al litigante por el hecho de no haberse con- 

signado una resolución en el expediente electrónico, que sí 

estaba incluida  en el expediente físico. 
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El mal  registro  
en los sistemas es 
una problemática  
tan antigua  como 
los sistemas 
mismos, y genera 
inconvenientes  
importantes  
no solamente 
a nivel  de una 
unidad  judicial.  

El mal registro en los sistemas es una problemática tan antigua como 

los sistemas mismos, y genera inconvenientes importantes no sola- 

mente a nivel de una unidad judicial. En primer lugar, los sistemas 

informáticos disponen de importante información que permite a los  

administradores y jueces tomar decisiones para mejorar y hacer más 

eficientes sus procesos internos. Y a nivel institucional, los sistemas 

también son muy útiles para la toma de decisiones de gobernanza del 

Poder Judicial. Así, el mal registro de antecedentes es globalmente 

perjudicial  y es necesario evitarlo.  

 
Es por ello que se requiere de permanentes capacitaciones para funcio - 

narios y jueces, las que deben incluir  nuevas funcionalidades y desarrollos 

disponibles, con una orientación necesariamente práctica ðcreemosð y 

específica a las distintas  áreas de desempeño de cada usuario. 

 
Un claro ejemplo del mal uso de las nomenclaturas se puede observar 

en el uso indiscriminado  de algunas de ellas, que por comodidad  o 

por tenerlas más a la mano, sirven de válvula  de escape al momento 

de confeccionar una resolución o actuación. El uso incorrecto de una 

nomenclatura puede provocar que la causa a nivel de sistema no tenga 

el avance que requiere en sus diferentes etapas, lo que genera un 

efecto en cadena ya que de ahí en adelante no se encontrarán 

disponibles las nomenclaturas por etapa existentes en el sistema. 

 
A continuación, se presenta un gráfico que muestra el uso de nomencla- 

turas en el sistema SITFA y permite apreciar lo descrito anteriormente: 

 
Ilustración 3: Distribución del uso de nomenclaturas en resolu- 

ciones de juzgados de familia 
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Como es posible apreciar en la figura precedente, un tercio de las 

resoluciones corresponden a òt®ngase presenteó, mientras que casi 

un sexto de la muestra corresponde a òcomo se pideó, lo que implica 

que cerca de la mitad de las resoluciones se firmaron con nomen- 

claturas de alcance general. 

 
2.1.4 Excepciones  al  ingreso  de  presentaciones  

en  la  Oficina  Judicial  Virtual  

La Ley Nº 20.886 determina, por primera  vez, una interacción electró- 

nica obligatoria  entre el Poder Judicial y sus usuarios. Todo el desarrollo 

tecnológico y la tramitación digital implementada por la institución  

con anterioridad  a ella estaba orientado a tribunales y usuarios internos, 

salvo excepciones como la interconexión con otras instituciones como 

el Ministerio  Público y el Registro Civil,  entre otros. 

 
A partir de lo señalado, el Poder Judicial reglamenta la forma en que 

sus usuarios deberán ingresar a su sistema de tramitación y cómo 

deberán proceder para el ingreso de demandas, escritos y documentos. 

 
En primer lugar, el artículo 3º del Acta Nº 85-2019 define que el 

òcanal que los usuarios deber§n utilizar es la Oficina Judicial Virtual que 

está compuesta por un conjunto de servicios entregado en el portal 

de internet del Poder Judicial al que tendrán acceso las perso- nas que 

previamente se identifiquenó. Entre los principales servicios que se 

entregan se encuentran el estado diario, correspondiente a las causas 

en que se es parte, causas en donde se puede fácilmente identificar 

aquellas en las que se figura como participante, audiencias 

programadas, entre otros. Si el usuario ha incorporado su correo 

electrónico al interior  de la Oficina Judicial Virtual  (en adelante OJV), 

se le avisará por ese medio cada vez que haya un movimiento en el 

estado diario  correspondiente a alguna de las causas en que es parte. 

 
Adicionalmente, se ha definido que los usuarios deberán utilizar la  

Clave Única del Estado para ingresar a la OJV.23 De esta forma se ha 

garantizado que todos ellos dispongan al menos de firma  elec- 
 
 
 
 

 

23 Artículo 3º  del Acta Nº 85-2019 
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trónica simple, cumpliendo así con los requisitos definidos por la  

Ley Nº 19.799, esto es, que se identifique plenamente a la persona 

que utiliza esa cuenta. Lo anterior es producto de que el usuario de 

clave única está determinado por la cédula de identidad y una clave que 

es entregada presencialmente en el Registro Civil mostrando dicha 

cédula. A partir de la pandemia, se han implementado otros 

mecanismos remotos para la obtención de la contraseña, los que 

exigen digitar  en un formulario  el número de serie o de documento 

de la cédula de identidad.  

 
Además se ha dispuesto de una segunda clave para acceder a la OJV. 

Para ello es necesario, en primer lugar, crearla ingresando a través 

de la Clave Única del Estado. Una vez configurada, en caso de que el 

sistema de clave única ðque no es dependiente del Poder Judicialð 

se encuentre fuera de línea, se podrá de todas maneras ingresar a la 

OJV en forma independiente. 

 
De acuerdo a lo definido en la ley, todos los escritos y demandas 

deben ser ingresados a través del sistema de tramitación del Poder 

Judicial. Sin embargo existen dos excepciones a esta obligación 24: 

ɭ Cuando las circunstancias así lo requieran. Por ejemplo, si no es 

posible acceder al sistema de tramitación a través de la OJV, ya sea 

por caídas de sistema o problemas de conectividad. Para este caso 

en particular, la Corporación Administrativa del Poder Judicial  

publica oportunamente un certificado de tal circunstancia en el  

portal  institucional,  donde se señala la fecha y duración  del evento, 

pudiendo los usuarios descargar el certificado correspondiente y 

acreditar el hecho ante el tribunal respectivo. Es necesario tener 

a la vista que estas presentaciones serán resueltas por el tribunal 

que conozca del asunto, y no son vinculantes por el solo hecho de 

presentarse la solicitud acompañada del certificado. Uno ejemplo 

de esta situación puede encontrarse en un juicio ordinario iniciado  

bajo la vigencia de la tramitación electrónica, donde el demandante 

presentó su réplica un día después del vencimiento del plazo legal  y 

en el mismo escrito alegó un entorpecimiento,  fundado  en que 
 
 

 
 

24 Artículo 5º  inciso segundo de la Ley Nº 20.886. 
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la OJV dejó de funcionar el día anterior. El tribunal decretó no ha 

lugar por extemporáneo, basado en que no se configuró alguna de 

las excepciones contenidas en la nueva legislación.25
 

ɭ Carencia de medios. En casos excepcionales, previa autorización 

del tribunal y para una causa determinada, una persona podrá 

realizar un ingreso materialmente en soporte papel si carece de 

los medios tecnológicos necesarios. Únicamente en aquellos 

casos en que se admite la comparecencia personal de las partes 

se autorizará tramitar por esta vía, manteniéndose vigente esa 

autorización durante la tramitación de la causa y ante todos los 

tribunales que conozcan de ella.26 Es importante considerar que 

la carencia de medios no obedece únicamente a la disponibili- 

dad de los medios tecnológicos necesarios, sino también a la 

capacidad del usuario de utilizarlos de manera adecuada, en lo 

que se suele denominar alfabetización digital. A este respecto, 

cabe hacer presente que en general los tribunales han entendido  

que un abogado no está afecto a esta causal para pedir tramitar 

materialmente una causa determinada. 

 
El ingreso de escritos y demandas permite realizar presentaciones 

directamente al tribunal específico en que se está tramitando la causa. 

Una vez terminado el proceso de ingreso, se emite un certificado que 

es posible visualizar junto con el escrito en la historia de la causa res- 

pectiva. Por otra parte, en los sistemas de tramitación del tribunal el  

escrito quedará disponible en una bandeja que permitirá distribuirlo  

al funcionario encargado de elaborar la propuesta de resolución. En 

el caso de que el tribunal tenga determinado un método automático 

de distri bución del escrito, este pasará directamente desde la OJV a 

la bandeja del funcionario  correspondiente. 

 
Con el ingreso de una demanda se producen efectos análogos para 

la elaboración de la resolución. Sin embargo, como se trata de una 

causa nueva se debe seleccionar el tribunal donde se ingresará la 

demanda, salvo en aquellos casos en que exista más de uno en la 
 
 
 
 

 

25 Rol N° 27.498-2017, 5° Juzgado Civil de Santiago. 

26 Artículo 4º  inciso segundo del Acta Nº 85-2019. 
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jurisdicción. En tal circunstancia, el sistema aplicará el criterio de 

distribución que corresponda según lo definido por la Corte de Ape- 

laciones respectiva, asignando automáticamente el rol en el tribunal  

donde haya radicado la causa. 

 
2.1.4.1 Horario de funcionamiento de la OJV 

El acceso virtual al servicio ofrece la posibilidad de realizarlo en un ho - 

rario extendido, desde la perspectiva del usuario o usuaria. Uno de los 

aspectos destacados, durante la tramitación  de la Ley Nº 20.886, fue la 

posibilidad de que los usuarios del sistema de justicia pudieran realizar  

sus peticiones o requerimientos sin que fuera necesario que los tribunales 

se encontraran necesariamente atendiendo público  en ese momento. 

 
Históricamente, en un contexto de atención presencial, tanto en la 

ley como en proyectos específicos se han establecido mecanismos 

para permitir la entrega de escritos y documentos fuera del horario  

de atención de tribunales, específicamente de escritos de plazo. Así, 

desde hace muchos años existe la posibilidad de entregar este tipo de 

escritos en el domicilio del secretario o ministro de fe del tribunal.  

También, en su momento se habilitaron buzones para el depósito de 

los mismos, previo  registro de fecha y hora. 

 
El hecho de poder realizar peticiones 24/7 es valorado por la ciuda- 

danía. La Corte Suprema adoptó la decisión de tomar este rumbo a 

partir de lo que dispone el artículo 38 inciso segundo del Acta Nº  

71-2016, donde se se¶ala que òel horario de funcionamiento de la  

Oficina Judicial Virtual  será continuo  e ininterrumpidoó. 

 
Sobre el particular, es necesario reconocer que esta decisión no ha 

sido pacífica, puesto que los funcionarios que se desempeñan en 

unidades encargadas del análisis de escritos recibidos y la elaboración 

de propuestas de resolución ven como, diariamente, luego de dejar 

al día sus obligaciones, a primera hora de la jornada siguiente sus 

bandejas de trabajo nuevamente presentan una carga importante de 

escritos por resolver. 

 
En este punto, cabe hacer presente que el número promedio de 

escritos que reciben los tribunales de las distintas competencias no 

ha variado  sustancialmente desde que comenzó el funcionamiento  
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de la OJV. Lo que ha ocurrido es que se han desplazado los horarios 

de ingreso de los escritos, puesto que si antes de la ley el peak de in- 

greso se daba entre las 11 y las 14 horas ðhorario de mayor afluencia  

de público en los tribunalesð en la actualidad esa cota se presenta 

después de las 16 horas, presumiblemente, porque es en este horario 

que los abogados pueden dedicarse a la redacción y envío de escritos 

tras haber concluido  su jornada de audiencias. 

 
El Código de Procedimiento Civil señala que las actuaciones judi- 

ciales deben realizarse en días y horarios hábiles, indicando además 

que son días hábiles los no feriados, y horas hábiles aquellas que se 

encuentran entre las 8 y las 20 horas.27 Algunas in terpretaciones de 

esa norma sostienen que, en virtud  de ella, no debería permitirse  

el ingreso de escritos a través de la OJV fuera de los días y horas 

hábiles. No concordamos con esta interpretación, por una parte, por 

cuanto entendemos como actuaciones judiciales aquellas que 

emanan directamente del tribunal, y por otra, atendiendo al espíritu  

y los objetivos que se tuvieron en vista por el legislador al momento 

de discutirse la ley de tramitación  electrónica. 

 
La siguiente figura muestra la distribución del ingreso de escritos 

por OJV, según rango horario.  

 
Ilustración 4: Proyección de horario de ingreso de escritos vía 

Oficina Judicial Virtual, por rango horario 
 

 
 
 
 
 
 

 
27 Artículo 59 del Código de Procedimiento Civil. 
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Como puede apreciarse en el gráfico, el ingreso de presentaciones 

vía Oficina Judicial Virtual presenta dos horarios punta: entre las 11 

y las 13 horas y luego, en la tarde, entre las 16 y las 18. 

 
2.1.5 Presentación  de  documentos  

En relación con la forma en que se deben presentar los documentos, 

la Ley Nº 20.886 señala una serie de distinciones que es necesario 

tener a la vista28: 

ɭ Documento digital. Los documentos electrónicos son aquellos 

que desde su origen tienen este carácter y se deben presentar a 

través del sistema de tramitación del Poder Judicial o, en caso de 

requerirlo así las circunstancias, se acompañarán en el tribunal 

a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento 

de datos electrónicos. Entre los casos excepcionales, se puede 

señalar por ejemplo aquellos en que el tamaño de los archivos 

que se pretenden adjuntar exceden los límites establecidos para 

ello en la OJV. En la actualidad, se puede adjuntar hasta 30 MB 

de archivos por trámite subido y cada archivo puede tener un  

peso de hasta 10 MB. 

ɭ Documento material. Los documentos cuyo formato original no  

sea electrónico pueden presentarse materialmente en el tribunal,  

debiendo quedar bajo la custodia del funcionario o ministro de  

fe correspondiente. La aplicación de esta norma ha presentado 

algunos inconvenientes, puesto que en este caso no es obligatorio 

para la parte presentar el documento en el tribunal y tampoco 

queda claro si, en caso de hacerlo, se debe ejecutar antes o des- 

pués de presentar la copia digital  del original  a través de la OJV. 

 
Tratándose de títulos ejecutivos cuyo formato no sea electrónico, 

deberán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán en 

custodia, bajo apercibimiento de tener por no iniciada la ejecución. 

A diferencia del caso anterior, en este ámbito es obligatorio acompa- 

ñar los títulos originales. Esta clase de documentos siguen estando 

acumulados en la custodia de los tribunales con competencia civil, 

siendo esta una de las materias que el legislador  no consideró al 
 
 
 

 

28 Artículo 6º  de la Ley Nº 20.886. 
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dictarse la Ley Nº 20.886. En la actualidad, continúan tramitándo- 

se en el Congreso varias iniciativas que incluyen la posibilidad de 

generar instrumentos mercantiles electrónicos, tales como la letra 

de cambio y el pagaré. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, los documentos y títulos ejecutivos  

presentados materialmente deberán acompañarse de una copia en 

formato digital a través del sistema de tramitación electrónica del  

Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el 

tribunal a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento 

de datos electrónicos. 

 

Apercibimiento. Si no se presentaren las copias digitales de los 

documentos o títulos ejecutivos, o si existiere una disconformidad  

substancial entre aquellas y el documento o título ejecutivo original,  

el tribunal ordenará, de oficio o a petición de parte, que se acompa- 

ñen las copias digitales dentro de tercero día, bajo apercibimiento de 

tener por no presentado el documento o título  ejecutivo respectivo. 

 
La aplicación de esta disposición ha presentado varios inconvenientes 

prácticos. Se dificulta mucho la posibilidad realizar el cotejo del do- 

cumento original con el documento acompañado a través de la OJV, 

sobre todo en los tribunales que presentan una alta carga de trabajo. 

En ese orden de cosas, esta revisión en buena parte queda entregada 

a la diligencia de la contraparte que pueda oportunamente revisar 

posibles incongruencias. Hoy en día existen herramientas disponibles 

que permiten, desde el escaneo de un documento, extraer su infor- 

mación para transformarla en datos. Tener ese tipo de herramientas 

incluidas en los sistemas de tramitación o en la OJV permitiría que  

una serie de labores que hoy se deben seguir realizando manualmente 

con gran gasto de tiempo, pudieran  automatizarse. 

 

Excepción. Cuando se haya autorizado a una persona para presentar 

escritos materialmente por carecer de los medios tecnológicos, no será 

necesario acompañar copias digitales. En este caso, los documentos 
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y títulos ejecutivos presentados en formato que no sea electrónico 

serán digitalizados e ingresados inmediatamente por el tribunal a la  

carpeta electrónica.29
 

 
Parece necesario realizar algunas modificaciones en el artículo 6º de 

la ley, con el objeto de obtener una mejor operación de estas normas, 

como por ejemplo separar las diferentes hipótesis de presentación 

para enmendar la confusión que existe actualmente sobre este tema. 

 
Una nueva redacción podría considerar también el flujo temporal  

lógico que debe seguirse en la tramitación de una causa. Por ejemplo, 

respecto de los originales que se presentarán al tribunal, lo ideal es 

que primero se incorpore la copia digital por la OJV y luego se pre- 

sente el original  en el tribunal.  

 
El apercibimiento por la no presentación de copias electrónicas po- 

dría eliminarse, ya que se regula expresamente que primero se debe 

incorporar la copia al sistema, debiendo mantenerse el apercibimiento 

por disconformidad  sustancial. 

 
En el caso de los documentos que se acompañan materialmente, se 

aclara que no es necesaria la presentación de un nuevo escrito para 

ello, cosa que hoy en día es muy frecuente, debiendo solo acompa- 

ñarse el certificado de ingreso realizado en el sistema de tramitación 

del Poder Judicial. 

 
Por otra parte, sería importante dar rango legal a la minuta que 

individualiza los documentos que se acompañen materialmente o 

en dispositivos de almacenamiento, de forma tal que la carpeta elec- 

trónica cuente con el registro de los mismos. Hoy en día esa minuta 

está solamente reglamentada en el Acta Nº 71-2016.30
 

 
El proyecto de ley consignado en el boletín Nº 13.752-07, que òrefor- 

ma el sistema de justicia para enfrentar la situación luego del estado 

de excepción constitucional  de catástrofe por calamidad p¼blicaó, 
 
 
 

 

29 Inciso final artículo 6º  de la Ley Nº 20.886. 

30 Artículo 47 del Acta Nº 71-2016. 
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contiene diferentes modificaciones a variados cuerpos normativos y 

pretende constituir una herramienta importante para el trabajo  que 

debe acometer el Poder Judicial y las instituciones relacionadas con 

posterioridad al estado de excepción constitucional decretado en 

razón de la pandemia. 

 
En este proyecto, se proponen modificaciones a la Ley Nº 20.886 

fundamentalmente  en los siguientes temas31: 

 
2.1.5.1 Patrocinio y mandato judicial 

por firma electrónica simple 

En la actualidad, la Ley Nº 20.886 dispone en su artículo  7º que el 

patrocinio y poder puede constituirse mediante firma electrónica  

avanzada del mandante. Considerando que no todas las personas 

cuentan con esa firma, y aprovechando las tecnologías disponibles, 

en el proyecto de ley aludido en el acápite anterior se establece la 

posibilidad de que el patrocinio y poder también pueda ser consti - 

tuido mediante firma electrónica simple, debiendo ser ratificado por  

mandante y mandatario ante el ministro de fe del tribunal mediante  

videoconferencia. 

 
2.1.5.2 Presentación de documentos 

materiales por vía electrónica 

El mismo proyecto modifica  el artículo  6º de la Ley Nº 20.886, con- 

sagrando como regla general que los documentos en formato físico 

puedan presentarse por vía electrónica, de manera que solo en caso 

de objeción de la otra parte deban presentarse materialmente en el 

tribunal, exceptuándose los títulos ejecutivos, que como se señaló 

deben necesariamente presentarse materialmente en custodia en 

el tribunal. Con ello se recoge una de las problemáticas señaladas 

anteriormente respecto de la interpretación  de este artículo. 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

31 Proyecto del boletín Nº 13.752-07. 
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2.1.5.3 Interconexión con instituciones privadas y 

realización de inscripciones por interesados 

El proyecto introduce  asimismo reformas a los artículos 2º y 11 de 

la Ley Nº 20.886, con el objeto de potenciar la interconexión y los 

principios de actualización y de cooperación entre los tribunales y 

las instituciones públicas y privadas; además de agilizar la diligencia  de 

oficios y las comunicaciones en general entre ellos, a través de 

medios electrónicos. 

 
De esta manera se amplía el ámbito de aplicación de los principios 

de actualización e interconexión, que la Ley Nº 20.886 restringe solo 

a las instituciones públicas, incorporando también a las instituciones  

privadas. En un próximo apartado aludiremos a estas modificaciones, 

particularmente en lo relativo a las interconexiones con instituciones 

públicas y privadas como también en relación a la remisión de oficios 

de forma electrónica. 

 
2.1.5.4 Habilitación de transferencias bancarias 

Se establece, en el artículo 516 del Código Orgánico de Tribunales, la 

posibilidad  de que los pagos que deban hacer los tribunales puedan 

efectuarse también por medio de transferencia electrónica desde la 

cuenta corriente del tribunal, entregándole a la Corte Suprema su 

regulación. 

 
2.1.6 Patrocinio  y poder  electrónico  

La Ley Nº 20.886 incorpora  una nueva forma de constituir  el pa- 

trocinio y el mandato judicial, mediante la utilización de firma elec - 

trónica avanzada.32 Estas nuevas formas resultan complementarias a 

las existentes en nuestro ordenamiento jurídico, particularmente lo 

señalado en la Ley Nº 18.120 sobre comparecencia en juicio y al 

artículo  6º del Código de Procedimiento Civil.  

 
Respecto del patrocinio, a partir de la vigencia de la ley puede cons- 

tituirse mediante la sola utilización de firma electrónica avanzada,  

debiendo el propio  órgano jurisdiccional,  a través de sus registros, 
 
 
 
 

 

32 Artículo 7º  de la Ley Nº 20.886. 
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constatar la calidad de abogado del suscriptor.33 Sobre este punto, la 

Corte Suprema ha dispuesto un sistema dependiente de la Oficina de 

Títulos, disponible para toda la ciudadanía en el portal de internet del  

Poder Judicial, donde a través del número de cédula de identidad se 

puede verificar  la calidad de abogado de una persona, como también 

si se ha decretado en su contra alguna medida de suspensión para el 

ejercicio de la profesión. Este sistema se encuentra además en línea 

con los sistemas de tramitación, por lo que puede también ser con- 

sultado por los tribunales al momento de realizarse las audiencias, 

y permite que al decretarse las medidas en contra de un abogado, 

estas se vean reflejadas en la Oficina  de Títulos. 

 
En algunos casos se sigue exigiendo a los abogados acreditar su cali- dad 

de tal, argumentando que òen sus registrosó no consta. A nuestro 

juicio, la correcta interpretación que debe darse a la disposición es 

que no se trata de registros del tribunal, sino que son los registros 

con que cuenta el Poder Judicial, esto es, la base de datos de la oficina 

de títulos,  el portal  web del Poder Judicial y validaciones que realiza 

el sistema de tramitación  respectivo. 

 
Al señalar que el patrocinio òpodr§ constituirse mediante firma elec- 

trónica avanzadaó, se ha generado controversia respecto de si puede 

o no constituirse a través de firma electrónica simple, en la medida 

que cumpla con los requisitos necesarios para ser igualmente válido. 

La Ley Nº 18.120 solo señala respecto de la obligación relativa a que 

toda primera presentación que se realice ante cualquier tribunal  

de la República sea patrocinada por un abogado, que òse entender§ 

cumplida por el hecho de poner el abogado su firma, indicando  

adem§s, su nombre, apellidos y domicilioó. Por su parte, la Ley 

Nº 19.799 hace equivalente la firma manuscrita con la firma elec- 

trónica, ya sea simple o avanzada. Sobre este punto, no ha existido  

acuerdo en la interpretación de la norma y, en muchas ocasiones, se 

sigue exigiendo la comparecencia personal del abogado y el mandante 

en el tribunal  ante el ministro  de fe. 
 
 

 
 

33 Sandoval, Sem (2016):  "Notas sobre la tramitación digital de los procedimientos judiciales tras la irrupción 

de la Ley 20.886/2015",  en Revista  de Ciencias  Sociales  Nº 68, Facultad de Derecho Universidad de Valpa- 

raíso; pp. 155-174. Disponible online. 
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Por su parte, para constituir el mandato judicial bastará la declara- 

ción escrita del mandante, suscrita con firma electrónica avanzada, 

sin que se requiera su presencia ante el ministro  de fe para autorizar  

su representación.34
 

 
Caso 4: Pronunciamiento de la Corte Suprema sobre  
mandato  y patrocinio  electrónico  

 
Sobre este punto la Corte Suprema, en fallo de su primera 

sala de 30 de diciembre de 2019, resolvió un recurso de ca- 

sación en el fondo en materia civil, luego de que el tribunal 

de primera instancia hiciera efectivo apercibimiento de  

tener por no conferido mandato en conformidad a la ley, ni  

tampoco acreditada la calidad de abogado habilitado para el 

ejercicio de la profesión, por el hecho de no contar aquel con 

firma electrónica avanzada. El mandato había sido otorgado por 

escritura pública, el que fue acompañado a través de la 

Oficina Judicial Virtual.  

 
Frente a los recursos de reposición y apelación en subsidio 

el primero fue rechazado, no dándose lugar a la apelación. La 

Corte de Apelaciones acogió un recurso de hecho deducido 

por el demandado y concedió el recurso de apelación en 

el solo efecto devolutivo, para, finalmente, confirmar en su  

pronunciamiento confirmando la resolución dictada por el  

tribunal  de primer  grado. 

 
M§s adelante, la Corte se¶ala òque sobre la materia en análi- 

sis, el Código de Procedimiento Civil estatuye en su artículo 

6° que el que comparezca en juicio a nombre de otro, en 

desempeño de un mandato o en ejercicio de un cargo que 

requiera especial nombramiento, deberá exhibir el título  

que acredite su representaci·nó y, en seguida, menciona los 

instrumentos  que considera como poder suficiente para obrar 
 
 
 
 

 

34 Artículo 7º  inciso segundo de la Ley Nº 20.886. 
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2.1.6.1 Modificaciones a la Ley Nº 20.886 

Como se ha señalado anteriormente, el proyecto de ley del boletín Nº 

13.752-07 propone modificaciones al artículo  7º de la Ley Nº 20.886. 

 
Artículo 7°. Introdúcense  las siguientes modificaciones a la ley 

Nº 20.886, que modifica el Código de Procedimiento Civil, para 

establecer la tramitación  digital  de los procedimientos judiciales: 

 
3) Modifícase el artículo 7 en el siguiente sentido: a) Modifícase 

el inciso primero,  de la siguiente manera: 

 
i) Agr®gase, a continuaci·n de la palabra òelectr·nicaó, la frase 

òsimple oó. 

 
ii)  Agrégase, a continuación del punto (.) y aparte que pasa a ser 

seguido, la siguiente oraci·n: òSi el patrocinio se otorgare por 

firma electrónica simple, deberá ratificarse ante el secretario del 

tribunal  vía remota por videoconferenciaó.36
 

 
 
 

 
 

35 Fallo de la Primera Sala de la Corte Suprema, causa rol Nº 26.744-2018. 

36 Boletín Nº 13.752-07. 

 
como mandatario en juicio, entre los cuales se encuentra òel 

constituido por escritura pública otorgada ante notario o ante  

oficial  del Registro Civil  a quien la ley confiera esta facultadó. 

 
En razón de los fundamentos expresados, invalida  la resolución 

de 22 de septiembre de 2017 que hace efectivo el apercibi- 

miento decretado en la causa respecto del demandado y, òen 

consecuencia, tiene por no presentadas las excepciones que 

dedujo, así como lo obrado con posterioridad a su respecto y, en 

su lugar, resuelve que con el mérito de la copia del manda- to 

judicial  otorgado el 21 de junio  de 2017 que obra en autos, 

téngase por cumplido lo ordenado. El tribunal del grado deberá  

dictar lo pertinente para dar debida tramitación de las excep- 

ciones deducidas por dicho ejecutadoó.35
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2.1.7 Notificaciones. Principales  

modificaciones  introducidas  por  la  ley.  

 

 
 

Las resoluciones 
que no tienen  una 
forma  especial 
de notificación  
se entenderán 
notificadas  a partir  
de su inclusión  
en un estado que 
debe formarse 
diariamente  y que 
es publicado  en 
la página web del  
Poder Judicial,  
con la debida  
individualización  
del  rol  de la causa, 
del  demandante 
y demandado 
y el número  de 
resoluciones que 
se haya dictado.  

2.1.7.1 Modificaciones   introducidas   por   la   Ley   Nº   20.886 

La Ley Nº 20.886 establece la posibilidad  de que cualquiera de las 

partes pueda pedir  para sí una forma de notificación  electrónica, la 

que el tribunal  podrá aceptar aun cuando la ley disponga que una 

determinada resolución deba notificarse por cédula si, en su opinión, 

la misma resultare eficaz y no causare indefensión.37
 

 
Esta disposición constituye una novedad específicamente en materia 

civil, donde hasta el momento no se contemplaba la posibilidad de es- 

tablecer mecanismos electrónicos para la práctica de las notificaciones. 

Sin perjuicio de lo anterior, es necesario tener a la vista que ello va a 

depender siempre de la voluntad de la parte que señale para sí este 

medio para que se le practique la notificación, y además el tribunal  

debe calificar  el medio como eficaz y que no le cause indefensión. 

 
El estatuto de las notificaciones no ha sufrido grandes modificaciones. 

Además de la norma descrita, se ha modificado el artículo 50 del 

Código de Procedimiento Civil, donde se establece el estado diario 

electrónico. Las resoluciones que no tienen una forma especial de 

notificación se entenderán notificadas a partir de su inclusión en un  

estado que debe formarse diariamente y que es publicado en la página 

web del Poder Judicial, con la debida individualización del rol de la  

causa, del demandante y demandado y el número de resoluciones 

que se haya dictado. 

 
Adicionalmente, la norma establece una exigencia relativa a la nece- 

sidad de mantener en la página web del Poder Judicial por al menos tres 

días el estado diario, debiendo además dejarse testimonio de la 

notificación  en la carpeta electrónica. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

37 Artículo 8º  de la Ley Nº 20.886. 
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El estado diario electrónico se conforma con todas las resoluciones 

que son firmadas durante el día y se genera a través de un proceso 

automatizado. Sin embargo, como este proceso tiene una duración  

que puede variar, en el Acta Nº 85-2019 se incluyó una regulación 

que indica que la firma de resoluciones solamente podrá realizarse 

durante días y horas que la ley habilite para realizar actuaciones judi- 

ciales. Según se señaló anteriormente, esa franja horaria se extiende 

entre las 8 y las 20 horas. Sin perjuicio de lo anterior y excepcional- 

mente, se autorizó la firma hasta las 22 horas durante la pandemia, 

por resolución dictada en el AD  335-2020. 

 
2.1.7.2 Normas que establecen medios alternativos 

de notificación en las reformas procesales 

El artículo  31 del Código Procesal Penal establece que òcualquier 

interviniente en el procedimiento podrá proponer para sí otras for - 

mas de notificación, que el tribunal podrá aceptar si, en su opinión, 

resultaren suficientemente eficaces y no causaren indefensi·nó. 

Como puede apreciarse, es una norma muy similar a la introducida  por 

la Ley Nº 20.886. 

 
La Ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, establece que 

òcuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualizaci·n 

o domicilio sean difíciles de determinar, el juez dispondrá que se 

practique por cualquier medio idóneo que garantice la debida infor - 

maci·n del notificado, para el adecuado ejercicio de sus derechosó.38 

En esta competencia, el legislador le ha entregado más facultades al 

juez para poner en conocimiento de la demanda al demandado, esta- 

bleciendo como exigencia que ello se justifique por las condiciones 

señaladas en la misma disposición, esto es, que la individualización  de 

la persona o de su domicilio sean difíciles de determinar; además, se 

debe garantizar que la información sea recibida de manera que el 

notificado  pueda ejercer adecuadamente sus derechos, por lo que 

el tribunal  debe ejecutar todas las acciones necesarias para asegurar 

lo anterior. Esta norma ha permitido durante la pandem ia utilizar  

mecanismos alternativos  para la práctica de las notificaciones. 
 
 
 
 

 

38 Artículo 23 inciso cuarto de la Ley Nº 19.968. 
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Por otro lado, en el inciso final del artículo 23 citado precedente- 

mente, se se¶ala que òlos patrocinantes de las partes, en la primera 

actuación que realicen en el proceso, deberán indicar otra forma de 

notificación que elijan para sí, que juez califique como expedita y 

eficaz, bajo apercibimiento de serles notificadas por el estado diario 

todas las resoluciones que se dicten en lo sucesivo en el procesoó. 

 
La Ley Nº 20.087, que modifica el Código del Trabajo, establece una 

norma análoga que permite en esos supuestos notificar a través de 

un aviso en el Diario Oficial o en un diario de circulación nacional  o 

regional, el que deberá contener un extracto redactado por el tri - 

bunal que dé cuenta de la demanda y copia de la resolución recaída 

sobre ella.39
 

 
Adicionalmente el Código del Trabajo permite que, salvo la deman- 

da, las demás notificaciones podrán realizarse electrónicamente o 

por cualquier medio que la parte respectiva señale, siendo el primer  

cuerpo normativo que habla de notificación electrónica en los proce- 

dimientos  conocidos por tribunales dependientes del Poder Judicial.40
 

 
Finalmente, se debe destacar que la Ley Nº 21.241, publicada el 30 

de junio  de 2020, modifica  la Ley Nº 18.287 sobre procedimiento  

en los juzgados de policía local en materia de notificación de reso- 

luciones, permitiendo las notificaciones electrónicas de las multas 

empadronadas, con lo que se elimina  la carta certificada en ese ámbito. 

 
Si bien es cierto que la Ley Nº 20.886 estableció importantes  mo- 

dificaciones a la labor de los receptores judiciales, tales como el 

establecimiento de la obligatoriedad del uso de la firma digital avan - 

zada en sus actuaciones y la georreferenciación de las mismas (serán 

abordadas en un siguiente apartado), no se incluyeron modificaciones 

importantes  en el ámbito de notificaciones judiciales. 
 
 
 
 
 
 
 

 

39 Artículo 439 del Código del Trabajo. 

40 Artículo 442 del Código del Trabajo. 
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Si bien las  
notificaciones  que 
se deben practicar  
al inicio de un  
proceso se registran 
electrónicamente,  
siempre implican  la 
realización  de una 
actuación personal y  
en terreno por  parte 
del ministro de fe,  
lo que se traduce en 
un contacto directo  
con el notificado  
para verificar  su 
identidad, o  bien  
con otra persona 
adulta  según 
sea el caso. 

La incorporación de la tecnología en la tramitación de los procedi- 

mientos ha permitido mejorar sustancialmente el acceso a la justicia 

de la ciudadanía, como también la oportunidad en la resolución de  

los conflictos, a pesar de no haberse modificado los procedimientos 

en las distintas competencias. Sin embargo, hoy subsisten variados 

espacios en los cuales se podría avanzar de forma más expedita y 

oportuna  en la tramitación  de los procedimientos, como también 

en los costos de los mismos. Ejemplo de ello son las notificaciones 

judiciales, que se encuentran reguladas en los artículos 38 y siguientes 

del Código de Procedimiento Civil.  

 
Por lo anterior es que hoy en día, si bien las notificaciones que se 

deben practicar al inicio de un proceso se registran electrónicamente, 

siempre implican la realización de una actuación personal y en terreno 

por parte del ministro  de fe, lo que se traduce en un contacto directo 

con el notificado para verificar su identidad, o bien con otra persona  

adulta según sea el caso. Todos los avances descritos anteriormente, 

en relación al establecimiento de medios alternativos electrónicos 

para la práctica de las notificaciones, no tienen aplicación respecto de 

la primera notificación que se debe realizar en la causa, la que sigue 

siendo personal o de forma sustitutiva  cuando ello se ha autorizado  

por el tribunal.  

 
Esta situación constituye una grave dificultad en el contexto de pande- 

mia, con la declaración del estado de catástrofe constitucional  y muchas 

comunas del país en cuarentena. En esta situación, los receptores 

judiciales y los notificadores adscritos a los Centros de Notificaciones 

del país han visto reducidas sustancialmente su posibilidad de actuar, 

lo que se traduce en otro inconveniente para la realización de las 

audiencias y el avance en los procesos en las distintas competencias. 

 
Si bien buena parte de las audiencias se encuentran suspendidas a partir  

de la dictación de la Ley Nº 21.226, que suspende plazos judiciales, en 

esta misma norma existen excepciones en los que, frente a casos graves 

y urgentes, las audiencias deben necesariamente realizarse. 

 
La situación que se da, con ciertos matices, en los tribunales de las 

distintas competencias, es una acumulación importante de audien- 

cias sin realizar, lo que implica  que una vez terminada la situación 
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de excepción vigente los tribunales deberán paulatinamente ponerse 

al día para dejar atrás el retraso. Uno de los factores importantes de 

tener a la vista, entonces, es el de las notificaciones. 

 
La Ley N° 21.180, de transformación digital del Estado, establece una 

serie de modificaciones que pretenden instaurar un procedimiento  

administrativo  digital.  Lo que ya vivió  el Poder Judicial a través de 

la Ley Nº 20.886, ahora se pretende instaurar en la administración  

del Estado, dando con ello un salto hacia su modernización desde el 

acceso de la ciudadanía a los servicios públicos, la disminución en el 

uso de papeles, como también evitar que el ciudadano tenga que 

repetir  trámites con un mismo fin  en distintos  servicios. 

 
Una de las modificaciones introducidas por la Ley Nº 21.180 es en 

la Ley N° 19.880, de bases generales de los procedimientos Admi- 

nistrativos. Mediante esta modificación, se busca que todas las ac- 

tuaciones que se realicen sean en línea, se puedan obtener copias de 

documentos y resoluciones por esa vía, y que el Estado pueda enviar 

notificaciones electrónicas a los ciudadanos. Es así como se modifica 

el artículo  30 de la citada ley, de la siguiente manera: 

 
òEn caso de que el procedimiento se inicie a petición de parte 

interesada, la solicitud  que se formule  deberá contener: 

 
a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de su apode- 

rado, así como el medio electrónico a través del cual se llevarán 

a cabo las notificaciones, pudiendo para estos efectos indicar una 

dirección de correo electrónico , caso en el cual se entenderá éste 

como domicilio válido para practicar las notificaciones, el  que se 

incluirá en el registro indicado en el artículo 46. Excep- 

cionalmente, podrá indicar un medio alternativo de notificación,  

en los términos señalados en dicho art²culoó. 

 
Por su parte, el artículo  46 establece: 

 
òProcedimiento. Las notificaciones se practicar§n por medios 

electrónicos en base a la información contenida en un registro  

único dependiente del Servicio de Registro Civil e Identificación,  

sobre el cual se configurarán  domicilios digitales  únicos , cuyas 
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características y operatividad  será regulada mediante reglamen- 

to dictado conjuntamente por el Ministerio Secretaría General 

de la Presidencia, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de  

Justicia y Derechos Humanos. Dichas notificaciones tendrán el 

carácter de personal. 

 
Quienes carezcan de los medios tecnológicos, no tengan acceso 

a medios electrónicos o solo actuaren excepcionalmente a través 

de ellos, podrán solicitar por medio de un formulario, ante el  

órgano respectivo o ante el encargado del registro señalado en el 

inciso anterior, que la notificación se practique mediante forma 

diversa, quien deberá pronunciarse dentro del tercer día, según lo 

establezca el reglamento, y deberá hacerlo de manera fundada en 

caso de denegar la solicitud. La notificación se realizará en la forma 

solicitada si fuere posible o mediante carta certificada dirigida  al 

domicilio que debiere designar al presentar esta solicitud. En  

caso de notificaciones por carta certificada, estas se entenderán 

practicadas a contar del tercer día siguiente a su recepción en la 

oficina de correos que corresponda. Asimismo, las notificaciones 

podrán hacerse en las dependencias de la Administración, si el 

interesado se apersonare a recibirla, dejándose constancia de ello 

en el expediente electrónico, consignándose la fecha y hora de la 

misma. Si el interesado requiriere copia del acto o resolución que 

se le notifica se le dará, sin más trámite, en el mismo momento, 

en el formato  que se tramite  el procedimiento.  

 

Mediante el reglamento referido en el inciso primero, se regulará 

de qué forma los órganos de la Administración deberán practi - 

car las notificaciones electrónicas, considerarlas practicadas y 

obtener información necesaria para llevar el registro indicado,  

estableciendo, a lo menos, los requisitos y condiciones necesarios 

que aseguren la constancia de la fecha y hora de envío de notifi- 

caciones, la recepción o acceso por el interesado o su apoderado, 

especialmente en el caso de la primera notificación para resguardar  

su derecho a la defensa, así como la integridad del contenido, la 

identidad  fidedigna  del remitente y el destinatario  de la mismaó. 
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Se implementará  
un sistema de 
notificación por  
medios electrónicos  
al domicilio  digital  
que se encuentre 
contenido en un  
registro  único  
que dependerá 
del Servicio de  
Registro Civil e  
Identificación, y  
cuyas características 
deberán ser 
reguladas mediante  
reglamento.  

De esta forma, se implementará un sistema de notificación por 

medios electrónicos al domicilio digital que se encuentre contenido 

en un registro único que dependerá del Servicio de Registro Civil e 

Identificación, y cuyas características deberán ser reguladas mediante 

reglamento. 

 
Además de lo anterior, es necesario tener presente que hoy se en- 

cuentra en tramitación en el Congreso Nacional el proyecto en el 

boletín Nº 11.901-07, que establece una modificación  al Código Civil  

en su artículo 62, para incorporar la obligaci·n de que òlas personas 

deberán registrar su domicilio en el Servicio de Registro Civil e  

Identificación  de Chile, incluso cada vez que este se modifique.  Dicha 

información deberá proporcionarse en los términos establecidos en 

el artículo 3° y en los numerales 4, 6, 8 y 9 del artículo 4° de la Ley 

N° 19.477 Orgánica del Registro Civil  e Identificaci·nó. 

 
La incorporación  de las tecnologías de la información  (TIC) a los 

procedimientos judiciales, como también ahora a los de tipo admi- 

nistrativo, implica que hoy la gestión de los juicios y de los actos 

administrativos se realiza exclusivamente mediante expedientes digi- 

talizados y a distancia, lo que ha permitido mejorar sustancialmente 

el acceso de la ciudadanía al Poder Judicial, como también los costos 

de los procedimientos. Sin embargo, en un sistema jurisdiccional de 

comparecencia personal, el sistema de notificaciones presenciales 

debe ponerse a la altura para lo cual parece indispensable el estable- 

cimiento  de un domicilio  electrónico. 

 
Con todo, es necesario considerar siempre la forma en la que ello 

se implementará, de manera que se resguarden efectivamente las 

normas del debido proceso para no dejar en indefensión a ninguna 

de las partes. 

 
2.1.7.3 Modificaciones en el boletín Nº 13.752-07 

El proyecto de ley que establece modificaciones post estado de ex- 

cepción constitucional, ya informado favorablemente por la Corte  

Suprema, establece una serie de modificaciones en el ámbito de las 

notificaciones judiciales. Entre ellas podemos mencionar: 
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ɭ Se establece el deber de señalar un medio electrónico válido en 

la primera actuación judicial, y como un nuevo requisito en la  

demanda y en la contestación. 

ɭ Permite la aplicación del artículo 44 del Código de Procedimiento 

Civil sin necesidad de que el tribunal  emita una nueva resolución. 

ɭ Se permite que sentencias definitivas, las interlocutorias de 

prueba y las resoluciones que contengan una citación personal, 

sean notificadas por medios electrónicos. 

ɭ Se elimina  la carta certificada como medio de notificación  en 

competencias laboral y familia.  

ɭ Establece regla general de notificaciones laborales a través del 

medio electrónico señalado. 

 
Estas modificaciones no hacen sino ratificar  la necesidad de proveer 

de herramientas útiles y eficiente para realizar notificaciones elec- 

trónicas a bajo costo. 

 
2.1.8 Registro de  actuaciones  receptoriales.  

Exigencias  legales  y reglamentarias.  

A partir de la Ley de Tramitación Electrónica se establece una serie 

de exigencias a la actividad  de los receptores judiciales. 

 
En primer lugar, se señala que sus actuaciones deberán ser suscritas 

a través de firma electrónica avanzada. Sin perjuicio de la calidad de 

ministro  de fe de estos auxiliares de la administración  de justicia, 

el legislador ha elevado su estándar de actuación, situándolo a la 

altura de jueces y funcionarios que deben firmar sus documentos a 

través de este mecanismo.41 A partir de ello, los receptores judiciales 

tuvieron que incorporar sus propios dispositivos de firma electróni- 

ca avanzada a través de alguno de los proveedores acreditados ante 

la entidad acreditadora dependiente del Ministerio de Economía,  

Fomento y Turismo.  
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Por otro lado, la ley señala que para el registro de sus actuaciones los 

receptores deben registrarse en el sistema de tramitación del Poder 

Judicial. Con ese fin,  se habilitó en la Oficina Judicial  Virtual un  perfil  

específico para receptores, asociado a sus respectivas claves únicas 

del Estado. Para ello fue también necesario validar en las Corte de 

Apelaciones del país a los receptores con nombramientos vigentes.42
 

 

 
 
 
 
 
 

La actuación donde 
consta la realización  
de la diligencia,  
tratándose de 
notificaciones,  
requerimientos o  
embargos, debe 
estar acompañada 
de un registro  
georreferenciado  
que da cuenta 
del  lugar,  la fecha 
y el horario  de 
su realización.  

Adicionalmente, los receptores deben incorporar a la carpeta elec- 

trónica el registro de la actuación donde consta la realización de la 

diligencia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que 

esta se practicó. Dicha obligación no siempre se cumple, por lo que 

se han habilitado informes que permiten, tanto a las Cortes de 

Apelaciones como a los tribunales de primera instancia, obtener 

información sobre cada actuación practicada, la que incluye fecha de 

retiro del trámite, fecha de realización de la notificación y también  

la fecha en que se subió la actuación a través de la OJV. 

 
La actuación donde consta la realización de la diligencia, tratándose 

de notificaciones, requerimientos o embargos, debe estar acompañada 

de un registro georreferenciado que da cuenta del lugar, la fecha y 

el horario de su realización. Para el cumplimiento  de esta obliga- 

ción, la Corporación Administrativa del Poder Judicial desarrolló  

una aplicación móvil que permite a los receptores, al momento de 

realizar la diligencia en terreno, georreferenciar su ubicación y darla 

por realizada. Ello permitirá poster iormente que se acompañe a la 

actuación el registro con los datos emanados desde la aplicación. Esta 

puede ser descargada sin costo de las tiendas Google Play y Apple 

Store. El dispositivo móvil necesariamente debe contar con unidad 

GPS para poder realizar la georreferencia y no es obligatorio contar 

con un plan de datos para utilizarla.  

 
Tratándose del retiro de especies, los receptores incluirán un regis- 

tro fotográfico o de video con fecha y hora de los bienes muebles al 

momento del retiro para su entrega al martillero, a menos que exista 

oposición de parte del deudor  o el depositario. 
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El Acta Nº 85-2019, consagrando normativamente  la obligación de uti - 

lizar  la aplicación para georreferenciarse, ha señalado que los receptores 

deberán contar con dispositivos móviles que permitan la descarga de 

aplicaciones y cuenten con cámara y sistema de georreferenciación.43
 

 
Al comenzar a funcionar el sistema, se presentaron inconvenientes 

en el uso de las distintas funcionalidades, fundamentalmente en 

algunos sectores con escasa cobertura de señal donde el sistema no 

ofrecía una precisión exacta, lo que redundó en que las actuaciones 

quedaron geolocalizadas en un lugar distinto de aquel donde se debía 

practicar la notificación. Es por ello que la Corte Suprema modifica 

lo estatuido en el acta, señalando que òen aquellos casos en que la 

georreferenciación no haya podido efectuarse o presente un margen 

de error superior a 100 metros, se deberá incluir un registro fotográ - 

fico o de video a través de la aplicación móvil, dejando constancia de 

ello en la certificaci·nó. 

 
Ilustración 5: Certificación de receptor judicial en la carpeta 

electrónica 
 

 
Ilustración 6: Mapa con georreferencia de actuación de un re- 

ceptor judicial 

 

 
 

 

 
43 Artículo 7º  del Acta Nº 85-2019. 
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La ley establece que el incumplimiento  culpable o doloso a estas 

normas de actuación constituirá una falta grave a las funciones del 

receptor, y este será sancionado por el tribunal con alguna de las 

medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del 

artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales: censura por escrito, 

multa o suspensión de sus funciones. En caso de reincidencia, el o la 

juez deberá aplicar la medida de suspensión de funciones por un mes. 
 

 
 
 

 
Sea que la otra 
institución  actúe 
como un litigante  
más, que se trate 
de un organismo  
proveedor de  
información, o  
bien de un ente  
encargado de 
recibir  resoluciones 
judiciales  para un 
fin  determinado,  la 
información debe  
fluir  con naturalidad  
y con oportunidad  
de manera de que 
no se retrase el 
servicio  de justicia.  

2.1.9 Relación  con  otras  instituciones  

En este apartado se describirán las iniciativas desarrolladas por el 

Poder Judicial para gestionar las comunicaciones con otras insti- 

tuciones en sus distintas dimensiones. Se analizarán las diversas 

formas de comunicación existentes en la actualidad y los convenios 

de colaboración vigentes. 

 
La tramitación electrónica ha significado un desafío importante,  

también, desde la perspectiva de la coordinación interinstitucional.  

La interacción entre el Poder Judicial con otras instituciones no 

se limita exclusivamente a la intervención de estas como parte en las 

causas que se tramitan, sino que existe también una dimensión tanto 

o más importante vinculada a la necesidad de información , que 

muchas veces es indispensable para continuar adelante en un 

proceso judicial.  

 
Esta información debe necesariamente ser buscada por el propio 

tribunal en las competencias reformadas, dado el imperativo legal 

para actuar de oficio  en estas materias. 

 
Sea que la otra institución actúe como un litigante más, que se trate 

de un organismo proveedor de información, o bien de un ente en- 

cargado de recibir resoluciones judiciales para un fin determinado, la  

información debe fluir con naturalidad y con oportu nidad de manera 

de que no se retrase el servicio de justicia. 

 
Los desarrollos tecnológicos implementados por el Poder Judicial 

durante los últimos 30 años han permitido contar, en la actualidad, 

con distintos  sistemas y plataformas de procesamiento de información  
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a través de medios electrónicos. Esto ha supuesto migrar desde los 

medios físicos tradicionales y sus procesos característicos hacia una 

serie de nuevos medios tecnológicos para los nuevos entornos digitales. 

 
Para el Poder Judicial, el desarrollo se ha gestado en una dinámica de 

incorporación de innovaciones que plantearon nuevas necesidades al 

legislador, y por contraparte, cada reforma representó desafíos nuevos 

para la institución. La serie de reformas que han tenido lugar desde 

el año 2000 aceleraron la utilización de tecnologías de información 

y comunicación (TIC) en la institución, con lo cual la digitalización  

de los procedimientos surgió rápidamente como un horizonte para  

la justicia. 

 
Esta paulatina incorporación de tecnología en los procesos judiciales y 

administrativos hizo patente una realidad indesmentible en el ecosis- 

tema judicial. Que si bien varias instituciones mantenían plataformas 

tecnológicas robustas, una buena parte de los organismos relacionados, 

con los cuales era indispensable efectuar comunicaciones de todo 

tipo, no disponían de desarrollos informáticos que les permitieran  

compartir  procesos de trabajo con el Poder Judicial. 

 
Esta realidad ha ido cambiando con el correr de los años y la deci- 

sión que han adoptado varias instituciones relacionadas en cuanto 

a informatizar sus procesos internos, alineados con la necesidad de 

entregar herramientas de trabajo eficientes para sus usuarios internos, 

como también con la transparencia y rendición de cuentas hacia la 

ciudadanía. 

 
2.1.9.1 Beneficios de la interconexión 

En el ámbito interno del PJUD, las primeras experiencias en materia 

de comunicaciones electrónicas con otras instituciones se dan a tra- 

vés de la reforma procesal penal, particularmente con el Ministerio  

Público. A partir de convenios que se fueron formalizando en cada 

jurisdicción del país, se implementa un servicio de interconexión  

electrónica entre el Poder Judicial y dicha institución,  con lo que 

se permite el envío de denuncias y escritos/solicitudes desde el MP 

hacia los juzgados de garantía. Por su parte, los tribunales remiten 

M
a
te

ri
a
le

s 
d
o

c
e

n
te

s 
A

c
a

d
e

m
ia

 J
u

d
ic

ia
l 



95  Tramitación 

Electrónica 

de Causas 

2. Aspectos  jurídicos  y normativos  

de  la Ley Nº 20.886 

   Índice de contenidos 

 

 

 
 

por la misma vía y de forma automática las resoluciones recaídas so- bre 

esas denuncias o escritos, como también las actas de audiencias 

celebradas en las causas recibidas por interconexión. 

 
Esta y otras interconexiones desarrolladas permiten importantes be- 

neficios asociados a la digitalización de procesos compartidos. Uno de 

ellos es la disminución  en los tiempos de digitación  de información,  

que ha sido previamente registrada por la institución interconectada. 

Carece de sentido que se vuelva a registrar información que ya tuvo que 

ser ingresada previamente por otra institución, máxime cuando esta 

última es la responsable de su registro. Al descartarse el doble 

registro, se minimizan  además los errores. 

 
Otro beneficio está constituido por la redirección de recursos a otras 

unidades del tribunal.  Si, al inicio  de la reforma, la unidad  de atención 

de público  debía registrar manualmente la información  remitida  en 

escritos por la fiscalía e ingresarla al sistema de tramitación, a partir 

de la implementación de la interconexión esos funcionarios ya no 

debían registrar cada dato contenido en esas denuncias, sino solo 

validarlos  e ingresarlos al sistema a través de un solo proceso. 

 
Al establecerse este tipo de interacción entre las instituciones, se 

generan también ganancias en el ámbito del tiempo invertido para 

la ejecución de un proceso determinado. Así por ejemplo, si a inicios 

de la década del 2000 el MP gastaba en papel y tinta para construir 

las denuncias y los escritos que requería enviar a cada tribunal, al 

mudarse este proceso al ámbito digital  no solamente comenzó a 

ahorrar el costo de esa clase de insumos, sino también en horas 

hombre destinadas a su traslado. 

 
Sin duda alguna ha sido beneficioso, para una efectiva coordinación 

interinstitucional a nivel de cada jurisdicción, la posibilidad de enviar 

información  de forma más expedita. Se ha relevado la necesidad 

de coordinación, siempre considerando que una excesiva carga en 

la transmisión  de datos requiere muchas veces en la contraparte, 

de la necesidad de disponer de mayores recursos humanos para su 

procesamiento. Es por ello que la racionalización en el uso de estas 

herramientas permite un efectivo control de la carga de trabajo 

asociada a su utilización.  
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En los artículos de la Ley de Tramitación Electrónica quedan mani- 

festadas las necesidades surgidas de la operación diaria con distintas 

instituciones con las que deben interactuar los tribunales, especial- 

mente aquellas que forman parte integral del proceso de justicia, 

tales como el Ministerio  Público y la Defensoría Penal Pública. 

 
De esta forma, las tecnologías de la información  y las comunicaciones 

han tomado un lugar preponderante al momento de preguntarse  

sobre cómo se cumplen actualmente las funciones legalmente en- 

comendadas a los órganos públicos, y más importante aún, bajo qué 

medios se dará el cumplimiento  a aquellos mandatos. 

 
En el sector justicia, la utilización y el crecimiento de las TIC ha 

posibilitado no solo mejorar los indicadores de gestión y financie - 

ros, sino que por sobre todo se ha convertido en una herramienta 

democratizadora del ejercicio y el acceso a la justicia. El solo hecho 

de contar con normativas aplicables a la relación que entablan los 

ciudadanos con el Poder Judicial, u otros órganos, representan hoy 

una configuración dada también por las tecnologías que son utilizadas 

en sus operaciones diarias. 

 
2.1.9.2 La Ley Nº 20.886 y la relación 

con otras instituciones 

La Ley Nº 20.886 permitió  sistematizar y profundizar  todas aque- 

llas iniciativas existentes en los distintos sistemas de tramitación, 

que perseguían establecer procesos interconectados con distintas 

instituciones. 

 
Entre sus principios generales establece, en la letra f del artículo 2º, 

el de cooperación. Este se traduce en que las instituciones públicas y 

el Poder Judicial deben colaborar en la utilización de medios electró- 

nicos con el objeto de garantizar la interconexión e interoperabilidad  

de los sistemas informáticos, así como en el reconocimiento mutuo 

de los documentos electrónicos y de los medios de identificación.44 

Sobre este punto,  como se ha señalado anteriormente, la Corte 
 
 
 
 

 

44 Artículo 2º  letra f Ley Nº 20.886. 
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Suprema en el Acta Nº 85-2019 ha dado el carácter de copias auto- 

rizadas a aquellas extraídas de la OJV, entregando una herramienta para 

poder verificar la validez de esos documentos en su portal de 

internet,  según lo exige la Ley Nº 19.799. 

 
Para la materialización de este principio de cooperación, la ley insta 

a las instituciones relacionadas y el Poder Judicial a firmar convenios 

de colaboración. Como se puede apreciar, el legislador solo pensó 

en los actores institucionales. Esta omisión, como hemos señala- do 

anteriormente, será subsanada de aprobarse el proyecto de ley 

contenido el boletín Nº 13.752-07, donde también se incluye a las 

instituciones privadas. 

 
Otro tanto se establece en el principio de actualización de los sistemas 

informáticos, a partir del cual se insta a un correcto funcionamiento  

de los mismos, para una fluida y expedida interconexión e interope - 

rabilidad  con otras instituciones.45
 

 
Adicion almente, se dispone que las comunicaciones dirigidas hacia y 

desde los tribunales deberán realizarse a través de medios electróni- 

cos, en la medida que las mismas cuenten con los recursos técnicos 

necesarios para ello. En el caso de las instituciones que carecen de 

esos medios, la comunicación se debe realizar a través del medio de 

comunicación más idóneo y eficaz que se encuentre disponible. 46
 

 
Estas exigencias, establecidas por el legislador, obligaron al Poder 

Judicial a establecer una comunicación y coordinación efectiva con 

las distintas instituciones relacionadas, pues si bien la ley apunta 

directamente a la labor de esta institución, también se impactan los 

procesos de trabajo existentes con organismos públicos y privados.  

 
En efecto, a la fecha de entrada en vigencia de la ley, existían diversos 

convenios de interconexión vigentes con varias instituciones públicas. 

Pero no todos los procesos necesarios estaban cubiertos aún por 

esos convenios. Además, existían instituciones con las que, a pesar 
 
 
 

 

45 Artículo 2º  letra f de la Ley Nº 20.886. 

46 Artículo 11 de la Ley Nº 20.886. 
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de contar con plataformas tecnológicas, no existían estos convenios; 

otras no contaban con desarrollos suficientes para poder compartir  

información  vía sistema informático.  

 
Por lo anterior, se inició un proceso a nuestro juicio inédito en la 

institución, pues se contactó a cada uno de estos organismos re- 

lacionados para definir la forma en que se iban a materializar las 

comunicaciones a partir  de la entrada en vigencia de la ley. 

 
Sin embargo, como lo establecen las normas transitorias de la Ley 

Nº 20.886, esta entraría en vigencia seis meses después de su publi- 

cación en el Diario Oficial, lo que se produjo el 15 de diciembre de 

2015. Ello se tradujo en un tiempo muy reducido para ejecutar todas 

las acciones que el Poder Judicial debía desarrollar para la implemen- 

tación de la ley. Y, en el ámbito de las comunicaciones, el tiempo era 

más insuficiente aun, considerando que debía coordinarse el trabajo 

con muchas instituciones, cada una de ellas con una realidad diferente 

en el ámbito tecnológico y presupuestario. 

 
2.1.9.3 Comunicaciones y mecanismos utilizados 

A partir de las coordinaciones establecidas, se definieron distintas 

formas de comunicación: 

a. Respecto de las interconexiones ya desarrolladas, se definió que 

estas constituirían la forma de comunicación oficial con la insti - 

tución respectiva. Así, con el Ministerio Público,  el Registro Civil  

y la Tesorería General de la República, entre otras, se mantuvo 

como canal de comunicación la interconexión. 

b. Respecto de procesos de interconexión que aún no estaban 

completamente desarrollados, se definió un calendario de im- 

plementación que pretendía estar completo a la fecha de entrada 

en vigencia de la ley. Así por ejemplo, con la Defensoría Penal 

Pública se logró tener implementada la interconexión en los 

plazos definidos. Con la Policía de Investigaciones y Carabine- 

ros, esta se logró solo una vez iniciada  la vigencia de la ley, por 

lo que los protocolos operativos y los convenios materializados 

contemplaron mecanismos de comunicación alternativos en 

tanto la implementación  definitiva  se concretara. 
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c. Con las instituciones con las que no existía posibilidad alguna 

de realizar un desarrollo que permitieran concretar una inter - 

conexión, se solicitó el establecimiento de canales formales de 

comunicación, generalmente a través de correos electrónicos 

validados, a los cuales se pudieran  dirigir  los requerimientos  

de información o instrucciones desde los tribunales. De esta 

forma, se habilitó en la intranet del Poder Judicial la informa - 

ción correspondiente a la forma como debían producirse estas 

comunicaciones a cada institución.  Se definió  además que, para el 

envío de la respuesta a estos requerimientos, la institución debe  

adjuntar  el oficio  de respuesta a través de la opción existente en 

la Oficina Judicial Virtual.  

d. Otros organismos, con los cuales ya existían convenios de coo- 

peración, pusieron a disposición herramientas internas para que 

las unidades judiciales pudieran buscar la información requerida 

mediante oficio, como por ejemplo el domicilio de una de las  

partes. Estas herramientas, implican la entrega de registros de 

usuario y contraseña para realizar la búsqueda. Sin embargo, en 

muchas ocasiones los tribunales no las utilizan, aduciendo que 

esa es una labor que no le corresponde al tribunal y que no se 

puede disponer del tiempo de los funcionarios para la ejecu- 

ción de estas tareas. Sobre el punto, nos parece más eficiente 

la utilización de estas herramientas, pues permiten realizar las 

búsquedas necesarias muy fácilmente y en corto tiempo, a dife- 

rencia del tiempo necesario para la confección y remisión de los 

oficios. Frente a esta última situación, se han diseñado nuevos 

procesos de interconexión que no incluyen solamente el envío 

de un oficio en un documento y la posterior recepción de otro  

documento con la información  solicitada, sino que permiten  el 

envío de información a través de nomenclaturas que gatillan 

procesos automáticos para su procesamiento y recepción, como 

también para la construcción de la respuesta a partir de un 

documento con firma electrónica avanzada. Creemos que esta 

alternativa es la óptima y debería avanzarse en esta línea con 

todas las instituciones que tengan los medios tecnológicos para 

ellos. En la actualidad, en la competencia de familia las solicitudes 

de información  dirigidas al Servicio de Impuestos Internos son 

enviadas y recibidas con esta tecnología. 
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El proceso de puesta en marcha de las coordinaciones interinsti - 

tucionales no fue pacífico, existiendo una serie de inconvenientes en 

su implementación tanto de parte de las instituciones como de parte 

de las unidades judiciales. Muchas veces no se respondieron 

requerimientos en forma oportuna, otras tantas no se remitió un  

oficio al correo institucional definido, o también en ocasiones se 

respondieron requerimientos directamente por correo y no a través 

de la OJV. Con todo, en términos generales, es posible afirmar que 

el proceso fue exitoso, dado el escaso tiempo que se tuvo para im- 

plementarlo como también la cantidad de instituciones con las que 

hubo que coordinarse. 

 
2.1.10 Teletrabajo  y audiencias  por  videoconferencia,  

¿hasta  dónde  se puede  llegar?  

Desde hace bastante tiempo, en el Poder Judicial se han desarrollado 

iniciativas que tienen relación con la realización de audiencias de 

forma remota. En varias jurisdicciones del país, fundamentalmente las 

más aisladas, se comenzó a realizar este tipo de actuaciones a través 

de videoconferencia, fundamentalmente debido a las dificultades  

de acceso existentes desde lugares rurales hacia los centros urbanos 

donde se encuentran ubicados los tribunales. Es así como existen 

experiencias en este sentido en las jurisdicciones de Coyhaique y 

Punta Arenas. 

 
A partir  del primer  òConcurso de Innovaci·nó desarrollado en el Poder 

Judicial, resultó ganadora una iniciativa desarrollada en el Tribunal de  

Juicio Oral en lo Penal de Los Ángeles, que consistía en desarrollar  

las audiencias de lectura de sentencia a través de una videoconfe- 

rencia desarrollada entre el tribunal y el centro de reclusión donde 

el condenado se encontraba privado  de libertad  durante el juicio.  

 
El proyecto contribuyó a resolver una serie de problemáticas rela- 

cionadas con el traslado del privado de libertad hacia el tribunal, el  

gasto de recursos fiscales y el riesgo de seguridad que ello significa 

muchas veces. En virtud de ello, posteriormente ha sido implemen- 

tado en varias jurisdicciones. 
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Sin embargo, la realización de audiencias por videoconferencias no 

estaba masificada ni mucho menos, existiendo también numerosos 

detractores en relación a la posibilidad de hacerlo. Básicamente, por 

no existir norma legal expresa que lo autorizara, salvo en materia 

penal, donde el art²culo 329 inciso s®ptimo del CPP se¶ala que òlos 

testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar  

no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán  

hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro me- 

dio  tecnológico apto para su interrogatorio  y contrainterrogatorioó. 

 
A pesar de existir muchas razones prácticas que justificaban la rea- 

lización de estas actuaciones a través de este medio tecnológico, 

tales como disminuir los gastos y tiempos asociados al traslado de 

las partes, en la práctica su utilización no estaba instalada como una 

práctica institucional.  

 
Esto cambia abruptamente durante el año 2020, pues a partir  de 

la pandemia y el teletrabajo la realización de audiencias de forma 

remota hubo de masificarse necesariamente, como un mecanismo a 

través del cual el Poder Judicial continuó prestando un servicio tan 

requerido  por la ciudadanía. 

 
La Corte Suprema, en la necesidad de adoptar medidas que, en 

función del resguardo de la salud pública, se concilien con el cumpli - 

miento de sus fines propios y permitan enfrentar las contingencias, 

con fecha 16 de marzo dicta el Acta Nº 42-2020, que en el ámbito 

jurisdiccional establece como principales instruccio nes las siguientes: 

ɭ La planificación del trabajo que implique la reprogramación de  

audiencias debe ser con conocimiento del presidente de la Cor- 

te de Apelaciones respectiva y en coordinación con el ministro 

visitador.  

ɭ La planificación  de las actividades del tribunal  por la modalidad  

de teletrabajo debe considerar los turnos presenciales mínimos 

que permitan llevar a efecto las actividades urgentes y que no 

puedan realizarse mediante teletrabajo. 

ɭ Coordinación interinstitucional para la material ización de la 

planificación, especialmente en lo relativo a la celebración de las 

audiencias. 
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ɭ En la comparecencia de testigos, peritos y otras personas a las 

audiencias que deban desarrollarse en los casos urgentes y estric- 

tamente indispensables, se deberá cumplir las recomendaciones 

generales entregadas por la autoridad  sanitaria. 

ɭ Definición de las materias que tendrían carácter urgente e im- 

postergable en materia penal. 

ɭ Definición de las materias que tendrían carácter grave y urgente 

en materia de familia.  

ɭ En materia laboral, determinó la urgencia de las audiencias 

conforme a la entidad de los derechos fundamentales afectados 

y condiciones laborales discriminatorias  e inadecuadas. 

ɭ En materia civil, dado que el ingreso de escritos se realiza fun- 

damentalmente a través de la OJV, la atención de público se 

restringió  a casos urgentes. 

ɭ También se incluyen medidas relativas a la visita de cárcel y de re- 

sidencias, instando a que se realicen con los resguardos necesarios. 

ɭ La Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones del país y la Fiscalía 

Judicial deben continuar funcionando, como todos los tribunales, 

con su dotación mínima presencial para garantizar la continui - 

dad del servicio judicial, planificando debidamente las labores  

mediante teletrabajo de los demás. 

 
A partir de la publicación de la Ley Nº 21.226, la Corte Suprema 

dicta el Acta 53-2020, que regula funcionamiento del Poder Judicial 

durante la emergencia sanitaria. 

ɭ En primer  término,  y relacionado con la obligación de asistir 

a desempeñar funciones, se señala expresamente que ello será 

excepcional, y solo con el propósito de mantener el servicio 

en aspectos indispensables. En este ámbito, se establece que 

deberá planificar  las actividades del tribunal  o sus unidades por  

la modalidad de teletrabajo, con los turnos presenciales mínimos 

que permitieran llevar a efecto las actividades urgentes que dicha 

planificación contenga y que no pudieren realizarse mediante 

algún medio tecnológico. A este respecto, como se señaló con 

anterioridad,  buena parte de los tribunales ya estaban estable- 
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ciendo turnos mínimos para la atención de usuario, por lo que 

esta regulación no afectó la forma como se estaban ejecutando 

las labores. 

ɭ Se dispone que, fuera de audiencia, mientras se encuentre vigente 

el estado de excepción constitucional de catástrofe por calamidad 

pública, los tribunales ordinarios y especiales no pueden decretar 

diligencias ni actuaciones judiciales que, de realizarse, puedan 

causar indefensión a alguna de las partes o intervinientes, salvo que 

sean urgentes. En tal sentido, no se hace una definición de 

actuaciones que tienen este carácter, por lo que es el o la juez 

quien debe realizar esta calificación. En línea con lo anterior, el 

artículo 10 del acta establece que los tribunales del país deben 

continuar con la tramitación de los procedimientos, atendiendo 

las limitaciones  señaladas por la Ley Nº 21.226. 

ɭ En lo que se refiere a las audiencias y vistas de causas, deberá 

estarse a lo dispuesto en la letra c del inciso cuarto del artículo 

primero y en el artículo noveno de la Ley Nº 21.226, es decir, se 

puede ordenar la suspensión de las audiencias y vistas de causas 

que corresponda realizar ante los tribunales, con las excepciones 

señaladas en los literales a y b del artículo  1º. De acuerdo con 

la norma legal en comento, las audiencias que no pueden ser 

suspendidas son las siguientes: 

a. En materia penal 

ɭ Audiencias  de control  de la detención. 

ɭ Audiencias  de revisión  de la prisión  preventiva  o inter - 

nación provisoria.  

ɭ Audiencias  de revisión  o sustitución  de la pena de acuerdo 

a la Ley Nº 18.216. 

ɭ La ejecución de las penas de menores de edad. 

ɭ Aquellas en que se discuta la internación  provisional  y el 

cumplimiento  de medidas de seguridad. 

ɭ Audiencias  que requieran la intervención  urgente del 

tribunal.  
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La Corte Suprema 
en el Acta Nº 
53-2020 señala 
que se califican  
como urgentes 
las audiencias 
sobre medidas 
de protección  
o cautelares 
referidas  a NNA;  
solicitudes de  
entrega inmediata;  
autorización  
de salida del  
país; violencia  
intrafamiliar;  
relación directa  
y regular  con 
progenitores  
no custodios, 
y alimentos  
provisorios,  
estas dos últimas  
atendiendo  a las 
circunstancias 
del  caso. 

ɭ Revisión y renovación de oficio de medidas cautelares 

decretadas en beneficio de personas vulnerables (artículo 

16 del Acta Nº 53-2020). 

 
Como se puede apreciar, la norma contiene la posibilidad de  

calificación de urgencia por parte de los jueces, para definir si 

una audiencia puede o no suspenderse de acuerdo a su criterio. 

Adicionalmente, el artículo 9º de la ley establece la posibilidad 

de que las partes soliciten la suspensión de la audiencia o de la 

vista, con excepción de aquellas audiencias en que el imputado 

se encuentre privado de libertad, como tampoco en el caso de 

los recursos de amparo y protección en que se requiera la inter- 

vención urgente del tribunal, en la s que se deberá proceder en 

forma remota garantizando el cumplimiento de lo establecido  

en el artículo  10. 

b. Audiencias que requieran la intervención con carácter de 
urgente de parte del tribunal, en materias de familia, laboral y 
las que conozcan los juzgados de letras. 

Si bien es cierto esta norma puede dar lugar a interpretacio- 

nes diversas, la Corte Suprema en el Acta Nº 53-2020 señala 

que se califican como urgentes las audiencias sobre medidas 

de protección o cautelares referidas a NNA; solicitudes de 

entrega inmediata; autorización de salida del país; violencia  

intrafamiliar; relación directa y regular con progenitores no  

custodios, y alimentos provisorios, estas dos últimas aten- 

diendo a las circunstancias del caso. Es necesario además 

tener presente la obligación que tienen los tribunales  con 

competencia de familia para revisar de oficio las medidas 

cautelares o de protección dictadas a favor de personas en 

situación de vulnerabilidad  (artículo  16 del acta). 

 
En su artículo 19, la misma Acta Nº 53-20202 agrega que el juez 

siempre podrá ordenar, por razones fundadas, la realización de 

aquellas audiencias que, no estando comprendidas en la enunciación 

del artículo anterior, resulten urgentes en razón de algún peligro  

inminente para la  vida, salud o subsistencia de alguna persona, o 

por circunstancias que pongan en riesgo el respeto de sus derechos. 
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Así, el acta privilegia la realización de audiencias por vía remota 

dando cumplimiento a la norma establecida en el artículo 10 de 

la Ley Nº 21.226, y restringiendo la celebración presencial de las 

mismas a aquellas audiencias o vistas de causas que sea necesario e 

indispensable realizar, puesto que el empleo de medios tecnológicos 

pudiera  generar indefensión en alguna de las partes. 

 
A partir de este escenario, las unidades judiciales de las distintas 

competencias se vieron en la obligación de organizar su trabajo a 

partir de la ejecución de buena parte de él a través de herramientas 

tecnológicas. 

 
A la luz de las múltiples formas de ejecutar el trabajo en audien- cia, 

lo que se traducía en la utilización de distintas herramientas y 

procedimientos para actuar, la Corte Suprema en el AD 335-2020 

instruye  la creación de una mesa de trabajo integrada por los distin - 

tos estamentos del Poder Judicial y la Corporación Administrativa  

del Poder Judicial. A partir de esta instancia se redacta el òProtocolo 

operativo de funcionamiento de tribunales por medios telemáticos 

durante la contingencia provocada por COVID -19ó. 

 
En este protocolo se abordan las distintas áreas de funcionamiento 

de los tribunales, la atención de usuarios, las actuaciones y diligencias 

fuera de audiencia, audiencias, cumplimiento y servic ios. Su objeto 

es entregar un estándar de operación por medios telemáticos y su 

compatibilidad con los mecanismos de funcionamiento presencial  

del òProtocolo de manejo y prevenci·n ante COVID-19 en tribunales 

y unidades judicialesó. 

 
2.1.10.1 Atención de usuarios y usuarias 

Los tribunales podrán utilizar, complementaria o alternativamente, 

distintos canales de atención cuando se trate de consultas generales, 

de tramitación  judicial  asociada de una causa y, finalmente, de los 

asuntos específicos relacionados a un tribunal  determinado.  

 
Consultas generales son aquellas en las cuales el usuario o usuaria 

busca información u orientación general y requiere una respuesta no 

asociada al conocimiento específico sobre una causa determinada. 

Los canales disponibles para atender estas consultas son: 
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ɭ Página web del Poder Judicial/Teléfono  

ɭ Correo electrónico 

ɭ Videoconferencia 

ɭ Bus de la Justicia 

ɭ Presencial, en especial ante carencia de medios 

ɭ Otras plataformas que se habiliten por el Poder Judicial (por 

ejemplo, Conecta). 

 
El espíritu de esta regulación siempre fue eliminar limitaciones a los 

mecanismos de atención de usuarios, de manera que la ciudadanía 

pudiera contactar a los funcionarios de esta unidad sin dificultades,  

sobre todo considerando las restricciones a la movilidad impuestas 

por la autoridad  sanitaria. 

 
A estos mecanismos para la atención de consultas asociadas a la 

tramitación de causas se agregan los tótems y otros medios de au- 

toatención, como también el canal presencial frente a la carencia 

de medios. 

 
Se dispuso además que en el sitio web del Poder Judicial deben pu- 

blicarse todos los canales de atención disponibles por el tribunal, el 

cual se encargará de mantener esta información  actualizada. 

 
Para la competencia de familia, se señala que el Consejo Técnico 

podrá materializar su entrevista por medios telemáticos o presen- 

ciales, siempre garantizando la privacidad de la misma, velando por  

asegurar que la persona se encuentre en un entorno que garantice 

su declaración libre  y espontánea. 

 
En relación a la autorización  del mandato, por parte del secretario 

o ministro de fe del tribunal, esta se podrá realizar por medios tele- 

máticos siguiendo el procedimiento  definido  por el protocolo:  

ɭ Por videoconferencia o videollamada, el ministro de fe tendrá  

que solicitar al interesado la exhibición de su cédula de identidad 

por ambos lados o de otro documento que permita acreditar su 

identidad  frente a la cámara, con el objeto de que esta se pueda 
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apreciar con claridad para permitir el cotejo correspondiente.  

Sobre este particular, cabe señalar que en la actualidad existen 

mecanismos disponibles para acreditar la identidad de una per - 

sona a través de su cédula, básicamente validando su número de 

serie. Para ello se utiliza el servicio web de consulta, disponible 

por convenio con el Registro Civil. Esta modalidad ya se está 

utilizando, por ejemplo, en el proyecto Conecta para validar la  

identidad de la persona que está solicitando información sobre 

una causa en competencia de familia.  

ɭ Si la calidad de la videoconferencia no permite que esta actividad 

se realice adecuadamente, se deberá indicar otro momento para 

realizar el trámite, sin perjuicio de la posibilidad de cumpli rlo  

presencialmente. 

 
2.1.10.2 Audiencias 

Para esta dimensión, el protocolo ha distinguido distintos momentos  

para su regulación. A continuación se mencionarán los que, a nuestro 

juicio,  son los más relevantes. 

a. Agendamiento. Cuando, en el mismo momento de programar  

la audiencia, el tribunal determina que esta se realizará por 

medios telemáticos. En este caso, la resolución deberá contener 

los elementos necesarios para que el participante  tenga claridad  

respecto del día y hora de la audiencia, como también el enlace 

de acceso a ella. 

b. Audiencias ya notificadas. De oficio o a petición de parte, se 

toma la decisión de realizar la audiencia de forma remota, en 

cuyo caso se deberá comunicar esta resolución a los medios de 

contacto definidos  por las partes. 

c. El día de la audiencia , el tribunal revisará el tipo de audiencia a  

realizar, los intervinientes que asistirán, si asistirá un privado de  

libertad,  y si debe asistir un testigo o perito. Para este último  caso, 

se debe garantizar el cumplimiento de los requisitos establecidos 

para este tipo de declaración. Esta participación, según se deter- 

mine por el tribunal, podrá realizarse: i) por medios telemáticos 

fuera del Poder Judicial; ii) dentro del Poder Judicial, pero en 

otra unidad ju dicial conforme a los acuerdos logrados a partir 

del Acta Nº 41-2020; y iii)  presencialmente en el tribunal, para  
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El administrador  
de cada tribunal  
debe dimensionar  
adecuadamente 
la capacidad de 
realización de  
audiencias de forma  
telemática, ya que 
la duración  de estas 
no es análoga a las 
que se realizan  en 
formato  presencial. 

lo cual se deberá proporcionar los medios técnicos y de apoyo 

necesarios para participar  de la audiencia virtual. Dependiendo  de 

la dotación del tribunal y su carga de trabajo, el administrador  

podrá determinar que la labor de moderación, coordinación o  

gestión de la sesión de videoconferencia recaiga en un funcionario 

distinto  del de acta. 

d. Durante la audiencia , corresponderá al anfitrión de la sala ad- 

ministrar y ejecutar las instrucciones que determine el o la juez 

respecto de las partes presentes en la sala, y cuando se requiera 

que un participante  la abandone, en cuyo caso se le podrá enviar 

a la sala de espera si eventualmente debe volver a la audiencia. 

Si se le expulsa de la sesión, no podrá volver a ingresar. El fun- 

cionario encargado de sala también debe gestionar la grabación 

de la audiencia en caso de que el tribunal lo haya  determinado.  

 
El administrador de cada tribunal debe dimensionar adecuadamente 

la capacidad de realización de audiencias de forma telemática, ya que la 

duración de estas no es análoga a las que se realizan en formato 

presencial. Este es un elemento que retomaremos más adelante, a 

propósito  de las estadísticas de realización de audiencias durante el 

año 2020. 

 
Finalmente, es relevante considerar que al momento de crear una 

sesión de videoconferencia, es necesario configurar aspectos relevantes 

de ella, como por ejemplo la contraseña de acceso o si tendrá sala de 

espera, los que al ser cambiados modifican también el vínculo de 

acceso la sesión, por lo que será necesario informarlo  nuevamente 

a las partes. 

 
A continuación se muestran estadísticas de audiencias para el pe- 

riodo  2020.47
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

47 Fuente: informe ñRecomendaciones para el Teletrabajoò, elaborado por el Departamento de Desarrollo Insti - 

tucional a la Comisión de Tramitación Electrónica de la Corte Suprema. 
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Ilustración 7: Estadísticas de audiencias 2020. Juzgados de Garantía. 
 

 

Ilustración 8: Estadísticas de audiencias 2020. Tribunales de Juicio Oral en lo Penal. 
 

 
 

Ilustración 9: Estadísticas de audiencias 2020. Juzgados de Familia. 
 

 

Ilustración 10: Estadísticas de audiencias 2020. Juzgados de Letras del Trabajo 
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Durante  el último  
año, ha quedado 
de manifiesto  
que es posible 
la realización  de 
audiencias por  
videoconferencia  
en todas las 
competencias 
como regla general. 
El límite viene  
determinado  por  
la afectación de 
los derechos o 
garantías procesales 
de las partes y 
por una decisión  
judicial  en atención 
a situaciones 
particulares,  
en virtud de lo  
señalado por el  
artículo 10 de la 
Ley Nº 21.226. 

Las audiencias judiciales constituyen una de las dimensiones más 

importantes de funcionamiento de tribunales, en términos de con - 

tinuidad de administración de justicia. Durante el último año, ha  

quedado de manifiesto que es posible la realización de audiencias 

por videoconferencia en todas las competencias como regla gene- 

ral. El límite  viene determinado  por la afectación de los derechos 

o garantías procesales de las partes y por una decisión judicial en 

atención a situaciones particulares, en virtud de lo señalado por el 

artículo  10 de la Ley Nº 21.226. 

 
En tal sentido, sin considerar los casos que generan mayor resistencia 

ðcomo sucede con las audiencias de juicioð, existe un gran número 

de audiencias que se pueden celebrar a través de medios telemáticos. 

 
Por otro lado, respecto de la labor del legislador, no existen prohi- 

biciones expresas a la celebración de estas audiencias y, adicional- 

mente, se las ha reconocido en el ámbito de la pandemia COVID -19. 

Sin embargo, una vez cesado el estado de excepción constitucional 

termina la vigencia de la Ley Nº 21.226 y por tanto del Acta Nº 53- 

2020. Frente al escenario de retardo en la tramitación de los juicios y 

ante la necesidad de poner al día la actividad jurisdiccional en las 

distintas competencias, el teletrabajo y las audiencias remotas parecen 

constituir  una herramienta importantísima  en esa tarea. 

 
Pese a ello, la posibilidad de realizar todo tipo de audiencias por esta 

vía no ha sido una temática respecto de la cual exista consenso en la 

comunidad  jurídica, si bien ha existido una evolución durante el periodo 

transcurrido  desde el inicio  del estado de excepción constitucional.  

 
En un comienzo, y por la necesidad de adaptar los procesos internos 

de cada unidad, existió una etapa de transición en que la cantidad de 

audiencias realizadas fue baja y referidas a materias no susceptibles 

de controversia. Con posterioridad, con un manejo más detallado de 

las herramientas tecnológicas disponibles, se comenzaron a realizar 

más audiencias al vislumbrarse que las herramientas cumplían su 

cometido e, incluso, se podía realizar actuaciones en las cuales se 

requiera interrogar  a imputados  o testigos. 
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Paulatinamente y con mayor frecuencia, se desarrollaron audiencias 

de juicio en las distintas competencias al calificarse, en conformidad a 

la norma, que en ellas no se vulneraban las garantías constitucionales 

por realizarse en ese formato.  

 
Sin embargo, al quedar a salvo la posibilidad de que las partes 

puedan reclamar sobre la procedencia de realizar la audiencia, los 

tribunales se han pronunciado  generalmente por la alternativa  de su 

realización, lo que en ocasiones ha devenido en la interposición de  

recursos procesales para evitarlo o bien para anular lo obrado. Ello 

se visualiza con mayor énfasis en aquellas competencias en las que 

existen actores institucionales. 

 
A continuación, se presenta un fallo de la Corte Suprema en que se 

abordan estas materias, particularmente  las normas de la Ley Nº 

21.226 y de las actas Nº 41-2020 y Nº 53-2020. 
 
 

 

 
 

48 Fallo dictado por la Tercera Sala de la Corte Suprema en causa rol N° 88.327-2020. 
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Caso 5: Pronunciamiento de la Corte Suprema sobre au - 

diencias remotas y vulneración  de garantías 

 
La Corte Suprema, fallando un recurso de protección inter - 

puesto en contra de tres jueces de un TJOP por un defensor 

al que se le declaró el abandono de la defensa tras negarse 

a realizar las alegaciones por videoconferencia, rechazó la 

presentación.48
 

 
Uno de los argumentos esgrimidos por el fallo indica que el  

defensor dispuso, durante el curso del proceso, de todos los 

recursos pertinentes para evitar la que, a su juicio, constituye 

una vulneración de las garantías de su defendido. 

 
Por otro lado, y en relación a la sanción que se aplicó, el 

fallo se¶ala que òdispuesto en el inciso 1Á del art²culo 40 de 

la Ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, ôlos 
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abogados que presten defensa penal pública estarán sujetos, 

en el cumplimiento de sus deberes, a las responsabilidades 

propias del ejercicio de la profesión y, además, a las que se 

regulan esta leyõ, que evidencia que el Defensor Penal Públi- 

co se encuentra sujeto a la responsabilidad disciplinaria que 

reglamenta el Código Procesal Penal y el Código Orgánico de 

Tribunales, cuya supervisión y control corresponde, en este 

caso, a los Juecesó. 

 
Entre los argumentos esgrimidos por el fallo se señala el ar- 

tículo 10 de la Ley Nº 21.226, que establece que el tribunal 

que decida realizar una audiencia de forma remota deberá 

tomar todas las providencias necesarias para el cumplimiento 

de las garantías judiciales del proceso contempladas en la 

Constitución  y las leyes. 

 
M§s adelante, se indica que òconforme a la habilitaci·n legal 

anterior y de aquella que emana de lo prevenido en el artículo 

82 de la Constitución Política de la República, esta Corte 

Suprema procedió a dictar las Actas N° 41 de 13 de marzo y 

N° 53 de 8 de abril, ambas del año 2020, además del Acuerdo 

de Pleno adoptado en los Antecedentes Administrativos N°  

335-2020 con fecha 28 de mayo de 2020, en virtud de los 

cuales ha dispuesto una serie de medidas tendientes a regular la 

modalidad de teletrabajo y el uso de videoconferencia en el 

Poder Judicial (Acta N° 41) y el funcionamiento del Poder 

Judicial durante la emergencia sanitaria nacional provocada 

por el brote del nuevo coronavirus (Acta N° 53). En lo que 

importa al recurso, el artículo 28 del Acta N° 41, inserto en el 

Título III -Audiencias por Videoconferencia - dispone: òEl 

tribunal podrá realizar audiencias por videoconferencia con 

el objeto de dar continuidad a la administración de justicia,  

velando en todo momento por la vigencia de los derechos y 

garantías procesales de las partes e intervinientes. Las audien- 

cias realizadas por esta vía deben ser coordinadas previamente 

con las partes e intervinientesó. 
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El Poder Judicial hoy en día tiene recursos humanos limitados y no 

parece racional pensar que se le seguirá asignando presupuesto para 

aumentar la dotación de jueces y funcionarios. Resulta entonces im- 

portante mantener en el tiempo  la utilización  de estas herramientas 

para afrontar la tarea descrita, en conjunto con la forma de operar 

tradicional  del Poder Judicial. 

 
Como se ha señalado anteriormente, el boletín Nº 13.752-07 es- 

tablece una serie de modificaciones al sistema de justicia para una 

vez finalizado el estado de catástrofe constitucional. Este proyecto 

regula el funcionamiento del Poder Judicial a partir de ese evento, 

autorizando su funcionamiento ordinario por teletrabajo durante  un 

año después de su entrada en vigencia. Se autoriza además la 

 

Finalmente, califica la procedencia de realizar la audiencia 

de forma remota, indicando que òen cuanto al Acta NÁ 51, de 

la lectura de sus artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 17 resulta po- sible 

concluir que, a fin de asegurar el acceso a la justicia, el debido 

proceso y resguardar la salud de las personas, el Poder Judicial 

procurará utilizar todos los medios tecnológicos con que 

cuente, privilegiando  su utilización  flexible, actualizada y 

oportuna, siempre y cuando no constituya un obstáculo al  

ejercicio de los principios  básicos que consagra su artículo 1°, 

y se respete plenamente los derechos de los intervinientes y  

partes, y las disposiciones del artículo  10 de la Ley N° 21.226ó. 

 
El fallo además recuerda que, en antecedente de pleno AD 

335-2020, òse instruye a todos los tribunales de país procurar  

el avance efectivo en la substanciación de los procedimientos  

de primera instancia, estableciendo el teletrabajo como pro- 

cedimiento ordinario y regular para prestar el servicio judicial  

en el presente periodo  de contingencia sanitariaó. 

 
Por último, se indica que al negarse a realizar sus alegaciones en 

la audiencia de juicio oral por el hecho de realizarse esta por 

videoconferencia, el abogado òincurri· en la conducta de 

abandono de la defensa, al dejar a su defendido sin la defensa 

técnica que le es indispensableó. 
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